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El Decreto Ley 1661 de 1991, expedido bajo el amparo de la Constitución 
Política de 1886 otorga al nivel profesional de los funcionarios públicos en 
Colombia, el reconocimiento de la Prima Técnica. Luego, con la entrada en 
vigencia de la Constitución Política de 1991 se expide el Decreto Ley 1724 de 
1997  (Derogado por el art.6 del Decreto 1336 de 2003), por medio del cual se 
suprime el reconocimiento de la prima técnica al nivel profesional y ejecutivo. 
Posteriormente, el Decreto 1336 de 2003, en mención, restringe aún más el 
reconocimiento de la prima técnica, únicamente para el nivel asesor y directivo.  
 
De acuerdo con lo anteriormente expuesto, se pretende identificar si resultan 
constitucional y legalmente válidas las disposiciones normativas contenidas en 
el Artículo 1 de los decretos 1724 de 1997 y 1336 de 2003, al suprimir el 
reconocimiento de la Prima Técnica al nivel profesional de los funcionarios 
públicos en Colombia. Para ello, se estudia y analiza, principalmente, el tema 
de los derechos adquiridos, los derechos sociales, el tránsito constitucional, la 
jerarquía normativa, la seguridad jurídica y la confianza legítima. Como 
resultado, se establece la viabilidad del restablecimiento de la Prima Técnica 
para el nivel profesional de los funcionarios públicos, luego de verificar que los 
decretos normativos que la suprimieron carecen de validez y legalidad 
constitucional. Por último, resulta importante indicar que el desarrollo del 
presente trabajo utiliza el método hermenéutico de investigación.    
 
 
PALABRAS CLAVES: Prima Técnica – Validez – Legalidad - Derechos Adquiridos – 
Derechos Sociales – Tránsito Constitucional – Jerarquía Normativa – Seguridad 





















The Decree Law 1661 of 1991 , issued under the protection of the Constitution 
of 1886 grants, the professional level of public servants in Colombia 
recognizing the Technical Prima. Then, with the enactment of the Constitution 
of 1991, Decree Law 1724 of 1997 ( Repealed by art.6 of Decree 1336 of 2003), 
by which the premium recognition technique suppresses the professional level 
is issued and executive . Subsequently, Decree 1336 of 2003 , in question, 
further restricts the recognition of technical premium, only for advisory and 
management level. 
 
According to the above , it is intended to identify if they are constitutionally and 
legally valid standards contained in Article 1 of the decrees 1724, 1997 and 
1336 to 2003 by removing the recognition of the Technical Prima professional 
level of civil servants In colombia. To do this, it is studied and analyzed mainly 
the issue of acquired rights, social rights, constitutional transition, the hierarchy 
of norms, legal certainty and legitimate expectations. As a result, the feasibility 
of restoring the Technical Prima for the professional level of civil servants, after 
verifying that regulatory decrees that are not valid and abolished constitutional 
legality is established. Finally, it is important to note that the development of 
this study used hermeneutic research method. 
 
 
KEY WORDS: Technical Prima - Validity - Legality - Acquired Rights - Social Rights - 









El desarrollo histórico y origen de la Prima Técnica, parte de la concepción misma 
de la carrera administrativa en Colombia. De igual forma, debe resaltarse que para 
el año de 1948 a Colombia llega la denominada “Misión Currie”, la cual, entre otros 
propósitos tenía como objetivo, la observancia de la gestión económica en 
Colombia.  
 
Dentro de las recomendaciones planteadas por dicha Misión, se encuentran 
algunas relacionadas con la administración de personal en el sector Público. En 
este sentido, la Misión observa que los empleos se encuentran ocupados por 
personal superfluo, incompetente, carente de formación profesional de avanzada, 
y además con poca experiencia laboral. Por tales razones sugiere organizar el 
servicio civil en atención a los méritos, virtudes y talentos de los servidores 
públicos que ya se encuentran ejerciendo labores y respecto de aquellos próximos 
a vincularse.  
 
De esta forma, se crea oficialmente a través del Decreto 2285 de 1968, un 
reconocimiento económico para los trabajadores del sector público denominado 
Prima Técnica; con la finalidad de atraer y mantener personal altamente calificado 
y con amplia experiencia para conformar la planta de personal que compone la 
función pública.  
 
Entre tanto, la supresión del reconocimiento y otorgamiento de la Prima Técnica a 
los funcionarios públicos del nivel profesional en Colombia, se presenta como un 
duro golpe al empleo público, que en razón a lo anteriormente expuesto, tiene en 
dicha prestación económica, un factor adicional de equilibrio económico que le 
representa una fuente de ingreso adicional, por sus propios méritos en atención  a 
su formación académica, profesional y del desempeño en el cargo.   
 
Por lo demás, la época en la cual se suprime el reconocimiento de la Prima 
Técnica, se presenta en un país que atraviesa una difícil situación económica. El 
Gobierno de aquél entonces, lo encabeza Ernesto Samper Pizano y, durante este 
mandato se sopesa, entre otros temas, una creciente revaluación de la tasa de 
cambio y, simultáneamente también, unas ¨altas tasas de interés [que]…afectan la 
demanda doméstica,1 En el mismo sentido, ¨el programa bandera de la 
administración Samper –la creación de 1.600.000 empleos en el cuatrienio 1994-
1998– [no se pudo llevar a cabo]…pues el desempleo en 1995 rondaba ya el 10%, 
alcanzando casi el 12% en 1996. El incumplimiento de las metas de 
inflación,…afectó seriamente otro programa importante del gobierno: el Pacto 
social de productividad, precios y salarios…2 
                                                          
1 GARAY, Luis Jorge. Colombia: Estructura industrial e internacionalización 1967-1996. Programa de estudio la industria de américa 
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Así pues, el momento económico que atraviesa el país a finales de la década de 
1990, resalta un panorama poco alentador, que quizá trae como consecuencia, 
entre otros fenómenos económicos, la marcada recesión salarial al sector público, 
lo cual afecta las garantías económico-laborales que se otorgan a los funcionarios 
públicos. 
 
No obstante lo anterior, resulta importante señalar, que las condiciones 
económicas que afectan al país en la década de los 90, bajo ninguna circunstancia 
resultan ser óbice para proceder a la supresión del reconocimiento de la Prima 
Técnica al nivel profesional de los funcionarios públicos en Colombia.   
 
Entre tanto, y teniendo en cuenta que la actual condición económica, del país 
supera en amplio sentido la devastadora década de los 90, vale la pena destacar 
que el restablecimiento de la Prima Técnica para los funcionarios del nivel 
profesional en Colombia, se justifica, en la medida en que, tal prestación 
económica está diseñada principalmente para; 1. Atraer y/o mantener en la 
función pública a la población laboralmente activa y altamente calificada; 2. 
Aumentar la estabilidad laboral; 3. Motivar el ingreso y permanencia en el sector 
público; 4. Fomentar el desarrollo académico y profesional a través de la 
realización de especializaciones, maestrías y doctorados, entre otros; y, 5. 
Promover la calidad en el desempeño profesional. Lo anterior, con la finalidad 
fundamental de que los funcionarios puedan demostrar con sus capacidades y 
talentos profesionales las competencias suficientes, bien sea para acceder al 
reconocimiento de Prima Técnica o bien para generar aumentos en el porcentaje 
de su asignación.    
 
En el mismo sentido, resulta válido indicar que el restablecimiento de la Prima 
Técnica se justifica, en la medida de que el mayor volumen de ocupación laboral 
en el sector público, así como la distribución de la fuerza de trabajo, lo detentan 
precisamente los trabajadores que se encuentran en el nivel profesional. Pues de 
un 100% de trabajadores que pertenecen al sector público (nivel nacional) un 
33.48%, aproximadamente, hace parte del nivel profesional en la función pública. 
Tal y como lo muestra la figura siguiente:  
 
Figura 1. Distribución de empleos por niveles jerárquicos 
 
 
Fuente: Sistema de Información y Gestión del Empleo Público - SIGEP3 
                                                          
3 SISTEMA DE INFORMACIÓN Y GESTIÓN DEL EMPLEO PÚBLICO – SIGEP. Distribución de empleos por niveles jerárquicos. 
[Colombia]. Bogotá. No especifica fecha de corte en la toma de datos. [Citado 23-10-2015]. Disponible en: 
 
Gran Total de 
Empleos 
(211.609) 
















173.318 5.364 6.451 58.028 38.027 57.575 
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Figura 2. Relación de cargos de planta de personal (Nivel centralizado) 
 
Agrupación por Niveles Jerárquicos e Instituciones 
Nivel Administrativo (1 Instituciones) Nivel Juzgados (1 Instituciones) 
Nivel Asesor (117 Instituciones) Nivel Operativo (1 Instituciones) 
Nivel Asistencial (120 Instituciones) Nivel Orientador (1 Instituciones) 
Nivel Directivo (124 Instituciones) Nivel Profesional (123 Instituciones) 
Nivel Ejecutivo (1 Instituciones) Nivel Secretarios (1 Instituciones) 
Nivel Gestión (1 Instituciones) Nivel Técnico (120 Instituciones) 
  
 
Fuente: Sistema de Información y Gestión del Empleo Público - SIGEP4  
 
De igual forma, resulta preciso indicar que el país demanda mayor fuerza de 
trabajo cualificada, esto es, profesionales con niveles académicos superiores que 
honren y se sientan, a sí mismos, honrados de pertenecer a la función pública.     
 
Ahora bien, con relación a lo expuesto, el problema de investigación que surge se 
encamina a determinar si los decretos 1724 de 1997 y, 1336 de 2003, resultan ser 
válidos y legales a la luz de la Constitución Política de 1991, en atención a la 
supresión que dichos decretos efectúan, sobre el reconocimiento de la Prima 
Técnica al nivel profesional de los funcionarios públicos en Colombia. 
Reconocimiento, que dispone el Artículo 1° del Decreto 1661 de 1991, expedido 
bajo la Constitución de 1886. Así pues, el problema de investigación se resume en 
lo siguiente: ¿Resultan constitucional y legalmente válidas las disposiciones 
normativas contenidas en el Artículo 1 de los decretos 1724 de 1997 y 1336 
de 2003, al suprimir el reconocimiento de la Prima Técnica al nivel 
profesional de los funcionarios públicos en Colombia; dispuesto por el 
Artículo 3 del Decreto 1661 de 1991? 
 
Con base en lo expuesto, el desarrollo del Capítulo 1., comprende lo relacionado 
con  el desarrollo histórico, el origen y concepto de la Prima Técnica. Para luego, 
entrar a estudiar lo correspondiente sobre el  reconocimiento y posterior supresión 
de la Prima Técnica al nivel profesional de los funcionarios públicos en Colombia.  
De esta forma, el reconocimiento parte del estudio del Decreto 1661 de 1991, para 
luego y, posteriormente entrar en lo correspondiente de los decretos 1724 de 1997 
y 1336 de 2003, respectivamente. Entre tanto, se presenta un esquema general 
sobre la validez y legalidad de los decretos en mención, para luego y, finalmente 
presentar el planteamiento general que presentan tanto la Corte Constitucional 
como el Consejo de Estado en el desarrollo del reconocimiento y supresión de la 
Prima Técnica.   
 
 
                                                                                                                                                                                 
http://reportes.sigep.gov.co/DistribucionEmpleos/ Nota aclaratoria: La información aquí suministrada tiene variaciones permanentes en 
razón a que se trata de un sistema de gestión de la información donde diariamente puede ser objeto de modificación por parte de las 
instituciones públicas; por lo tanto, deberá considerarse la fecha en la que se realiza la consulta. En caso que se requiera bajar la 
información, esta contendrá la fecha en la que se realiza el descargue de la misma.  




Página 4 de 72 
 
Así pues, el estudio inicial comprende: El origen y evolución del concepto de Prima 
Técnica; criterios, requisitos y condiciones para su reconocimiento, y luego, el 
estudio jurídico normativo de validez y legalidad respecto a los decretos que crean 
y, posteriormente suprimen la PT al nivel profesional de los funcionarios públicos.  
 
De otro lado, para dar respuesta al problema de investigación que se plantea, a 
través del cual se requiere verificar si el Decreto 1724 de 1997, derogado 
posteriormente por el Decreto 1336 de 2003, ambos expedidos en vigencia de la 
Constitución de 1991, son válidos y legales en el ordenamiento constitucional 
vigente; al restringir el reconocimiento de la Prima Técnica al nivel profesional de 
los funcionarios públicos en Colombia, dispuesto por el Decreto Ley 1661 de 1991 
expedido bajo la Constitución de 1886. Así pues, dicho problema busca ser 
superado con el desarrollo de los siguientes ejes temáticos: La Prima Técnica; 
derecho adquirido y social; el tránsito constitucional y su incidencia dentro del 
sistema normativo colombiano; análisis de la validez y legalidad de los tres 
decretos objeto de estudio; los principios de seguridad jurídica y confianza 
legítima; el análisis económico de la Prima Técnica, enfocado principalmente a su 
reconocimiento como fuente de motivación y progreso de los funcionarios públicos 
y de aquellos que quieren hacer parte de la función pública en general.    
 
Por su parte, en el Capítulo 2 se concentra, principalmente, lo relacionado con la 
fundamentación que determinar a la Prima Técnica como derecho adquirido y 
social, así como, a verificar si las disposiciones normativas contenidas en el texto 
constitucional de 1886, tienen o no vigencia dentro del ordenamiento 
constitucional dispuesto por la Carta Política de 1991. Entre tanto, en este capítulo 
se presenta el análisis de validez y legalidad de los decretos 1661, 1724 y 1336, 
respectivamente. Adicional al estudio sobre los principios de seguridad jurídica y 
confianza legítima. Por último, se práctica un breve análisis económico sobre el 
reconocimiento de la Prima Técnica y resalta la importancia de tal reconocimiento 
dentro del marco del empleo público en nuestro país.   
 
Por último, el Capítulo 3 comprende el análisis del Capítulo 1 correlativamente en 
aplicación del Capítulo 2, esto es, el alcance normativo de la Constitución de 1886, 
respecto a la de1991. La vulneración a la seguridad jurídica y la confianza 
legítima, el reconocimiento de la Prima Técnica y su posterior supresión. Así 
mismo, se desarrolla la aplicación del esquema de teoría de juegos en el 
desarrollo jurídico normativo de los decretos objeto de estudio.  
 
La metodología dispuesta para el desarrollo del presente trabajo consiste, tal y 
como lo disponen los profesores Mejía5 y Dueñas6; en el método hermenéutico de 
la siguiente forma: 
                                                          
5 MEJÍA QUINTANA, Oscar. Elementos para una hermenéutica crítica: una introducción al problema del método en las ciencias sociales 
y el derecho. En: Pensamiento Jurídico [en línea]. No.39. (Enero-Junio 2014, Bogotá, http://www.revistas.unal.edu.co/index. 
php/peju/article/view/45229/_3 [Citado en 27-10-2015]. ISSN 0122 – 1108. Págs. 25-48. 
6 DUEÑAS RUIZ, Oscar José. Lecciones de hermenéutica jurídica. 5° edición. Bogotá.: Universidad del Rosario, 2009. Págs.113, 161. 
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Etapa 1: Hermenéutica de primer nivel. Interpretación: Análisis y estructuración del 
mapa conceptual sobre el origen, creación y supresión de la Prima Técnica al nivel 
profesional de los funcionarios públicos en Colombia. Interpretación normativa de 
le ley a través de la Constitución. Estructuración y desarrollo teórico.  
 
Etapa 2: Hermenéutica de segundo nivel. Diseño y consolidación de instrumentos: 
Estructura del reconocimiento de la Prima Técnica al nivel profesional de los 
funcionarios públicos en Colombia. Validez y Legalidad de los decretos objeto de 
estudio. Aplicación de instrumentos: Estudio sobre los derechos adquiridos y 
sociales, tránsito constitucional.   
 
Etapa 3: Síntesis y conclusiones. Síntesis y conclusiones teóricas: Elaboración de 
macro estructura síntesis teórica. Síntesis y conclusiones metodológicas: 
Elaboración de macro estructura síntesis metodológicas. Síntesis y conclusiones 
de lo planteado como propuesta alternativa: Elaboración de la estructura de la 
propuesta que se plantea como alternativa. 
 
El itinerario propuesto para el desarrollo del presente trabajo final, supone el 
desarrollo del marco introductorio, el desarrollo de la investigación en tres 
capítulos y un aparte final de conclusiones, así: Capítulo 1.: Contextualización: 
Desarrollo histórico. Origen y concepto de la Prima Técnica. Reconocimiento y 
supresión al nivel profesional de los funcionarios públicos en Colombia. Capítulo 
2.: Fundamentación: La prima técnica como derecho adquirido y social. Tránsito 
constitucional. Validez y Legalidad. Jerarquía Normativa, principio de Seguridad 
Jurídica y Confianza Legítima. Capítulo 3: Decantación: Análisis respecto a la 
contextualización y fundamentación de la validez y legalidad de los decretos 1661 
de 1991, 1724 de 1997 y 1336 de 2003. 
 
Así mismo, los objetivos propuestos se encaminan a: de manera general, 
establecer si es viable el restablecimiento de la Prima Técnica para el nivel 
profesional de los funcionarios públicos en Colombia. Y, de manera específica a: 
1. Reconstruir con normas, doctrina y jurisprudencia el estudio general sobre el 
cual surge y se crea la prima técnica para los funcionarios públicos en Colombia y, 
2. Identificar a través del estudio de la validez y legalidad jurídica la viabilidad o no 
del restablecimiento de la prima técnica al nivel profesional de los funcionarios 
públicos en Colombia. 
 
Por último, vale la pena resaltar, que en el desarrollo del presente trabajo no se 
tratan temas relativos a lo siguiente: a) Diferencia entre servidores, empleados, y 
funcionarios públicos así como, trabajadores oficiales; b) reconocimiento de la 
Prima Técnica en otros niveles de empleo diferente al nivel profesional; c) 
reconocimiento de Prima Técnica para el nivel territorial; d) regímenes especiales; 
e) perspectiva de derecho comparado; f) Normas anteriores al Decreto 1661 de 








Contextualización: Desarrollo histórico, origen y concepto de Prima Técnica. 
Reconocimiento y supresión al nivel profesional de los funcionarios 
públicos en Colombia. 
 
 
1. DESARROLLO HISTÓRICO, ORIGEN Y CONCEPTO DE PRIMA TÉCNICA 
 
1.1. Desarrollo histórico y origen de la Prima Técnica 
 
Para analizar y estudiar el desarrollo histórico y el origen de la Prima Técnica, 
resulta necesario conocer el contexto de la Carrera Administrativa en Colombia. 
Así pues, el primer antecedente de la Carrera Administrativa se remite a la Ley 4 
de 19137, Código de Régimen Político y Municipal, el cual en sus artículos 235 a 
332 establece un régimen de los empleados públicos, sin embargo, esta norma no 
contempla niveles de servidores y está más enfocada hacia los cargos de 
dirección como el Presidente, Ministros, Magistrados y Fiscales. 
 
Luego, en 1938, se expide la Ley 1658, la cual es la primera Ley que formalmente 
establece la Carrera Administrativa en Colombia. Con esta norma, “se [da] un 
paso importante al establecer reglas de juego claras sobre lo que implica 
pertenecer a la carrera administrativa, sus condiciones y requisitos para el ingreso 
y ascenso en ella, las causales de retiro y, lo más importante, la creación del 
Consejo encargado de administrar y disciplinar a los empleados públicos”. 9 
 
Acto seguido debe resaltarse que para el año de 1948, a Colombia llega la 
denominada “Misión Currie”, la cual, provenía del Banco de Reconstrucción y 
Fomento (Antecesor del Banco Mundial), el cual, después de realizar análisis 
preliminares sobre la economía colombiana y de estudiar sobre el terreno, algunos 
proyectos concretos, envió a Colombia una misión de expertos para estudiar las 
posibilidades de desarrollo del país y elaborar un plan armónico de 
recomendaciones10. 
 
Dentro de las recomendaciones, se encuentran unas relacionadas con la 
administración del servicio civil, donde se evidencian problemas como “empleados 
superfluos o incompetentes; la escogencia del personal dependiendo del partido 
de gobierno; y la ausencia de mecanismos y condiciones dignas para los 
                                                          
7 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 4 de 1913. (20, agosto, 1913). Sobre régimen político y municipal. [Citado 27-
10-2015]. Diario Oficial. Bogotá, 1913. no. 15012. 
8 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 165 de 1938. (16, noviembre, 1938). Por la cual se crea la carrera 
administrativa. [Citado 27-10-2015]. Diario Oficial. Bogotá, 1938. no. 23357. Nota de vigencia: Modificada por la Ley 19 de 1958.  
9 PUENTES GONZALEZ, Germán. La Carrera Administrativa en el marco de la función pública. Bogotá.: Ed. Universidad del Rosario, 
2009. Pág. 45 
10 BANCO DE LA REPÚBLICA. El Banco de La República: Antecedentes, Evolución y Estructura. La Reforma De 1951. [Online]. 
Bogotá. [Citado el 24-10-2015] Disponible en: http://www.banrepcultural.org/blaavirtual/economia/banrep1/hbrep65.htm 
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servidores públicos”, lo que en criterio de la Misión Currie, genera que, “la 
consecuencia última de esta situación es la de que la Carrera Administrativa se 
encuentra muy desprestigiada en la actualidad, habiéndose perdido casi 
completamente la esperanza de que ella pueda convertirse en el núcleo central de 
una carrera apolítica de servicio civil del Estado colombiano”11.  De la misma 
forma, manifiesta que a pesar de ser la Ley 165 de 1938 un buen instrumento, sin 
voluntad popular y una administración imparcial, la ley no tiene forma de lograr su 
objetivo.12  
 
En término generales, el panorama presentado por la Misión Currie, supone que,  
 
“…[P]ara 1952, de los “…50.000 empleados gubernamentales existentes en la 
época, menos de 1.500 pertenecían a la carrera administrativa y un reducido 
número de los mismos había ingresado a ella por concurso de méritos” 
(Mendoza, 1986: 55). Esto lleva a plantear el interrogante de cuál era la forma de 
ingresar al escalafón de carrera, encontrando que no se hacía por la vía del 
concurso, sino por el mecanismo de la “…inscripción extraordinaria, método que 
se institucionalizó y, por supuesto, se volvió práctica legal, porque cada vez que 
se legisló sobre el tema se incluía la famosa inscripción extraordinaria” (Puentes, 
2004: 69), que permitía incorporar a quienes venían.”13 
 
De conformidad con los resultados de la Misión Currie y, posteriormente con los 
resultados del Plebiscito que da origen al Frente Nacional14, se tiene la expedición 
de una nueva norma que organiza efectivamente la Carrera Administrativa, tal 
como lo expone un documento de la época en los siguientes términos: 
 
“…[C]ulminaron en la Reforma Constitucional que se adoptó en el Plebiscito del 
1º de diciembre de 1957, que consagra el acuerdo de los dos grandes partidos 
históricos para ejercer conjuntamente, por un término de 16 años, el gobierno de 
la República, asegurar la neutralidad política de los funcionarios del Estado u 
organizar el Servicio Civil como carrera profesional en consideración a los 
méritos, virtudes y talentos de los servidores públicos.”15 
 
El nombramiento de los Servidores Púbicos, independiente de su filiación política, 
y el hecho de que no existiera la posibilidad de despedirlos por el mismo motivo, 
fue un acuerdo elevado a norma Constitucional que en conjunto con la expedición 
de la Ley 19 de 195816 se encamina a propender por “el afianzamiento de la 
                                                          
11 CURRIE, Lauchlin. Reorganización de la Rama Ejecutiva del Gobierno de Colombia. Bogotá.: Imprenta Nacional de Colombia, 1988. 
Pág. 76 
12 Ibíd. Págs. 70-71 
13 MARTINEZ CÁRDENAS, Edgar Enrique. La carrera administrativa en Colombia: 70 años de ficción. [Online]. Bogotá. [Citado el 24-
10-2015]  Disponible en: http://www.scielo.org.co/pdf/ojum/v9n18/v9n18a07.pdf 
14 El Frente Nacional, en términos generales, se refiere a la coalición de los dos grandes partidos políticos de la época: el partido liberal y 
el partido conservador, los cuales se unieron y formaron un frente nacional en contra de la dictadura ejercida por el entonces Presidente el 
General Gustavo Rojas Pinilla. Su duración fue desde 1958 hasta 1974.  
15 HERNÁNDEZ MORA, Alberto y TAFUR MORALES, Francisco. El Servicio Civil y la Carrera Administrativa en Colombia. Bogotá.: 
Escuela Superior de Administración Pública -ESAP, 1963. Pág. 12 
16 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 19 de 1958. (25, noviembre, 1958). Sobre reforma administrativa. [Citado 27-
10-2015]. Diario Oficial. Bogotá, 1958. no.29835. Nota de vigencia: Modificada por el Decreto 1153 de 1999. 
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carrera administrativa, [procurando] la neutralidad política para el acceso al 
servicio público. Mediante esta [ley] se crea el Departamento Administrativo del 
Servicio Civil y la Escuela de Administración Pública…como organismos 
ejecutores de la función pública, con la finalidad de organizar el servicio civil y la 
carrera administrativa y darle un sentido más técnico a los deberes del Estado 
respecto de la administración personal…”17 
 
En vigencia de la Ley 19 de 1958, se expide el Decreto 1732 de 196018, que 
introduce a la Carrera Administrativa el concepto de empleados de libre 
nombramiento y remoción. Pero se observa, que es a partir de estas normas y 
hasta nuestros días, que la Carrera Administrativa ha tenido un desarrollo 
encaminado hacia la especialización y delimitación de los distintos niveles. De 
igual forma, vale la pena resaltar que los primeros niveles creados son; los de 
Auxiliar, Asistencial, Técnico y Ejecutivo, respectivamente, (Decreto 174 de 
197519), y, posteriormente se establecen los niveles Directivo, Asesor, Profesional 
y Operativo (Decreto 710 de 197820). El Presidente de la República, por su parte, 
continúa expidiendo decretos reglamentarios de la Carrera Administrativa de 
conformidad con las facultades extraordinarias otorgadas por el Congreso de la 
República de manera sistemática, hasta llegar al Decreto 1661 de 199121, cuyo 
marco de expedición nace con fundamente en la Ley 60 de 199022.  
 
Ahora bien, luego de la entrada en vigencia de la Constitución Política de 1991, 
(en especial con lo establecido en el artículo 150 numeral 19 literal e), y con base 
en ella la expedición de la Ley 4 de 199223, la facultad que antes era de carácter 
                                                          
17 SOLANO SIERRA, Jairo Enrique. Nuevo Régimen de Carrera Administrativa. Ed. Doctrina y Ley, Bogotá, 2005. Pág. 59 
18 COLOMBIA. PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA. Decreto 1732 de 1960. En uso de sus atribuciones legales y en especial de las 
facultades extraordinarias que le confiere la Ley 19 de 1958, (18, julio, 1960). Sobre Servicio Civil y Carrera Administrativa. [Citado 27-
10-2015]. Diario Oficial. Bogotá, 1960. no. 30300. Nota de vigencia: Decreto modificado por el D.2285 de 1968.  
19 COLOMBIA. PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA. Decreto 174 de 1975. En uso de las facultades extraordinarias que le confiere el 
artículo 3o. de la Ley 24 de 1974, (31, enero, 1975). Por el cual se reajusta la escala de remuneración de los empleos de los Ministerios, 
los Departamentos Administrativos y las Superintendencias. [Citado 27-10-2015]. Diario Oficial. Bogotá, 1975. no. 34250. Nota de 
vigencia: Decreto derogado por el Art.106 del Decreto 710 de 1978.   
20 COLOMBIA. PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA. Decreto 710 de 1978. En ejercicio de las facultades extraordinarias que le 
confiere la Ley 5 de 1978, (20, abril, 1978). Por  el cual se establece el sistema de nomenclatura y clasificación de los empleos de los 
Ministerios, Departamentos Administrativos, Superintendencias, Establecimientos Públicos y unidades administrativas especiales del 
orden nacional, se fijan las escalas de remuneración correspondientes a dichos empleos y se dictan otras disposiciones. [Citado 27-10-
2015]. Diario Oficial. Bogotá, 1978. no. 35005. Nota de vigencia: Decreto Modificado por el Decreto 895 de 1978. Subrogado en su 
totalidad, Art.107 D.1042/78.   
21 COLOMBIA. PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA. Decreto 1661 de 1991. En uso de las facultades extraordinarias conferidas por 
los numerales 2º y 3º del artículo 2º de la Ley 60 de 1990, (27, junio, 1991). Por el cual se modifica el régimen de prima técnica, se 
establece un sistema para otorgar estímulos especiales a los mejores empleados oficiales, y se dictan otras disposiciones. [Citado 08-09-
2015]. Diario Oficial. Bogotá, 1991. no. 39881. Nota de vigencia: Decreto vigente. Artículo 3: Modificado por el Art. 1 del D.1724 de 
1997. Artículo 11, 12, 13, 14, 15 y 16: Derogados por el Art.40 del D.1567 de 1998. 
22 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 60 de 1990. (28, diciembre, 1990). Por la cual se reviste al Presidente de la 
República de facultades extraordinarias para modificar la nomenclatura, escalas de remuneración, el régimen de comisiones, viáticos y 
gastos de representación, y tomar otras medidas en relación con los empleos del sector público del orden nacional y se dictan otras 
disposiciones. [Citado 08-09-2015]. Diario Oficial. Bogotá, 1990. no. 39615. Nota de vigencia: Vigente 
23 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 4 de 1992. (18, mayo, 1992). mediante la cual se señalan las normas, objetivos 
y criterios que debe observar el Gobierno Nacional para la fijación del régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los 
miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y para la fijación de las prestaciones sociales de los Trabajadores Oficiales y se 
dictan otras disposiciones, de conformidad con lo establecido en el artículo 150, numeral 19, literales e) y f) de la Constitución Política. 
[Citado 27-10-2015]. Diario Oficial. Bogotá, 1992. no.40451. Nota de vigencia: modificada por la Ley 332 de 1996 
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extraordinario24 otorgada al Presidente de la República se vuelve permanente y 
esa es la razón, por la cual, de forma casi anual a partir de ese momento se emite 
un decreto fijando las escalas salariales de los diferentes niveles de la Carrera 
Administrativa. Entre tanto, la Ley 909 de 200425, es la disposición normativa que 
a la fecha, constituye el último intento por parte del Legislativo de darle 
organización y determinar el marco legal de la carrera administrativa en Colombia. 
 
Llegado a este punto y, en atención a los resultados de la Misión Currie, donde se 
manifiesta expresamente que,   
 
“…el nivel general de los sueldos del Gobierno es demasiado bajo para que se 
puedan atraer y conservar, con base en una carrera permanente, a los hombres 
y mujeres dotados de la inteligencia y capacidad que requiere el servicio 
público… La Misión de la Administración Pública está convencida de que un 
aumento general en el nivel de los sueldos de los empleados oficiales, 
capacitados y eficientes de todas las ramas, es una medida indispensable 
para elevar las normas de eficiencia del servicio civil en Colombia. Dicha 
medida apareja, naturalmente, un aumento de los gastos públicos destinados al 
servicio del personal, pero la Misión considera que ninguna otra inversión 
prometería mejores dividendos”26 (Resaltado fuera del texto original). 
 
Se observa que uno de los mayores problemas consiste, precisamente, en los 
bajos salarios de los servidores públicos, y lo poco atractivo que resulta entrar al 
servicio civil (público), en comparación con el sector privado. El problema, 
asimismo, no solamente es el ingreso, sino mantener a los que ya se encontraban 
dentro de la carrera administrativa. 
 
Partiendo del punto de vista de la Misión Currie, la Prima Técnica nace entonces 
como una medida para resolver y/o mitigar el problema anteriormente planteado, 
en el sentido de fortalecer y atraer personal activo a la función pública que sea 
altamente capacitados y eficientes en la ejecución de sus labores, brindándoles en 
contraprestación, un auxilio económico adicional. Por tal razón, se expide la Ley 
19 de 1958, expuesta líneas atrás.  
 
Sin embargo, no es sino hasta el año de 1968 que con el Decreto 2285 de 196827, 
que se emite una norma que define, concretamente, la Prima Técnica. Así, en el 
                                                          
24 Artículo 1° de la Ley 65 de 1967, expedida con base en el numeral 12 del Artículo 76 de la Constitución Política de 1886. 
25 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 909 de 2004. (23, septiembre, 2004). por la cual se expiden normas que regulan 
el empleo público, la carrera administrativa, gerencia pública y se dictan otras disposiciones. [Citado 27-10-2015]. Diario Oficial. 
Bogotá, 2004. no. 45680. Nota de vigencia: Modificada por la Ley 1033 de 2006, 1093 de 2006, 1575 de 2012 y por el Decreto 019 de 
2012,  
26 CURRIE, Op. Cit. Págs. 89-90 
27 COLOMBIA. PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA. Decreto 2285 de 1968. En ejercicio de las facultades extraordinarias que le 
confiere la Ley 65 de 1967. (2, septiembre, 1968). Por el cual se fija el régimen de clasificación y remuneración de los empleos de los 
Ministerios, Departamentos Administrativos y Superintendencias. [Citado 08-09-2015]. Diario Oficial. Bogotá, 1967. no.32600. Nota de 
vigencia: Modificado por los decretos 174 de 1975, 540 de 1977, 1042, 2924 de 1978, 3269 de 1979, 50, 3694 de 1981, 157 de 1984, 90 
de 1988, 10 de 1989, 50 de 1990, 100, 1661 de 1991,872,11,42,25,10,31,40,35 de 1992,1993,1994,1995,1996,1997,1998,1999, 
2720,1460,660,3535,4150,916,372,600,643,708,1374 de 2000,2001,2002,2003,2004,2005,2006,2007,2008,2009 y, 2010. 
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Artículo 7 de dicha norma, se indica que: “se crea la Prima Técnica destinada a 
atraer o mantener personal altamente calificado para cargos de especial 
responsabilidad o superior especialización técnica. La ley señalará dichos cargos; 
pero la Prima se asignará, cuando resultare indispensable otorgarla, tomando en 
cuenta la experiencia, competencia especial o títulos profesionales de quien ejerza 
o sea llamado a ejercer un empleo.” 
 
La siguiente norma, es el Decreto 1912 de 197328. En esta disposición, se 
“conserva” la Prima Técnica para personal altamente calificado dentro de los 
niveles técnico y ejecutivo. Acto seguido, el Decreto 710 de 1978, limita el 
otorgamiento de dicha Prima Técnica a, “aquellos funcionarios con especial 
preparación o experiencia que desempeñen los cargos de profesional 
especializado o de investigador científico.” 
 
En el mismo sentido, el Decreto 1042 de 197829 adiciona a esta situación el hecho 
de que “en casos excepcionales dicha prima podrá ser otorgada a profesionales 
especializados que desempeñen empleos correspondientes a los niveles ejecutivo 
o asesor”. Luego, el Decreto 656 de 198030, establece equivalencias en 
experiencia profesional y docente para acceder a la Prima Técnica e introduce la 
compatibilidad entre la Prima Técnica y los gastos de representación, situación 
que era expresamente prohibida en los decretos anteriores. 
 
El Decreto 37 de 198931 amplia el campo del nivel de servidores que pueden tener 
acceso Prima Técnica a aquellos, “que carezcan de títulos o formación de 
educación superior, pero que dadas sus realizaciones y calidades excepcionales 
para el ejercicio de las funciones asignadas el empleo según evaluación y 
concepto del Consejo Superior del Servicio Civil lo ameriten.” Igualmente, 






                                                          
28 COLOMBIA. PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA. Decreto 1912 de 1973. En ejercicio de las facultades extraordinarias que le 
confiere la Ley 2o de 1973. (19, septiembre, 1973). Por el cual se fija el sistema de clasificación, remuneración y nomenclatura para las 
distintas categorías de empleados de los Ministerios, departamentos Administrativos y Superintendencias. [Citado 08-09-2015]. Diario 
Oficial. Bogotá, 1974. no. 34125. Nota de vigencia: Decreto derogado por el artículo 106 del Decreto 710 de 1978. 
29 COLOMBIA. PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA. Decreto 1042 de 1978. En ejercicio de las facultades extraordinarias que le 
confiere la Ley 5 de 1978 (7, junio, 1978). Por el cual se establece el sistema de nomenclatura y clasificación de los empleos de los 
ministerios, departamentos administrativos, superintendencias, establecimientos públicos y unidades administrativas especiales del orden 
nacional, se fijan las escalas de remuneración correspondientes a dichos empleos y se dictan otras disposiciones. [Citado 08-09-2015]. 
Diario Oficial. Bogotá, 1978. no. 35035. Nota de vigencia: Modificado por el Decreto Nacional 1680 de 1991. 
30 COLOMBIA. PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA. Decreto 656 de 1980. En ejercicio de las atribuciones que le confiere la Ley 48 
de 1979  (14, marzo, 1980). Por el cual se dictan normas sobre prima técnica. [Citado 08-09-2015]. Diario Oficial. Bogotá, 1980. no. 
35505. Nota de vigencia: Decreto derogado por el Decreto 37 de 1989. 
31 COLOMBIA. PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA. Decreto 37 de 1989. En ejercicio de las facultades extraordinarias que le confiere 
la Ley 77 de 1988.  (3, enero, 1989). Por el cual se dictan normas sobre Prima Técnica. [Citado 27-10-2015]. Diario Oficial. Bogotá, 
1989. no. 38640. Nota de vigencia: Decreto derogado por el Artículo 17 del Decreto 1661 de 1991. 
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Por su parte, el Decreto 1661 de 1991, trata de organizar y unificar las 
disposiciones que existían antes de este año respecto de la Prima Técnica, 
definiendo los funcionarios a los que se les podía otorgar, los requisitos y el 
procedimiento para su otorgamiento. 
 
Finalmente, el Decreto 1724 de 199732 elimina la Prima Técnica para servidores 
públicos del nivel profesional y técnico; y el Decreto 1336 de 200333, que deroga la 
anterior disposición, elimina la Prima Técnica para el nivel ejecutivo. Con la 
normatividad actual, únicamente tienen derecho a percibir Prima Técnica los 
empleados de nivel directivo y asesor. 
 
1.2. Concepto de Prima Técnica 
 
En correlación con lo expuesto, la Prima Técnica se puede definir como una 
prestación/compensación económica adicional, “destinada a atraer o mantener 
personal altamente calificado para [ejercer] cargos de especial responsabilidad o 
superior especialización técnica…”34. Su reconocimiento y porcentaje de 
asignación varía de acuerdo con el perfil de cada aspirante o funcionario que hará 
o hace parte del sector público, enfocando siempre su atención, en atraer y/o 
mantener trabajadores sobresalientes y con grandes capacidades para ejercer 
cargos que demandan gran responsabilidad o requieren de un alto grado de 
especialización para su ejecución. La Prima Técnica es una prestación económica 
exclusiva del sector público, que genera motivación en el empleo y suscita el 
crecimiento académico y profesional.  
 
1.2.1. Clases de Prima Técnica 
 
Las clases de Prima Técnica que actualmente se encuentran disponibles en la 
normativa colombiana son: la Prima Técnica por formación avanzada y 
experiencia; la Prima Técnica por evaluación del desempeño y, una tercera clase 
de Prima Técnica que se denomina automática por  las connotaciones propias en 
su otorgamiento. Así pues la descripción de cada una de ellas corresponde a lo 
siguiente:   
 
1.2.1.1. Prima Técnica por formación avanzada y experiencia 
 
Esta clase de Prima Técnica se enfoca en, “los estudios y en la experiencia de 
carácter excepcional que posea el titular del empleo, caso en el cual la Prima 
                                                          
32 COLOMBIA. PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA. Decreto 1724 de 1997. En desarrollo de las normas generales señaladas en la Ley 
4 de 1992, (4, julio, 1997). Por el cual se modifica el régimen de Prima Técnica para los empleados públicos del Estado. [Citado 27-10-
2015]. Diario Oficial. Bogotá, 1997. no. 43081. Nota de vigencia: Decreto derogado por el Art.6 del D.1336 de 2003.  
33 COLOMBIA. PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA. Decreto 1336 de 2003. En desarrollo de las normas generales señaladas en el 
artículo 1° de la Ley 4ª de 1992, (27, mayo, 2003). Por el cual se modifica el régimen de Prima Técnica para los empleados públicos del 
Estado. [Citado 27-10-2015]. Diario Oficial. Bogotá, 2003. no. 45200. Nota Vigencia: Art.1, modificado por el Art.2 del D.2177 de 2006. 
34 DECRETO 2285 DE  1968., Op., Cit. 
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Técnica constituye factor salarial35…[Así mismo], en los títulos de formación 
avanzada y experiencia altamente calificada, en el ejercicio profesional o en la 
investigación técnica o científica, en áreas relacionadas con las funciones propias 
del cargo, durante un término no menor de tres años.” 36 “[T]endrán acceso a esta 
prima los empleados que ejerzan [con carácter permanente] cargos de niveles 
profesional, ejecutivo, asesor o directivo que acrediten título de especialización o 
postgrados no inferior a un año académico.”37 (Resaltado fuera del texto original). 
 
La experiencia altamente calificada, se refiere a, “aquella adquirida por un 
empleado en el ejercicio profesional, en áreas relacionadas con las funciones 
propias del cargo, que lo han capacitado para realizar un trabajo complejo 
excelente”.38  
  
En lo que se refiere al significado del carácter de permanente en el desempeño 
del cargo, supone dicha connotación que el servidor público está nombrado, bajo 
lineamientos que superan la barrera del tiempo, es decir, el cargo que ejecuta no 
tiene un término de duración específico, ni depende de factores diferentes a los 
que enmarcan un desempeño adecuado y diligente en desarrollo de sus 
funciones. Entre tanto, la Corte Constitucional, ha manifestado que para 
determinar dicho carácter se deben tener en cuenta los siguientes criterios:    
 
(i) Criterio funcional, “la ejecución de funciones que se refieren al ejercicio 
ordinario de las labores constitucional y legalmente asignadas a la entidad 
pública”;  
 
(ii) Criterio de igualdad, cuando “las labores desarrolladas son las mismas que 
las de los servidores públicos vinculados en planta de personal de la entidad y, 
además se cumplen los tres elementos de la relación laboral”;  
 
(iii) Criterio temporal o de habitualidad, si “las funciones contratadas se asemejan 
a la constancia o cotidianidad, que conlleva el cumplimiento de un horario de 
trabajo o la realización frecuente de la labor, surge una relación laboral y no 
contractual”;  
 
(iv) Criterio de excepcionalidad, si “la tarea acordada corresponde a “actividades 
nuevas” y éstas no pueden ser desarrolladas con el personal de planta o se 
requieren conocimientos especializados o de actividades que, de manera 
transitoria, resulte necesario redistribuir por excesivo recargo laboral para el 




                                                          
35 CC. Sentencia C-710 de 1996. M.P.: Jorge Arango Mejía. Definición de Factor Salarial: corresponde a la forma como se desarrolla el 
vínculo laboral, y  no a la existencia de un texto legal o convencional que lo consagre o excluya  como tal, pues todo aquello que recibe el 
trabajador como contraprestación directa de su servicio, sin importar su denominación, es salario. 
36 YOUNES MORENO, Diego. Derecho Administrativo Laboral. Duodécima Edición. Bogotá.: Editorial Temis S.A., 2013. Pág.142. 
37 OBANDO, José María. Tratado de Derecho Administrativo Laboral. Bogotá.: Editorial Doctrina y Ley Ltda., 2005. Pág. 498.  
38 DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA – DAFP. Cartillas de Administración Pública. Cartilla 9, 
Prima Técnica de Empleados Públicos. Colombia.: Escuela Superior de Administración Pública – ESAP. Colombia 2009. Pág.134. 
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(v) Criterio de continuidad, si “la vinculación se realizó mediante contratos 
sucesivos de prestación de servicios pero para desempeñar funciones del giro 
ordinario de la administración, en otras palabras, para desempeñar funciones de 
carácter permanente, la verdadera relación existente es de tipo laboral39 
 
Así pues, aquellos funcionarios que se encuentran ejerciendo cargos que no 
cumplen con los criterios anteriormente dispuestos, no tienen derecho a percibir la 
asignación de Prima Técnica por Formación Avanzada y Experiencia, pues es de 
la esencia de dicha clase de Prima Técnica el estar ejerciendo cargos con 
carácter permanente.    
 
En otro orden de cosas, los trabajadores que tengan derecho al goce de esta 
Prima Técnica tienen la posibilidad de percibir una asignación que, “no…exceda 
del 50% de la asignación básica mensual…, [y su] estimación porcentual se hará 
con base en la evaluación del nivel técnico o científico del servidor.”40 Este valor 
es estimativo de acuerdo con los criterios fijados por cada entidad, así como con 
las condiciones tanto académicas como laborales de cada uno de los funcionarios 
públicos.  
 
Entre tanto, el 50% de asignación máxima, -aplicable únicamente para esta 
modalidad de Prima Técnica- puede incrementarse hasta en un 20% adicional de 
la asignación básica mensual, al cumplir con alguno(s) de los siguientes 
requisitos: “1. Por título de especialización [3%]; 2. Por título de maestría [9%]; 3. 
Por título de doctorado [15%]; 4. Por publicaciones en revistas internacionales y/o 
libros [3%]; 5. Por publicaciones en revistas nacionales [con ISSN] [2%].”41 
 
Lo anterior, siempre y cuando dichos posgrados y publicaciones guarden directa 
relación con las funciones del cargo y, así mismo, sean estudios diferentes a los 
inicialmente exigidos para el empleo y adicionales a los ya acreditados. Vale la 
pena resaltar que si un funcionario logra cumplir con requisitos que superan el 











                                                          
39 CC. Sentencia C-614 de 2009. M.P. Jorge Pretelt 
40 GUARÍN DURÁN, Aldo. Manual de derecho administrativo laboral. Segunda Edición. Bogotá.: Editorial Ibáñez, 2011. Pág. 372. 
41 OBANDO, Op., cit. 498 p. (Parafraseado). 
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En el grafico que se presenta a continuación, se expone el trazado 
correspondiente a la distribución del porcentaje adicional del 20% que aplica 
sobre el reconocimiento de Prima Técnica:  
 




Consecuente con lo anterior, dicho porcentaje del “valor de la Prima Técnica podrá 
ser revisado, previa evaluación de los criterios con base en los cuales fue 
otorgada,…y, [de igual forma], cuando el empleado cambie de empleo. En ambos 
casos, la revisión podrá efectuarse de oficio o a solicitud del interesado. Entre 
tanto, los efectos fiscales42 se surtirán a partir de la fecha de expedición del 
correspondiente acto administrativo de revisión.43 
 
1.2.1.2. Prima Técnica por evaluación del desempeño 
 
La Prima Técnica por evaluación del desempeño, se establece en el numeral 3° del 
Artículo 2 de la Ley 60 de 199044, y apunta a modificar el régimen de la Prima 
Técnica, para que además de los criterios existentes en la legislación actual, se 
permita su pago ligado a la evaluación del desempeño y sin que constituya factor 
salarial. Esta clase de prima, “…se confiere a un empleado hasta del nivel 
ejecutivo, como un reconocimiento al desempeño en el cargo. …Cuando se 
                                                          
42 CE2.  Sala Contencioso Administrativo. Sentencia del 30 de junio de 2011. C.P. Luis Rafael Vergara. Exp. ((4719-05; 9552-05: 10250-
05)1709-04). Se entiende por efectos fiscales: como la obligación que tiene la Administración a que en lo sucesivo se pague al empleado 
conforme el grado correspondiente en el sistema de clasificación que fue ubicado, sin que con ello se estén desconociendo los 
incrementos salariales que causó, los cuales son pagados a través del acto administrativo que reconoce, no el ascenso sino, el denominado 
“costo acumulado”. En otras palabras, la Administración comienza a generar el pago del ascenso respectivo una vez se expida el acto que 
ordena la promoción y que reconoce el “costo acumulado”, que no es otra cosa que el pago de manera retroactiva que se le debe al 
empleado promovido desde el momento en que cumplió los requisitos para el ascenso hasta que se profiera el acto de ascenso. 
43 DAFP. Op., Cit 34 p.  
44 LEY 60 DE 1990. Op., Cit.  
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asigne con base en la evaluación del desempeño se perderá si cesan los motivos 
que la originaron.” 45 (Resaltado fuera del texto original). 
 
De lo anterior se colige que la Prima Técnica por evaluación del desempeño no 
constituye factor salarial, esto como consecuencia del carácter mismo de su 
reconocimiento, pues depende de factores laborales que como su nombre lo 
indica; evalúan la gestión del desempeño en el cargo y procede en ciertos 
periodos de tiempo. Así mismo, dicha prima se otorga hasta el nivel ejecutivo, los 
niveles de empleo que sean jerárquicamente superiores, no tienen acceso al 
reconocimiento de esta clase de Prima Técnica.   
 
1.2.1.3. Prima Técnica Automática 
 
De las diferentes modalidades que existen para reconocer la Prima Técnica, en 
particular, esta tiene una connotación especial; “es otorgada en atención a las 
calidades excepcionales, que se exigen para el ejercicio de las funciones propias 
de los empleos de altos funcionarios. Se concede durante el tiempo en que 
permanezcan en el desempeño de sus cargos.”46 
 
Esta clase de Prima encuentra su regulación, principalmente, en los decretos 1016 
y 1624 de 1991, a través de los cuales se indica que su reconocimiento se da 
durante el tiempo de permanencia en el cargo, teniendo en cuenta que su 
concesión resulta “incompatible con la Prima de Dirección y, [que] se otorga como 
un porcentaje de la asignación básica mensual y los gastos de representación, en 
cuantía que no puede ser superior al valor de la prima de Dirección (Artículo 3 del 
Decreto 708 de 2009).” Por lo demás, y en razón a sus características, este tipo de 
Prima Técnica deja de percibirse cuando procede la desvinculación del cargo. 47 
 
De esta forma, en la matriz que se presenta a continuación, se exponen las tres 
clases de Prima Técnica, así como el porcentaje de asignación y la indicación de 
si constituyen o no factor salarial, respectivamente. 










                                                          
45 PARRA, Gutiérrez William. Derecho Administrativo laboral y seguridad social. Función Pública y Ley 100 de 1993. Segunda Edición. 
Tomo I. Bogotá.: Ediciones librería del profesional Ltda. 1999. Pág. 48. 
46 QUIÑONES MONROY, Héctor Julio, et al. Prima Técnica de empleados públicos. Bogotá.: ESAP, 2011. Pags.20, 21. 
47DAFP, Op., Cit. Págs. 37, 38.  
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1.3. Finalidad de la Prima Técnica  
 
Bajo la perspectiva del Decreto 2285 de 1968, una de los propósitos de la  Prima 
Técnica, es “asignarse aún antes que la persona se hubiere vinculado al servicio, 
puesto que este complemento retributivo no solo [tiene] por finalidad mantener en 
la administración valores intelectuales, sino también atraerlos hacia ella”48 
 
De igual forma, el interés primario de la Prima Técnica consiste en “un 
reconocimiento económico, que permite atraer y mantener a empleados 
calificados, para los cargos que requieran conocimientos técnicos o científicos 
especializados, o labores de dirección o de especial responsabilidad”49. De lo 
anterior se concluye entonces, que la finalidad de la Prima Técnica consiste en 
atraer y mantener trabajadores con calidades excepcionales para prestar sus 
servicios dentro del sector público. (Resaltado fuera del texto original) 
 
Así pues, la finalidad de la Prima Técnica de atraer y mantener empleo altamente 
calificado demanda que “los funcionarios acrediten la capacidad profesional 
necesaria para desempeñar el cargo y que sus conocimientos y destrezas”50, 
realmente sean superiores, y estén en constante evolución, tanto así que les 
represente el ser merecedores del reconocimiento de Prima Técnica.  
 
                                                          
48 YOUNES, Op. Cit., Pág. 143. 
49 OBANDO, Op., Cit. Págs. 497, 498.  
50 PARADA, Ramón. Derecho del empleo público. España.: Marcial Pons, ediciones jurídicas y sociales S.A. 2007. Págs. 14, 136. 
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En el mismo sentido, la finalidad de la Prima Técnica quizá puede ir más allá de 
su objeto inicial (atraer y mantener), puede llegar incluso a ser un factor de 
rendimiento y productividad al generar en los trabajadores mayor afán de 
conocimiento, de adquirir más destrezas en la ejecución de sus cargos, de estar 
constantemente motivados; por cuanto al tener la posibilidad de recibir un 
porcentaje adicional a su salario base, está concesión realmente constituye un 
fuerte incentivo para trabajar en el sector público y, porque no, también puede 
ayudar a mejorar el entorno laboral en que se encuentran.51 No sobra recordar 
que empleados conformes y a gusto en sus trabajos son semillas que transforman 
el mercado laboral.  
 
El esquema que se presenta a continuación resume brevemente lo dispuesto en 
este primer segmento.  
 
 










                                                          
51 HARRISON, Nigel. Cómo mejorar el rendimiento de sus empleados. Barcelona.: 2001. Pág. 28.  
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2. RECONOCIMIENTO Y SUPRESIÓN DE LA PRIMA TÉCNICA AL NIVEL 
PROFESIONAL DE LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS EN COLOMBIA 
 
2.1. Decreto Ley 1661 de 1991: Reconocimiento de la Prima Técnica al nivel 
profesional de los funcionarios públicos en Colombia  
 
Este aparte, pretende contextualizar al lector sobre la expedición del Decreto 
1661 de 1991, el cual, en términos generales, modifica el régimen de Prima 
Técnica para los funcionarios del sector público y, particularmente, hace 
referencia a la consolidación de la Prima Técnica como derecho adquirido y social 
(tema que se desarrolla en el Capítulo 2) para los niveles52 profesional, ejecutivo, 
asesor y directivo.  
 
En este sentido bien puede afirmarse que en Decreto 1661 continua con la línea 
inicial dispuesta por el Decreto 2285 de 1968, (que crea la Prima Técnica), al 
reconocer que la Prima Técnica es una prestación económica que tiene como 
finalidad principal atraer y mantener personal altamente calificado para el 
desempeño de funciones en el sector público.          
 
Así pues, el 27 de junio de 1991, y aún en vigencia de la Constitución Política de 
1886 se expide el Decreto 1661 de 1991, con la finalidad de modificar el régimen 
de Prima Técnica. Dicho decreto se expide con fundamento en la Ley 60 de 1990, 
a través de la cual, el Congreso de Colombia otorga facultades extraordinarias al 
Presidente de la República, con base en el ordinal 12 del artículo 76 de la 
Constitución Política de 1886.  
 
Por su parte, y entrando en contexto; la Constitución de 1886, “ha sido la de 
mayor duración en la historia nacional y en su momento sirvió para reconstruir 
una forma opresiva de institucionalidad, tras veintitrés años de federalismo.”53, así 
mismo, “declaró  que la soberanía reside, no en el pueblo, sino en la nación.”54 La 
cual, “es la ley fundamental del Estado y…fundamento jurídico de toda la 
legislación corriente. [Que] determina los principios de partida de la actividad 
legislativa, la delimitación de los problemas atinentes a la reglamentación 
constitucional, los órganos facultados para emitir leyes y el orden de cumplimiento 
de la legislación y de control de su observancia, velando siempre porque las 
normas de la legislación corriente no estén en pugna con las constitucionales.”55  
 
                                                          
52 Los niveles jerárquicos de los empleos de las entidades y organismos del orden nacional se encuentran señalados en el artículo 4 del 
D.770 de 2005. En el citado decreto los empleos se clasifican en los siguientes niveles jerárquicos: Nivel Directivo, Nivel Asesor, Nivel 
Profesional, Nivel Técnico y Nivel Asistencial. 
53 QUINCHE, Manuel Fernando. El control de constitucionalidad. Segunda edición. Bogotá.: Facultad de Ciencia Jurídicas Pontificia 
Universidad Javeriana – Grupo editorial Ibáñez. 2014. Pág.165. 
54 SAMPER, Bernal Gustavo. Breve historia constitucional y política de Colombia. Bogotá.: Obra publicada por el autor. 1957. Pág.138 
55 SEPULVEDA, Pino Hernán. La Constitución colombiana de 1886. Ante una nueva concepción del derecho constitucional. Bogotá.: 
Ediciones Ciencia y Derecho. 1986. Pág.42 
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Entre tanto, la Ley 60 de 1990, (fundamento del Decreto 1661 de 1991), otorga 
facultades extraordinarias al Presidente de la República. Dichas facultades, 
inicialmente “estaban referidas exclusivamente a materias relativas al 
restablecimiento del orden público interno o a la necesidad o conveniencia pública 
de conferir al Gobierno atribuciones excepcionales para reprimir alzamientos 
armados y guerras. Su duración era provisoria o pro tempore, esto es, se 
proyectaba apenas al tiempo requerido para lograr los fines propuestos con su 
expedición.”56. 
 
De igual forma, “en vigencia de la Constitución de 1886 y muy especialmente 
durante la segunda mitad del siglo XX, se abusó de estas leyes, circunstancia que 
permitió una lectura laxa de las facultades pro tempore del numeral 10 del artículo 
76 de esa Constitución, en detrimento del principio de división de poderes, lo que 
representó una inconveniente acentuación del presidencialismo que aún se 
mantiene.”57  
 
Por lo demás, este tipo de leyes (las de facultades extraordinarias) “son una clase 
especial…por medio de las cuales, el Congreso, que es el titular de la función 
legislativa, se despoja transitoriamente de esta y habilita al Presidente, durante un 
término máximo de seis meses, para que legisle por medio de decretos con fuerza 
de ley.58, con “materias delimitadas, en tanto no pueden referirse a leyes 
orgánicas, estatutarias ni expedir códigos,…la iniciativa ha de ser forzosamente 
gubernamental59. (Resaltado fuera del texto original). 
 
Con fundamento en lo anterior, se concluye entonces que el Decreto 1661 de 
1991 es un decreto extraordinario o Decreto Ley, fundado, precisamente, en una 
Ley que otorga facultades v.gr extraordinarias al Presidente de la República para 
legislar. Este tipo de decretos suponen que su “encuadramiento teórico [es] 
similar al que proviene de las leyes…[cuyo] punto de vista formal, [lo] 
encabezan invocando la ley (o disposición transitoria constitucional) que 
desarrollan; como normas con fuerza legal permanente.”60 En términos generales, 
se trata de decretos que se asemejan o acercan al mismo nivel jerárquico de las 
disposiciones normativas contenidas en una Ley.  
 
Por lo anterior, no se olvide que dicho decreto, se expide en vigencia de la 
Constitución Política de 1886, razón por la cual resulta necesario entrar a estudiar 
su vigencia dentro del contenido de la actual y vigente Constitución de 1991, que 
derogó a través de su artículo 380 las disposiciones normativas contenidas en la 
                                                          
56 CSJ. Referencia: Expediente No. 2297. Sentencia No.101 del 26 de agosto de 1991. Magistrados Ponentes: Fabio Morón Díaz y Rafael 
Méndez Arango. Aparte de salvamento de voto.  
57 QUINCHE, Manuel Fernando. Derecho Constitucional Colombiano. De la carta de 1991 y sus reformas. Quinta edición. Editorial 
Temis. Bogotá – Colombia. 2014. Págs. 471, 472. 
58 QUINCHE, (Control de constitucionalidad) Op., Cit, Pág.165. 
59 SIERRA, Porto Humberto A. Concepto y tipos de la Ley en la Constitución Colombiana. Primera edición. Bogotá.: Universidad 
Externado de Colombia. 1998. Pag.249 
60 VIDAL, Perdomo Jaime. Derecho administrativo. Décima tercera edición. Bogotá,: Editorial Legis, 2009. Págs. 25, 28.  
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Constitución de 1886. Tema que, entre otros, se trata el Capítulo 2 sobre el 
tránsito constitucional.   
 
2.2. Supresión del reconocimiento de la Prima Técnica al nivel profesional de los 
funcionarios públicos en Colombia: decretos 1724 de 1997 y 1336 de 2003. 
 
En atención a lo expuesto en el aparte anterior, en esta sección, se entra a 
estudiar el contexto bajo el cual nacen los decretos 1724 de 1997 y 1336 de 2003, 
los cuales suprimen el reconocimiento de la Prima Técnica al nivel profesional de 
los funcionarios públicos en Colombia, en contraste a lo dispuesto por el Decreto 
1661 de 1991, ya referido.  
 
Entrando en materia, para el 7 de julio del año 1991 nace una nueva Constitución 
en Colombia: esta es la Constitución Política de 1991, que nace bajo el postulado 
de creación del Estado Social de Derecho, el cual, y en contraposición del Estado 
Benefactor reinante hasta entonces, prima “el interés en dar respuesta a la 
resolución individual de conflictos, [con un] sistema legal,…[que] corresponde a 
relaciones entre individuos” 61, cuyas principales características hacen referencia 
a: “1. La Intervención estatal en la economía; 2. La provisión pública de servicios 
sociales y, 3. La responsabilidad estatal en el mantenimiento de un nivel mínimo 
de vida.”62 
 
Por su parte, la naciente Constitución de 1991 promulga el establecimiento de los 
distintos elementos de control de poder con carácter democrático. Instrumentos 
como el control judicial de constitucionalidad, los mecanismos de participación y el 
grueso de las acciones constitucionales (las de inconstitucionalidad, habeas 
corpus, tutela, cumplimiento, populares, de grupo y de pérdida de investidura), 
dotan al ciudadano, por primera vez en la historia del país, de instrumentos y 
acciones,… que resultan capaces de controlar la arbitrariedad presidencial y 
estatal.”63  (Resaltado fuera del texto original). 
 
Esta Constitución se concibe, sin lugar a dudas, como la fuente principal del 
ordenamiento jurídico colombiano. “Es la Ley de Leyes,…de donde emana todo el 
texto normativo nacional. Es la norma suprema del sistema normativo. [T]odas las 
leyes, decretos o resoluciones que se expidan…deben someterse y estar 
subordinadas a los lineamientos generales trazados por la Constitución.64    
 
Teniendo en cuenta la prerrogativa del Estado Social de Derecho, promulgada por 
la naciente Constitución de 1991, se expiden los decretos 1724 de 1997 y 1336 
de 2003, en mención, que son proferidos con fundamento en la Ley 4 de 1992, a 
                                                          
61 RODRIGUEZ, José Eduardo. (Comps). De crisis en crisis: Limitaciones de los cambios a la justicia en Colombia. Bogotá.: 
Universidad Autónoma de Colombia. 2012. Pág.81. 
62 ARIÑO ORTIZ, Gaspar. Principios de Derecho Público Económico. Bogotá.: Universidad Externado de Colombia. 2003. Pág.141. 
63 QUINCHE (Control), Op., Cit,  Pág. 14  
64 FAJARDO, Alberto. Elementos del derecho del trabajo. Partes individual y colectiva. Quinta edición. Bogotá.: Librería ediciones del 
profesional ltda. 2014. Pág.71 
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través de la cual, el Congreso de la República, exhorta al Presidente para dar 
cumplimiento a las prerrogativas contenidas en los literales e) y f), numeral 19 del 
artículo 15065, de la Constitución Política de 1991, por tal razón, esta ley se 
considera una Ley Marco/Cuadro o General. Sobre el particular, en referencia a 
las leyes Marco/Cuadro, la Corte Constitucional hace referencia a que,  
 
…[S]u expedición implica…una distribución de poderes y facultades legislativas 
entre el Congreso de la República y el Gobierno Nacional…el Congreso 
consagra los preceptos generales y el Presidente expide los denominados 
decretos ejecutivos, destinados a reglamentar,…los asuntos a que se refiere la 
ley, decretos éstos que, por cierto, no tienen la misma jerarquía de la ley de la 
cual se derivan, pese a tener su misma generalidad y obligatoriedad.  
 
Por esta razón los decretos que expide el Ejecutivo para desarrollar las 
leyes marco no son decretos con rango de ley, sino decreto ejecutivos, 
cuyo control de constitucionalidad y legalidad compete al Consejo de Estado. 
También por esta razón una vez que el Congreso expide esa categoría de leyes, 
no queda agotada su facultad legislativa sobre la materia, por lo cual, las normas 
contenidas en ellas “pueden ser modificadas, adicionadas, sustituidas o 
derogadas cuando, en ejercicio de sus competencias, el Congreso lo juzgue 
pertinente. 66 (Resaltado fuera del texto original).  
 
Sobre lo expuesto, se concluye entonces que los decretos 1724 y 1336 son 
decretos reglamentarios, que se sujetan al marco de órdenes trazadas 
taxativamente por la disposición normativa contenida en la Ley 4 de 1992. 
Situación ésta, que restringe considerablemente su margen de ejecución, en el 
sentido de que, del contenido de dicha Ley 4ta se desprende la facultad para el 
Presidente de la República de legislar única y exclusivamente en lo que concierne 
al Régimen Salarial y prestacional de los funcionarios públicos en Colombia.  
 
Con base en lo anteriormente expuesto, vale la pena entonces entrar a estudiar, 
en lo que concierne, el contenido de la Ley 4 de 1992. Esta Ley, señala las 
normas, objetivos y criterios que debe observar el Gobierno Nacional para la 
fijación del régimen salarial de los empleados públicos en Colombia, con base en 
lo dispuesto por los literales e) y f) del numeral 19 del artículo 150 constitucional.    
 
Así pues, al entrar a decantar el contenido de dicha Ley 4ta, en lo que se refiere a 
la facultad otorgada al Presidente para legislar respecto al régimen salarial de los 
empleados públicos, se encuentra que el término fijación del régimen salarial 
infiere lo siguiente:  
 
                                                          
65 C.N., Artículo 150, numeral 19, literales e) y f): Artículo 150. Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las 
siguientes funciones: 19. Dictar las normas generales, y señalar en ellas los objetivos y criterios a los cuales debe sujetarse el Gobierno 
para los siguientes efectos: e) Fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional 
y la Fuerza Pública;…f) Regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores oficiales. 
66 CC. Sentencia C-133 de 1993 M.P. Vladimiro Naranjo Mesa. Reiterado en: Sentencia C- 489 de 1994. M.P.: José Gregorio Hernández 
Galindo y Sentencia C-140 de 2007. M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra.  
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 Fijación: Acción y efecto de fijar o fijarse. Fijar: Determinar, limitar, precisar, 
designar de un modo cierto. 
 Régimen: Conjunto de normas por las que se rige una institución, una entidad o 
una actividad. 
 Salarial: Perteneciente o relativo al salario. Salario: Cantidad de dinero con que 
se retribuye a los trabajadores por cuenta ajena. 67 
 
Entonces, la potestad otorgada al Presidente de la República para fijar el régimen 
salarial de los empleados públicos, hace referencia, en estricto sentido, a la 
facultad exclusiva para delimitar las pautas o lineamientos a seguir, únicamente, 
en lo que compete en materia salarial y prestacional.     
  
Acto seguido, el artículo 2 de la Ley 4 de 1992, indica que para la fijación del 
régimen salarial el Gobierno Nacional debe tener en cuenta los siguientes criterios: 
a) El respeto a los derechos adquiridos de los servidores…En ningún caso se 
podrán desmejorar sus salarios y prestaciones sociales; …j) El nivel de los 
cargos, esto es, la naturaleza de las funciones, sus responsabilidades y las 
calidades exigidas para su desempeño; …k) El establecimiento de rangos de 
remuneración para los cargos de los niveles profesional, asesor, ejecutivo y 
directivo. (Resaltado fuera del texto original).  
  
De acuerdo con lo expuesto, resulta claro entonces que del contenido literal de la 
Ley 4 de 1992, no se desprende facultad alguna para que el Presidente de la 
República pueda modificar, suprimir, o incluso adicionar los niveles de cargos68 
para el desempeño de la función pública. Es decir, que la potestad otorgada por el 
Congreso de la República al Presidente a través de la Ley 4ta, como ya se indica 
líneas atrás, restringe a este último, a legislar única y exclusivamente  sobre el 
régimen salarial y prestacional de los empleados públicos en observancia a las 
normas, objetivos y criterios establecidos en las disposiciones normativas que 
tratan la materia.  
 
Así mismo, el Decreto 1724 por tratarse de un decreto administrativo69, resulta ser 
jerárquicamente inferior al Decreto 1661 de 1991, por cuanto este es un decreto 
con fuerza de Ley70. Lo anterior se justifica en el sentido que,  
 
[T]tanto los decretos legislativos, al igual que los decretos-leyes hacen parte de 
aquello decretos llamados con Fuerza de Ley, pues en ellos el Presidente actúa 
como legislador extraordinario, por tanto, que el control judicial de tales actos 
                                                          
67 REAL ACADEMIA DE LA LENGUA ESPAÑOLA –RAE. [Online]. Madrid. 2015. [Citado 17-10-2015]. Disponible en: 
http://dle.rae.es/ Búsqueda de las siguientes palabras: Fijación/Régimen/Salarial.  
68 Entendiendo por niveles de cargos: Nivel directivo, asesor, ejecutivo y profesional, técnico y asistencial.   
69 Los Decretos Administrativos, son aquellos proferidos por el Presidente de la República o el Gobierno Nacional que tiene la naturaleza 
de acto administrativo, pues son expedidos en ejercicio de funciones administrativas, cuya finalidad es la reglamentación o aplicación 
concreta de una ley o la misma Constitución Política. Citado por: CE4. (16546). 
70 Los Decretos con Fuerza de Ley, son aquellos proferidos por el Presidente que tienen la naturaleza o connotación de ley, pues se 
expiden en ejercicio de funciones legislativas excepcionales. De tal manera, que esta clase de actos tienen la misma jerarquía de una ley 
expedida por el Congreso de la República. Citado por: CE4. (16546). 
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sea ejercido por la Corte Constitucional. Por el contrario, los decretos 
ejecutivos71, junto a los decretos reglamentarios y compiladores, se encuentran 
dentro de los llamados Decretos Administrativos, pues en éstos el Presidente 
actúa en uso de su función ordinaria, la función administrativa, de allí que el 
control judicial de dichos actos este a cargo de la Jurisdicción Contenciosa 
Administrativa.”72 
 
En este orden, se advierte la evidente vulneración jerárquica en la que ha 
incurrido el Decreto 1724, al modificar una disposición normativa superior, así 
como la “desmejora [a] los derechos sociales de los empleados públicos del nivel 
profesional dado que conforme al artículo 5373 Constitucional…no se pueden 
menoscabar…los derechos de los trabajadores en situación de normalidad 
institucional, y aún en excepcional estado de emergencia el Gobierno no podrá 
desmejorar los derechos sociales de los trabajadores, como tampoco le resulta 
posible al legislador disminuir o reducir tales derechos…ni siquiera mediante 
decretos que tienen fuerza de ley, expedidos en circunstancias de apremio 
económico y social…”74. En un Estado social de derecho, fundado en el trabajo75, 
como una de las más trascendentes expresiones sociales y por ello 
especialmente protegido.76 77 
 
Entre tanto y respecto al Decreto 1336 de 2003, se indica que su expedición al 
igual que el 1724, tiene fundamento en la Ley 4 de 1992, por lo que se considera 
también un decreto reglamentario. La diferencia de este, con el decreto que le 
precede, radica precisamente en que el Decreto 1336, tiene el mismo nivel 
jerárquico que el 1724 y por tanto, está plenamente facultado para derogar, 
modificar, subrogar, entre otros, su contenido. Así es como para el año 2003, el 




                                                          
71 Decretos Ejecutivos son aquellos que profiere el Presidente o el Gobierno en cumplimiento de sus funciones, los cuales tienden a la 
aplicación concreta de disposiciones constitucionales, legales o reglamentarias. Citado por: CE4. (16546). 
72 CE4. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia del 11 de diciembre de 2007.C.P.: Juan Ángel Palacio Hincapié. Exp. (16546).   
73 C.N., Art. 53: El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes 
principios mínimos fundamentales: Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y móvil, proporcional a 
la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en normas laborales; 
facultades para transigir y conciliar sobre derechos inciertos y discutibles; situación más favorable al trabajador en caso de duda en la 
aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho; primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de 
las relaciones laborales; garantía a la seguridad social, la capacitación, el adiestramiento y el descanso necesario; protección especial a la 
mujer, a la maternidad y al trabajador menor de edad. El estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las 
pensiones legales. Los convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados, hacen parte de la legislación interna. La ley, los 
contratos, los acuerdos y convenios de trabajo, no pueden menoscabar la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los trabajadores. 
74 CE. Sala Contencioso Administrativo. Sentencia del 11 de junio de 2008. C.P. Ernesto Forero Vargas. Exp. (1709-04). Citado por: 
VILLEGAS. Pág. 777. 
75 C.N., Art. 1°.: Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de 
sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la 
solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general. 
76 C.N., Art. 25.: El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus modalidades, de la especial protección del Estado. 
Toda persona tiene derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas. 
77 VILLEGAS ARBELÁEZ, Jairo. Derecho administrativo laboral. Principios, estructura y relaciones individuales. Tomo I. Décima 
edición. Bogotá.: Editorial Legis.2013. Pág.776. 
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2.3. Validez y legalidad de las disposiciones normativas contenidas en los 
decretos 1661 de 1991, 1724 de 1997 y 1336 de 2003 
 
Ahora bien, con base en lo expuesto anteriormente, la presente sección tiene por 
objeto el estudio sobre la validez y legalidad constitucional de los decretos en 
referencia. Estudio que empieza con la observación respecto de la validez 
normativa, para luego, posteriormente, continuar con el estudio de la legalidad 
respectivamente.  
 
2.3.1.  Sobre la validez jurídica de los decretos 1661 de 1991, 1724 de 1997 y 
1336 de 2003 
 
En este sentido, la teoría general de “validez jurídica de las normas de un 
sistema…  desarrollado, se basa en una Constitución, que dice bajo cuales 
condiciones una norma pertenece al sistema jurídico y por qué vale 
jurídicamente.”78 Acto seguido “el problema de la validez de un sistema de normas 
como un todo se plantea con máxima agudeza cuando entran en competencia dos 
sistemas de normas recíprocamente incompatibles”79  
 
Partiendo de la anterior premisa, está claro que las disposiciones normativas en 
estudio parten del texto constitucional, una de la Constitución de 1886 y las otras 
dos de la Constitución Política de 1991. Bajo ese supuesto y en general, puede 
decirse que las tres normas son, en principio, válidas. Ahora bien, el problema 
entra cuando estas normas, dentro de un mismo sistema jurídico, son 
recíprocamente incompatibles. (Decretos 1724 y 1336 respecto del Decreto 1661).  
 
Así pues, vale la pena resaltar que “la validez no remite a la calidad de la ley, ni a 
la reglamentación de un juicio o de un contrato. …”Validez” significa,… 
únicamente la aceptación de la comunicación, únicamente la autopoiesis de las 
comunicaciones del sistema jurídico. Esto no excluye que sean susceptibles de 
reglamentación los contratos inmorales o las leyes inconstitucionales80 - Pero, 
entonces, no sobre la base de la cualidad intrínseca de la norma, sino sólo en 
referencia al derecho vigente y bajo las condiciones que él prescriba en calidad de 
validez jurídica.81 Ello supone que, “el punto de partida de esta reflexión es: todo 
derecho es derecho vigente. El derecho no vigente no es derecho”82, de esta 
forma, resulta preciso indicar que, “la validez es sólo la forma en la que las 
operaciones hacen referencia a su participación en el sistema, ya que están 
adjudicadas al contexto de otras operaciones del mismo sistema desde el 
                                                          
78 ALEXY, Robert. El concepto y la validez del derecho. Traducción: Jorge M. Seña. Barcelona.: Ed. Gedisa, 2004. Pág. 90 
79 Ibíd., Pág. 90 
80 Y esto con motivo de reflexiones jurídicas. Si se concedieran iguales la anticonstitucionalidad y la invalidez de la ley, esto paralizaría 
definitivamente la valentía del tribunal constitucional con respecto al control jurídico constitucional del legislador de cara a las 
consecuencias – lo que se podría considerar como deseable o también como desventajoso. Citado por: LUHMANN. Op., Cit, Pág.155, 
81 LUHMANN, Niklas. El derecho de la sociedad. Primera edición. Herder. Universidad Iberoamericana. Colección teoría social. 
Barcelona, España. 2009. Pág.155 
82 LUHMANN, Op., Cit. Pág. 158 
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momento en que lo reproducen. La validez es la forma en la que se participa de la 
unidad del sistema.”83   
 
Adicional a lo expuesto, “a los tres elementos del concepto de derecho: la eficacia 
social, la corrección material y la legalidad conforme con el ordenamiento 
corresponden tres conceptos de validez: el sociológico, el ético y el jurídico.”84 “El 
objeto del concepto sociológico de validez es la validez social. Una norma vale 
socialmente si es obedecida o en caso de desobediencia se aplica una 
sanción…el objeto del concepto ético de validez es la validez moral. Una norma 
vale moralmente cuando está moralmente justificada.”85 De esta forma, “la validez 
de una norma del derecho natural o del derecho racional no se basa ni en su 
eficacia social ni en su legalidad conforme al ordenamiento, sino exclusivamente 
en su corrección.”86 
 
Por su parte, “el concepto de validez jurídica incluye, pues, necesariamente 
también elementos de la validez social…A este tipo de concepto se hace 
referencia cuando se dice que una norma vale jurídicamente cuando es dictada 
por el órgano competente, de acuerdo con el procedimiento previsto y no lesiona 
un derecho de rango superior; dicho brevemente: cuando es dictada conforme 
al ordenamiento.”87 (Resaltado fuera del texto original). 
 
De acuerdo con lo expuesto y en correlación con las disposiciones normativas 
contenidas en los decretos 1661 de 1991, 1724 de 1997 y 1336 de 2003 se resalta 
que su validez jurídica, prevalece en el tiempo, siempre y cuando se encuentren 
vigentes dentro del sistema. Así mismo dicha validez sugiere la aplicación de 
criterios sociales, éticos y jurídicos que envuelven en un todo el carácter de 
validez de una disposición normativa dentro de un sistema jurídico.  
 
Sobre el particular, vale la pena traer en cita un ejercicio práctico y sencillo 
respecto de la validez normativa tal y como se expone a continuación:  
 
…[M]ediante el conjunto del ordenamiento jurídico se garantizan, a 
determinadas personas, determinadas posiciones en presencia de 
determinadas condiciones. Entonces, sólo después de haber comprobado 
analíticamente la presencia de todas las condiciones formales establecidas por 
el ordenamiento es posible afirmar que un derecho ha sido violado. El 
razonamiento es válido, en la medida en que niega crédito a la noción 
metafísica de derechos u obligaciones dotados de existencia autónoma, pero 
no hasta el punto de negar la oportunidad de una distinción entre normas 
materiales y normas procesales…[E]n el cálculo de la inefectividad de una 
norma se tendrán presentes los elementos de la norma primaria, y serán 
                                                          
83 LUHMANN, Op., Cit. Pág. 159 
84 ALEXY, Op., Cit. Pág. 87 
85 ALEXY, Op., Cit. Pág. 88 
86 Ibíd.  
87 ALEXY, Op., Cit. Pág. 89 
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imputados a todos los casos en los que la violación de la norma primaria no 
sea seguida por la sanción.88 
 
En atención a este ejercicio, se tiene que el Decreto 1661 de 1991, (norma 
primaria) garantiza al nivel profesional el reconocimiento de la Prima Técnica, así 
mismo, bajo el cumplimiento de ciertos requisitos garantiza su asignación. Luego 
entonces, cuando nace el Decreto 1724 de 1997, de forma autónoma, dicho 
decreto suprime tal reconocimiento, acto seguido, tal actuación no tiene sanción 
alguna y por el contrario la reafirma con la expedición del Decreto 1336 de 2003.  
 
Con base en lo anteriormente expuesto, se establece la necesidad de analizar 
cada una de las disposiciones normativas, de forma individual, y verificar si las 
mismas resultan o no válidas a la luz de la Constitución Política de Colombia.  
(Tema que se aborda en el Capítulo 2). 
 
2.3.2. Sobre la legalidad de los decretos 1661 de 1991, 1724 de 1997 y 1336 de 
2003 
 
Respecto a la legalidad de las disposiciones normativas consignadas en los 
decretos en mención, se debe partir, en primer lugar, de la fuente sobre la cual 
emana la suprema ley nacional; esto es la Constitución Política, que parte de la 
premisa en la que el “Estado es la ley, la ley es el Estado. Solo a la Ley se le debe 
obediencia; solo frente a ella desaparece el derecho de resistencia. Únicamente 
hay legalidad, y por encima de ella no hay autoridad ni mandato.”89  
 
La Ley, a manera de contexto, “no es otra cosa sino el dictamen de la razón 
práctica de parte del soberano que gobierna una sociedad perfecta. ...La ley no 
aprovecha al hombre si éste no la obedece. …La ley se ordena al bien común. Y 
no obstante, hay algunos que se comportan bien respecto a lo que toca el bien 
común, en cambio no lo hacen respecto al bien propio. …Finalmente algunas 
leyes son tiránicas… Y el tirano no intenta el bien de los súbditos, sino sólo su 
propia utilidad. …la ley no es sino el dictamen de la razón de parte del soberano 
que gobierna a los súbditos. 90 “La ley, es la voluntad soberana de la nación, tal 
como se expresa por medio de sus representantes elegidos. Desde sus origines, 
hubo que hacer la distinción entre leyes ordinarias y la Constitución, ley especial 
que funda todas las demás.”91  
 
Bajo esta connotación, “la relación gobernante-gobernado está plena de contenido 
jurídico, ya que muestra una franca correlación de derechos y obligaciones 
recíprocos. Así, al deber constitucional que tiene la administración de sujetarse al 
                                                          
88 DALAVECURAS, Teodoro. La sociología del derecho. Traducción de Santiago Perea. Universidad Externado de Colombia. 2009. 
Págs. 127, 128 y 129.  
89 SCHMITT, Carl. Legalidad y Legitimidad. Traducción: Cristina Monereo Atienza. 4ta Ed. España.: Comares Ed. 2006. Pág. 17 
90 DE AQUINO, Santo Tomas. Tratado de la ley. Traducción de Carlos Ignacio González. México.: Editorial Porrúa. 2008. Págs.9, 19.  
91 SUPIOT, Alain. El Derecho del Trabajo. Buenos Aires.: Editorial Heliasta. Págs.36, 37.  
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ordenamiento…corresponde al derecho que el administrado tiene de exigir ese 
acatamiento; y al deber…de obedecer los mandatos de las autoridades.”92 
 
En este sentido, “si la administración por mandato constitucional debe ajustar su 
actividad a la ley, esta misma debe organizar los mecanismos que logren…esta 
sumisión…de allí que se diga que el sistema de los administrados descansa en 
dos pilares fundamentales: los principios de legalidad y responsabilidad.”93 
Entendiendo el primero como aquel que, ““somete a la administración a la 
normatividad jurídica, o sea, a las leyes que regulan su actividad…”94 
 
Así las cosas, dentro del texto constitucional de 1886 como el de 1991 se, 
“dispone la organización del Estado bajo la…estructura [de un] Poder Legislativo, 
un Poder Ejecutivo y un Poder Judicial. La Organización en tres poderes es 
precedida por el fenómeno de las tres funciones materiales de legislar, administrar 
y juzgar, para las cuales, legislar implica crear normas jurídicas que establecen los 
límites de lo permitido y lo prohibido en forma abstracta y general;…”95.  
 
De igual forma, resulta preciso recordar que, “las tres funciones clásicas, si bien 
han sido atribuidas…por la Constitución cada una a un poder distinto, en la 
práctica se observa que cada órgano constitucional ejerce las tres en mayor o 
menor medida, así como las actividades destinadas a asegurar la existencia 
misma del Estado, su organización y funcionamiento”,96 teniendo en consideración 
que, “una de las consecuencias de ese desarrollo del principio de la división de los 
poderes es el avance del Poder Ejecutivo…sobre funciones o ámbitos de 
competencia, sea del Congreso, sea de los jueces, que conduce a realizar arduos 
trabajos de análisis, interpretación y armonización de las normas constitucionales 
para determinar su validez. Este fenómeno opera afectando tanto la reserva de la 
ley establecida a favor del Congreso como las competencias atribuidas por la 
Constitución Nacional al Poder Judicial.”97  
 
No obstante lo anterior, el ejercicio de la función pública, bajo ninguna 
circunstancia, puede desligarse o perder de vista el deber de cumplimiento de la 
Ley Suprema, esto es, de la Constitución Política de Colombia. Esta connotación 
supone que, “cuando el Estado presta servicios públicos como cuando reparte 
beneficios y bienes en forma directa, debe hacerlo de conformidad con lo que 
establecen las leyes, que indican qué servicios debe prestar y dentro de qué 
límites, así como qué beneficios y qué bienes puede otorgar y bajo qué 
condiciones.”98 
                                                          
92 BETANCUR, Carlos. Derecho Procesal Administrativo. Octava Ed. Medellín.: Señal Editora. 2013. Pág. 3  
93 Ibíd.  
94 Ibíd. Pág. 34. 
95 ROTA, Patricia Alejandra. El principio de Legalidad y la forma del Acto Administrativo. La defensa de los derechos. Buenos Aires.: 
Abeledo Perrot, 2009. Pág.9 
96 Ibíd., Pág. 10 
97 Ibíd., Pág. 12 
98 Ibíd., Pág. 13 
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Ahora bien, en virtud del principio de legalidad, lo que se “pretende evitar [es] la 
concentración del poder y su utilización para beneficio personal o de una facción, 
haciendo previsibles las conductas de la Administración, por cuanto ellas deben 
ajustarse a las normas jurídicas que se dan a conocer a todos en forma previa y 
mediante una publicación oficial y que, en última instancia son controladas en su 
constitucionalidad por el Juez.”99  Así mismo, este principio “garantiza que el 
Estado,…sujete sus conductas a normas jurídicas por todos conocidas, normas 
que…emana[n] del Congreso…y [que] el Poder Ejecutivo debe respetar porque no 
ostenta la misma calidad de representación.”100  
 
Por lo anterior, “se somete a la administración al respecto del bloque de 
legalidad…[el cual] brinda garantías,…incluso en el ámbito de la actuación 
discrecional de la Administración, porque en ningún caso se admitirá la 
arbitrariedad, llegando incluso a permitírsela revocación en sede administrativa de 
actos irregulares que ya generaron derechos subjetivos y tendiendo a una 
interpretación restrictiva cuando se trata de una irregularidad grave del acto 
administrativo.”101  
 
Entre tanto y en consonancia con lo anterior, resulta preciso resaltar que, “por 
<<Estado Legislativo>>, se entiende aquí un cierto tipo e comunidad política cuya 
peculiaridad consiste en que ve la plasmación máxima y decisiva de su voluntad 
en un conjunto de normas que pretenden  ser derecho y que por eso requieren 
unas determinadas cualidades y, por lo mismo, el resto de funciones, 
competencias y asuntos públicos.”102 
 
En término generales, “tal Estado Legislativo tiene tres características según Otto 
Mayer: el poder de la ley de crear Derecho objetivo…La supremacía de la ley…y, 
la reserva de la ley, entendida como el monopolio de la ley…en otras palabras: el 
último guardián de todo el Derecho, e último garante del ordenamiento vigente, la 
última fuente de toda legalidad, la última seguridad y la última salvaguardia frente 
a la injusticia es el legislador y el procedimiento para legislar manipulado por él.”103   
 
De lo expuesto bien puede concluirse que “la congruencia y la armonía 
prestablecidas y presumidas del derecho y la ley, el Derecho y la legalidad, el 
objeto y el procedimiento, dominan con todo detalle la idea de derecho del Estado 
Legislativo.”104 
 
Así pues, al igual que  el tema de la validez jurídica, antes expuesto, el de 
legalidad suscita la necesidad de entrar a analizar si los decretos 1661 de 1991, 
1724 de 1997 y 1336 de 2003, respectivamente, constituyen normas legales 
                                                          
99 Ibíd., Pág. 13 
100 Ibíd., Pág. 13 
101 Ibíd., Pág. 17 
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dentro del ordenamiento normativo colombiano. (Este tema también lo aborda el 
Capítulo 2). 
 
3. PLANTEAMIENTO JURISPRUDENCIAL SOBRE EL RECONOCIMIENTO Y 
SUPRESIÓN DE LA PRIMA TÉCNICA 
 
3.1. Planteamiento expuesto por el Consejo de Estado 2003-2013 
 
En otro orden de la discusión y, respecto al análisis jurisprudencial sobre el 
otorgamiento de la Prima Técnica, el Consejo de Estado105 ha mantenido una 
línea jurisprudencial desde el año 2003, relacionada esencialmente con los 
criterios para otorgar la Prima Técnica a funcionarios del nivel profesional después 
de 1997 y que están dentro del régimen de transición establecido en el Art.4 del 
D.1724 de 1997 que restringe el acceso exclusivamente para el nivel ejecutivo, 
asesor y directivo. 
 
El Alto Tribunal plantea inicialmente dos posturas (tesis), las cuales determinan la 
línea jurisprudencial. La primera tesis, indica que únicamente este régimen de 
transición puede beneficiar, de forma exclusiva, a los servidores públicos que 
tengan reconocida la Prima Técnica por formación avanzada y experiencia 
altamente calificada pero no para aquellos funcionarios que la obtengan por 
evaluación de desempeño; debido a que ésta última no es permanente y su 
obtención se debe gestionar año tras año. Por lo anterior, los efectos no pueden 
extenderse al régimen establecido en el Art.4 del D.1724 en mención. 
 
La segunda tesis, que ha sido la elegida para su aplicación por parte del Consejo 
de Estado, indica que el beneficio no es exclusivo de servidores públicos con 
Prima Técnica otorgada, sino por el contrario, todos los servidores públicos de 
nivel profesional pueden tener acceso a la Prima Técnica después de 1997, en 
tanto procedan al cumplimiento de los siguientes requisitos: 1. Que tengan 
derecho al reconocimiento de la Prima Técnica por evaluación de desempeño bajo 
el régimen del Art.3° del D.1661 de 1991, esto es, que laboren o hayan laborado 
en la respectiva entidad, en vigencia de la normativa en mención y que, cumplan 
con los requisitos legales exigidos por la misma; 2. Que hubieran reclamado la 
Prima Técnica; y, 3. Que la entidad demandada, injustificadamente hubiera 
guardado silencio frente a la petición o, que la misma haya sido resuelta en forma 
negativa. 
También se ha establecido que todos los servidores públicos que cumplan con 
estos requisitos tienen el derecho adquirido a la Prima Técnica así la 
Administración no se pronuncie, o se pronuncie de forma negativa a su 
                                                          
105 CE2. Sala de lo Contencioso Administrativo.  C.P.: Alejandro Ordoñez. Exp. (0426-03). CE2. Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sentencia del 13 de noviembre de 2003. C.P.: Jesús María Lemos. Exp. (1661-03). CE2. Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sentencia del 26 de agosto de 2009. C.P.: Gustavo Eduardo Gómez. Exp. (0440-08).   CE2. Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sentencia del 20 de noviembre de 2014. C.P.: Alfonso Vargas Rincón. Exp. (2344-2013).  CE2. Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sentencia del 29 de enero de 2015. C.P.: Sandra Ibarra. Exp. (3955-13). 
 
 
Página 30 de 72 
 
otorgamiento: la única excepción para no otorgarla es por prescripción o por darse 
alguna de las causales para su pérdida. 
 
3.2. Planteamiento expuesto por la Corte Constitucional 1996-2013 
 
De otro lado, la posición de la Corte Constitucional106 sobre la Prima Técnica 
maneja al igual que el Consejo de Estado dos tesis principalmente, una a través 
de sentencias de constitucionalidad y, otra a través de la revisión de sentencias de 
tutela.  
 
A través de las sentencias de constitucionalidad, no se observa un amplio análisis 
de la Prima Técnica que logre generar una auténtica línea jurisprudencial. Sin 
embargo, en algunas sentencias esta Corte logra establecer, en primer lugar, que 
el exigir la existencia previa de un Certificado de Disponibilidad Presupuestal para 
la asignación de Prima Técnica no resultan vulneradas las normas 
constitucionales, pues si bien la Prima Técnica es un reconocimiento económico, 
debe ajustarse a las normas presupuestales sin que ello implique un 
desconocimiento del derecho a percibirla. Asimismo, indica que el considerar que 
la Prima Técnica no es factor salarial (a pesar de tener los elementos para ser 
considerada como salario) no es una violación al derecho al trabajo o a las normas 
internacionales sobre el mismo. 
 
A nivel de sentencias de tutela, es diferente la situación. Pues genera una línea 
jurisprudencial relacionada con el trato discriminatorio e injustificado de servidores 
públicos que, teniendo derecho a percibir la Prima Técnica, les ha sido negada 
bajo argumentos de carácter presupuestal; no obstante y de forma paralela, a 
determinados servidores si se les está realizando la asignación y pago de la 
misma. La Corte Constitucional, estableció entonces que la Administración no se 
puede excusar en la insuficiente disponibilidad presupuestal para discriminar y 
decidir selectivamente los funcionarios que reciben y que no reciben Prima 
Técnica,  cuando todos tienen el mismo derecho, independientemente de su grado 
o de su cargo. 
 
De esta forma, concluye el primer capítulo en el cual se desarrollan las 
herramientas que permiten, posteriormente, en el Capítulo 2, desarrollar el 
cuestionamiento relacionado con: ¿Resultan constitucional y legalmente válidas 
las disposiciones normativas contenidas en el Artículo 1 de los decretos 1724 de 
1997 y 1336 de 2003, al suprimir el reconocimiento de la Prima Técnica al nivel 
profesional de los funcionarios públicos en Colombia; dispuesto por el Artículo 3 
del Decreto 1661 de 1991? 
 
 
                                                          
106 CC. Sentencia C-279 de 1996 Conjuez Sustanciador: Hugo Palacios Mejía. Fecha: 24-06-1996. Sentencia C-444 de 1997 M.P.: Jorge 
Arango Mejía. Fecha: 18-09-1997. Sentencia C-424 de 2006 M.P.: Humberto Sierra Porto. Fecha: 31-05-2006. Sentencia  C-244 de 
2013. Conjuez Sustanciador: Diego López Medina. Fecha: 22-04-2013 
 
 




Fundamentación: La prima técnica; derecho adquirido y social. Tránsito 
constitucional. Validez y Legalidad. Jerarquía Normativa, principio de 
seguridad jurídica y confianza legítima 
 
 
El Decreto Ley 1661 de 1991, reconoce la Prima Técnica al nivel profesional de 
los funcionarios públicos en Colombia. Posteriormente, los decretos 
reglamentarios 1724 de 1997 y 1336 de 2003, suprimen dicho reconocimiento. Tal 
situación normativa, suscita entrar a cuestionar la validez y legalidad constitucional 
de estas normas. Esto con ocasión de la presunta vulneración sobre derechos 
adquiridos y sociales, la transgresión del tránsito constitucional y, respecto de los 
principios de seguridad jurídica y confianza legítima. Esto, con ocasión de la 
afectación al fundamento y razón de ser de la Prima Técnica; atraer y mantener 
fuerza de trabajo altamente calificada y superior especialización técnica para el 
sector público.  
 
Así pues, dicho problema busca ser superado con el desarrollo de los siguientes 
ejes temáticos: La Prima Técnica como derecho adquirido y social; estudio del 
tránsito constitucional y su incidencia dentro del sistema normativo colombiano; el 
análisis de la validez y legalidad de los tres decretos objeto de estudio; re 
contextualización sobre la jerarquía normativa; referencia al principio de seguridad 
jurídica y confianza legítima. Finalizando, con el análisis económico de la Prima 
Técnica, enfocado principalmente a su reconocimiento como fuente de motivación 
y progreso de los funcionarios públicos y de aquellos que quieren hacer parte de la 
función pública en general.    
 
1. LA PRIMA TÉCNICA; DERECHO ADQUIRIDO Y SOCIAL 
 
1.1. La Prima Técnica; derecho adquirido 
 
Para desarrollar este acápite, se formula el siguiente cuestionamiento: ¿Puede 
considerarse que la prima técnica es un derecho adquirido para el nivel profesional 
de los funcionarios públicos en Colombia?  
 
La respuesta a este interrogante parte de la premisa, en primer lugar, del concepto 
de derecho adquirido, continuando luego, con algunas interpretaciones que las 
Altas Cortes han dado sobre el tema, a través de algunos ejemplos (casuística) 
que hacen referencia al concepto y aplicación de tales derechos para luego y, por 
último, indicar brevemente algunas conclusiones sobre el particular.   
 
De esta forma, el concepto de derecho adquirido hace referencia a aquél 
“incorporado definitivamente al patrimonio de su titular por haberse cumplido los 
presupuestos de hecho necesarios, según la ley vigente, para darle nacimiento, 
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por oposición a la ¨simples expectativas¨, meras ¨posibilidades de que el derecho 
nazca”107.  
 
Así mismo, “el respeto a los derechos adquiridos obliga tanto al juez como al 
legislador, de tal modo que no le es dable a aquél aplicar una norma que afecte 
tales derechos, no le es posible al segundo expedir leyes que los desconozcan o 
vulneren, salvo caso excepcional.”108 “Se entienden por tales lo que se incorporan 
al patrimonio jurídico de la persona. …[L]as normas inferiores a la Constitución no 
pueden afectar los derechos adquiridos”109, entre tanto, para, 
 
La doctrina clásica representada por Baudry-Lacantinerie y Houques Fourcade, 
la noción de derecho adquirido [enlaza] a la de facultad legal…la ley nos 
reconoce determinadas aptitudes,…dejándonos por lo general en libertad de 
usar o de no usar…En tanto que no hemos utilizado una de esas aptitudes, 
tenemos un derecho, si se quiere, solamente en el sentido de que somos aptos 
para adquirirlo…Pero sólo adquirimos este derecho cuando hemos recurrido a 
esas formas, y cuando nuestra aptitud se ha manifestado de hecho, por medio 
del acto necesario para su aprovechamiento. El ejercicio de la facultad legal 
que…se ha materializado…es constitutivo del derecho, del derecho adquirido. Y 
este derecho nos pertenece en lo sucesivo en el sentido de que no puede 
privársenos de él por una ley nueva, sin que sea retroactiva….En consecuencia, 
por superior que sea la ley antigua, la nueva debe imponerse en principio al 
respeto de los derechos adquiridos, y no aplicársele sino a las situaciones que 
aún no han nacido.110 
Al adquirir honesta y legítimamente un derecho en virtud de una ley obsoleta, no 
se debe condenar al indagar cómo ese derecho puede ser eliminado. Bajo un 
derecho quizás usado por años, ciertas posesiones se acumulan. ¿Pueden 
quitarse tales posesiones? o, ¿es simplemente el título de futuras adquisiciones 
el que se puede remover?... El ministerio de la ley otorga derechos 
definitivos que se presumen permanentes…el sacrifico de tales derechos 
debe ser impuesto…nadie puede negar que el sacrifico indiscriminado 
resulta perjudicial para la paz de la sociedad…puede dar lugar a la duda y a 
la desconfianza en relación con la eficacia de la ley misma.111 (Resaltado 
fuera del texto original). 
 
Los derechos adquiridos han tenido relevancia tanto en la Constitución Política de 
1886112, como en la actual Constitución de 1991113. Sobre el particular, la Corte 
Constitucional indica que, “por disposición expresa del artículo 58 constitucional, 
                                                          
107 OSSORIO, Manuel. Diccionario de ciencias jurídicas, políticas y sociales. Argentina.: editorial Heliasta. 2002. Pág.315. 
108 VALERO, Jorge Humberto. Derechos adquiridos en el derecho laboral. Bogotá.: Librería ediciones del profesional Ltda. 2012. Págs. 
51, 119, 120. 
109 DUEÑAS RUIZ, Oscar José. Lecciones de hermenéutica jurídica. Quinta Ed.Bogotá.: Universidad del Rosario, 2009. Págs.145, 147. 
110 BONNECASE, Julien. Elementos de derecho civil. Traducción por José M. Cajicá. Tomo I. Nociones preliminares, personas, familia, 
bienes. Editorial José M.Cajica. México. 1945. Pág. 192 
111 ROELKER, Edward. “Acquired Rights and the Retroactivity of Laws”. [Online]. EE.UU. Octubre 1944, vol. IV, No. 4 [Citado 28-08-
2015], p. 491. Disponible en:   http://heinonline.org.ezproxy.uniandes.edu.co:8080/HOL/Page?handle=hein.journals/juristcu4&div=33& 
start_page=491&collection=journals&set_as_cursor=0&men_tab=srchresults 
112 Constitución de 1886: Artículo 31 y 32 
113 Constitución de 1991: Artículo 58 y 336 
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los derechos adquiridos son intangibles, lo cual implica que no pueden ser 
desconocidos por leyes posteriores...Ni la ley ni las autoridades administrativas o 
judiciales pueden modificar situaciones jurídicas que se han consolidado conforme 
a leyes anteriores, pero pueden hacerlo en caso de meras expectativas.”114 
 
Así mismo la Corte Constitucional ha indicado que “los derechos adquiridos están 
íntimamente relacionados con la aplicación de la ley en el tiempo, pues una ley 
posterior no puede tener efectos retroactivos para desconocer las situaciones 
jurídicas creadas y consolidadas bajo la ley anterior”115. 
 
Hasta este punto, se puede observar que la definición de derecho adquirido, en 
resumen, supone que se trata de aquellos derechos (el derecho al reconocimiento 
de la prima técnica) que ingresan de forma definitiva al patrimonio de la persona, 
(en este caso del empleado público del nivel profesional), que ya están 
consolidados es decir, que se encuentran firmes, que son definitivos y estables 
(con el reconocimiento de la Prima Técnica por el cumplimiento de los requisitos y 
condiciones dispuestas para tal reconocimiento) y, pueden ser disfrutados por el 
beneficiario, (el disfrute del porcentaje de asignación de la prima técnica).  
 
Por lo anterior y en consonancia con los argumentos expuestos; bien puede 
considerarse que el derecho a adquirir al reconocimiento de la Prima 
Técnica por parte de los empleados que ostentan el nivel profesional en el 
sector público, nace únicamente cuando se cumple con los requisitos y 
condiciones dispuestas por Ley y no solo cuando el legislador confiere 
facultades extraordinarias al Presidente de la República y este, a su vez, 
legisla y expide el Decreto con fuerza de Ley 1661 de 1991.  
 
Con la finalidad de aclarar el concepto de derecho adquirido aplicable a la Prima 
Técnica, se toma, a manera de ejemplo, el derecho a la pensión de vejez. Para 
ello, se aplica el dilema del prisionero (teoría de juegos). Así, para poder acceder a 
la pensión de vejez, el primer requisito es cumplir con una edad definida; el 
segundo, cumplir con un mínimo de semanas cotizadas. Entre tanto, si se cumple 
con uno, pero no con el otro, no obtiene la pensión. Si no cumple con ninguno de 
los dos, no obtiene la pensión. Si cumple con los dos, obtiene la pensión.  
 
Fig.6. Dilema del prisionero (pensión de vejez)  
 
 Edad  Semanas  
Edad Si, Si Otorga No, Si No otorga 




                                                          
114 CC. Sentencia C-314 de 2004. M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra.  
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Lo anterior y, en aplicación de la Prima Técnica se tiene: a) para el reconocimiento 
(derecho) y b) para la asignación (porcentaje), se debe dar cumplimiento a los 
siguientes requisitos:  
 
1. Hacer parte de la función pública; 
2. Desempeñar funciones en un cargo profesional, ejecutivo, asesor o 
directivo;  
3. Desempeñar funciones en un cargo con carácter permanente y, 
4. Demostrar formación avanzada y experiencia, acreditar evaluación de 
desempeño y, acceso automático.  
 
 







































1 SI se cumple; 2,3,4 NO se cumple
2 SI se cumple; 1,3,4 NO se cumple
3 SI se cumple; 1,2,4 NO se cumple
4 SI se cumple; 1,2,3 NO se cumple
1,2 SI se cumple; 3,4 NO se cumple
1,3 SI se cumple; 2,4 NO se cumple
1,4 SI se cumple; 2,3 NO se cumple
2,3 SI se cumple; 1,4 NO se cumple
2,4 SI se cumple; 1,3 NO se cumple
3,4 SI se cumple; 1,2 NO se cumple
1,2,4 SI se cumple; 3 NO se cumple
1,3,4 SI se cumple; 2 NO se cumple
2,3,4 SI se cumple; 1 NO se cumple
No se reconoce 
1,2,3 SI se cumple; 4 NO se cumple
1,2,3,4 SI se cumple SI se reconoce
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Tal y como se hace referencia en las figuras 7 y 8, existen supuestos de hecho 
que permiten el reconocimiento del derecho a la Prima Técnica y otros que 
permiten la asignación del porcentaje de dicha Prima Técnica. El ejercicio 
propuesto, pretende presentar las alternativas que se presentan frente al 
reconocimiento y asignación de la Prima Técnica como derecho adquirido. 
 
Así pues, el Decreto 1661 de 1991 consolida la Prima Técnica, previo al 
cumplimiento de una serie de requisitos y condiciones como un derecho adquirido, 
protegido constitucionalmente por los artículos 31 y 32 de la Constitución de 1886 
y, los artículos 58 y 336 de la actual Constitución de 1991.  
 
No obstante lo anterior, resulta preciso aclarar tal y como lo indica la Corte 
Suprema de Justicia en sentencia del 4 de diciembre de 2013, lo siguiente:     
 
[Q]ue solo puede hablarse de derechos adquiridos cuando se cumplen 
todos los requisitos y condiciones que la Ley establece para el 
reconocimiento de la prestación o beneficio respectivo, de lo que se sigue 
que el derecho al reajuste anual solo se adquiere en la medida en que se llegue 
al 1 de enero del respectivo año; que no puede predicarse que existe un derecho 
adquirido respecto de ajustes futuros cuando no ha llegado la fecha 
condicionante para su reconocimiento; …que los beneficios … respecto de los 
cuales no se hubiere configurado un derecho adquirido, … dejarán de tener 
vigencia; …que aceptando en gracia de discusión como ‘derecho’, solo se 
adquirirá año a año; …que no puede predicarse que existe un derecho adquirido 
respecto de ajustes futuros cuando no ha llegado la fecha condicionante para su 
reconocimiento.116 (Resaltado fuera del texto original). 
 
En similar apreciación, el Consejo de Estado señala en la sentencia del 3 de abril 
de 2008 lo siguiente: ¨en cuanto tiene que ver con los derechos adquiridos, es 
preciso señalar que estos surgen de la consolidación de una situación jurídica bajo 
el amparo de una ley que los regula, lo cual lleva implícito el concepto de justo 
título, que a su vez supone que solo la normatividad que respeta el ordenamiento 
jurídico puede respaldar aquella garantía¨117. 
 
Entre tanto, la referencia que sobre el particular ha realizado la Corte 
Constitucional señala lo siguiente:   
 
Los derechos adquiridos no pueden ser desconocidos por leyes ulteriores, 
además, la retroactividad de la ley rompe la confianza, la autonomía y libertad de 
destinatarios de la norma, desfigurando el principio de la confianza legítima … La 
noción de derecho adquirido ha sido ampliamente discutida por la ciencia 
jurídica, a fin de distinguirla de las meras expectativas, pues mientras el primero 
                                                          
116 CSJ. Sala de Casación Laboral. Sentencia del 4 de diciembre de 2013. M.P...: Rigoberto Echeverri Bueno. SL 844 – 2013. Rad.46379. 
Acta No. 40.  
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no puede ser desconocido por las leyes ulteriores, por el contrario las segundas 
no gozan de esa protección. Esta distinción se relaciona entonces con la 
aplicación de la ley en el tiempo y la prohibición de la retroactividad, pues en 
principio una norma posterior no puede desconocer situaciones jurídicas 
consolidadas durante la vigencia de una regulación anterior, pero en cambio la 
ley puede modificar discrecionalmente las meras probabilidades o esperanzas 
que se tienen de obtener algún día un derecho. A su vez, esta prohibición de la 
retroactividad es consustancial a la idea misma del derecho en una sociedad 
democrática, pues la regulación social a través de normas jurídicas pretende 
dirigir la conducta de personas libres, por lo cual es necesario que los individuos 
conozcan previamente las normas para que puedan adecuar sus 
comportamientos a las mismas. Una aplicación retroactiva de una ley rompe 
entonces no sólo la confianza de las personas en el derecho, con lo cual se 
afecta la buena fe sino que, además, desconoce la libertad y autonomía de los 
destinatarios de las normas, con lo cual se vulnera su dignidad.118 
 
Entre tanto, en este punto de la discusión vale la pena destacar que si bien, 
en principio, la Prima Técnica, bien puede configurarse como un derecho 
adquirido para el trabajador del sector público que ostenta el nivel 
profesional, dicho derecho como tal, se adquiere únicamente cuando se 
cumplen los requisitos y condiciones dispuestos por la Ley.  
 
Ahora bien, con algunos ejemplos de casuística que se presentan a continuación 




En la Sentencia del 1 de septiembre de 2014 del Consejo de Estado, ha señalado:   
 
¨No obstante, los continuos cambios sustanciales que ha sufrido la prima técnica, 
dirigidos básicamente a limitar a algunos niveles su reconocimiento, no tuvieron 
la virtualidad de afectar las situaciones de quienes habían adquirido el derecho a 
la prima técnica antes de su expedición y que ahora no accederían a ese 
derecho por encontrarse ejerciendo empleos excluidos de su reconocimiento. 
Dicha situación, se puede considerar como el establecimiento de un régimen de 
transición derivado del contenido del artículo 4 [del Decreto 1724 de 1997]¨119. 
 
Aplicación al caso objeto de estudio:  
 
 Reconocimiento de la Prima Técnica para el nivel profesional de los 
funcionarios que hayan consolidado los requisitos para su asignación 
 Respeto por los derechos adquiridos y fijación de régimen de transición para 
los beneficiarios de la Prima Técnica que ostentan cargos en el nivel 
profesional de la función pública.  
                                                          
118 CC. Sentencia C-478 de 1998. M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra. 
119 CE2. Subsección A. Sentencia del 1 de septiembre de 2014. C.P.: Luis Rafael Vergara Quintero. Exp. (3209-13). 
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Caso No.2:  
 
La Sala de Consulta y Servicio Civil en el concepto de 24 de agosto de 2006, 
radicado No. 1745, afirmó:  
 
¨[E]l reconocimiento de la prima técnica se fundamenta en la causación del 
derecho siempre que "el candidato llenare los requisitos" exigidos por el 
legislador, en cuyo caso se "proferirá la resolución de asignación". Lo cual no 
implica la aplicación retroactiva de la ley sino de la norma vigente al momento de 
la causación en desarrollo de las garantías laborales, así como de los regímenes 
de transición. Para el caso, técnicamente, por virtud del régimen de transición, se 
produce el reconocimiento de un derecho consolidado, adquirido con 
anterioridad a la nueva legislación. 
 
Según el ordenamiento jurídico y la jurisprudencia, el derecho se constituye y 
adquiere en el momento en que se reúnen los requisitos para acceder a la prima 
técnica. Por tanto, el acto administrativo de reconocimiento por su contenido y 
esencia se limita a concretar el derecho a la prima técnica, previa constatación 
del cumplimiento de los requisitos; su naturaleza es eminentemente declarativa y 
formaliza el pago de un derecho adquirido con fundamento en situaciones 
particulares consolidadas con anterioridad a la expedición del respectivo a etc. 
 
Aplicación al caso objeto de estudio:  
 
 Para el reconocimiento de la Prima Técnica debe causarse el derecho, esto es 
el cumplimiento de las condiciones y los requisitos para acceder a esta 
prestación económica 




En la Sentencia del 18 de marzo de 2010120 el Consejo de Estado, ¨señaló que la 
fusión de los diferentes niveles de los empleados públicos, al interior de la 
organización de la administración, debe respetar los derechos adquiridos de los 
trabajadores y no comportar una desmejora en sus condiciones laborales¨121. 
 
Así mismo, indicó que, ¨de otro lado, tampoco era procedente con la desaparición 
del nivel  operativo, asimilarlo al siguiente nivel, el Ejecutivo, porque, la 
demandante sólo ostentaba derechos adquiridos en relación con el puesto de 




                                                          
120 CE2. Subsección B. Sentencia del 18 de marzo de 2010. C.P.: Gerardo Arenas Monsalve. Exp. (2182-06). 
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Aplicación al caso objeto de estudio:  
 
 El Decreto Ley 1661 de 1991 otorga el derecho de reconocimiento de prima 
técnica al nivel profesional de los funcionarios públicos en Colombia 
 El reconocimiento de la Prima Técnica procede siempre y cuando el 
trabajador mantenga su empleo en el nivel profesional de la función pública y 
cumpla con los requisitos para el otorgamiento del porcentaje de prima 
técnica. 
 
Caso No.4:  
 
En la Sentencia del 11 de mayo de 2010122 la Corte Suprema de Justicia, ¨recordó 
que el Acto Legislativo 1° del 2005 garantizó el respeto de los derechos adquiridos 
en materia pensional. Según este acto legislativo, a partir del 25 de julio del 2005 
no es posible consagrar condiciones pensionales diferentes a las establecidas en 
las leyes del Sistema General de Pensiones por medio de pactos o convenciones 
colectivas, laudos o cualquier otro acto jurídico. En adelante, solo el legislador o el 
propio constituyente pueden regular las condiciones pensionales. La Sala Laboral 
aclaró que aunque las reglas de carácter pensional contenidas en convenciones 
colectivas, pactos colectivos, laudos arbitrales y acuerdos válidamente celebrados 
pierden efectos por mandato de este acto reformatorio, no se pierden los derechos 
adquiridos mientras estas normas tuvieron vigencia.123 
 
Aplicación al caso objeto de estudio:  
 
 A partir de la entrada en vigencia de la nueva disposición normativa, se 
respetan los derechos adquiridos consolidados con anterioridad a la entrada 
en vigencia de las nuevas disposiciones 
 Solo el legislador o el constituyente pueden modificar situación de derecho 
consolidadas. 
 
Así pues, se tiene claro que con la expedición del Decreto Ley 1661 de 1991 
nace el derecho al reconocimiento de la Prima Técnica al nivel profesional de 
los empleados públicos en Colombia, no obstante, aún no ha nacido el 
derecho como derecho adquirido, pues este parte de la premisa del 
cumplimiento efectivo de las condiciones y requisitos estipulados por Ley.  
 
El ejemplo presentado líneas atrás, con relación a la pensión de vejez, aclara y 
permite comprender en mejor forma el por qué la Prima Técnica, en principio y, si 
no hubiera sido por la expedición del Decreto 1724 de 1997, estaba configurando 
expectativas legítimas a los trabajadores del nivel profesional para el 
                                                          
122 CSJ. Sala de Casación Laboral. Sentencia del 11 de mayo de 2010. M.P.: Luis Javier Osorio López. Rad.38074. Acta No.15. 
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reconocimiento de la Prima Técnica. Por el contrario, es preciso aclarar que tal 
Decreto no configuraba derechos adquiridos, pues no se tenía certeza de que 
dichos trabajadores pudieran o no cumplir con las condiciones y requisitos 
establecidos por la ley para acceder al reconocimiento de la Prima Técnica.  
 
En respuesta al interrogante planteado, relacionado con si ¿Puede 
considerarse que la prima técnica es un derecho adquirido para el nivel 
profesional de los funcionarios públicos en Colombia? resulta preciso 
aclarar que la Prima Técnica no se puede considerar como un derecho 
adquirido para esta clase de trabajadores, en tanto, que los derechos 
adquiridos únicamente se configuran como tales cuando ya el derecho 
efectivamente ha sido reconocido, cuando este se consolida en el 
patrimonio jurídico, en este caso, del trabajador que ostenta el cargo en el 
nivel profesional de la función pública.  
 
Entre tanto, y con base en lo expuesto anteriormente, surge ahora el siguiente 
cuestionamiento: ¿Puede un decreto reglamentario modificar, derogar, suprimir, 
entre otros, un decreto con fuerza de ley? La respuesta a este interrogante se dará 
en el aparte No. 2., de este Capítulo.   
 
1.2. La Prima Técnica; derecho social 
 
En correlación con el sentido de la discusión, resulta preciso discutir sobre los 
diferentes conceptos de derechos sociales fundamentales, cuya primera 
aproximación indica que, “los derechos sociales fundamentales se distinguen por 
cinco características: la norma jurídica, la obligación jurídica, la posición jurídica, el 
grado de importancia, y el carácter general positivo. [Estos] derechos…son 
aquellos derechos generales positivos que se encuentran establecidos claramente 
en una Constitución… [L]os titulares son individuos…[siendo] el Estado el 
exclusivamente obligado de los [mismos]. 124Así mismo,   
 
Aunque se acepte la privilegiada jerarquía normativa de las constituciones o de 
los tratados internacionales,…la adopción de [estas] normas…genera 
obligaciones concretas al Estado; [frente a las cuales]…no puede justificar su 
incumplimiento manifestando que no tuvo intenciones de asumir una obligación 
jurídica…Lo que calificará la existencia de un derecho social como derecho 
pleno no es simplemente la conducta cumplida por el Estado, sino la existencia 
de algún poder jurídico para actuar del titular del derecho en caso de 
incumplimiento de la obligación debida. Considerar plenamente un derecho 
económico, social o cultural como derecho es posible únicamente si – al menos 
en alguna medida – el titular/acreedor está condiciones de producir, mediante 
una demanda o queja, el dictado de una sentencia que imponga el cumplimiento 
de la obligación generada por su derecho…125 
                                                          
124 ARANGO, Rodolfo. El concepto de derechos fundamentales. Segunda Ed. Bogotá.: Editorial Legis. 2012. Págs. 38-41, 60, 61, 91, 92. 
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Por lo demás, la categorización de Prima Técnica como Derecho Social también 
se establece en  los Arts.16 y 17 de la Constitución de 1886 y el Capitulo II y el 
párrafo 9° del Art.215 de la Constitución de 1991.    
 
Pues bien, tal y como se indica, la adopción de normas constitucionales o de 
tratados internacionales que consagran derechos sociales genera obligaciones 
concretas al Estado, obligaciones que en su gran mayoría resultan exigibles 
judicialmente y bajo las cuales el Estado no puede rehusar en su aplicación. Así, 
es dable indicar que lo que califica la existencia de un derecho social como 
derecho pleno es la existencia de algún medio que permita respaldar al titular del 
derecho en caso de incumplimiento de la obligación debida. 
 
2. TRÁNSITO CONSTITUCIONAL: VIGENCIA, VALIDEZ Y LEGALIDAD DE 
LOS DECRETOS 1661 DE 1991, 1724 DE 1997 Y 1336 DE 2003.  
 
En este segundo aparte, la idea principal consiste en verificar el procedimiento de 
tránsito constitucional surtido con ocasión de la derogatoria de la Constitución 
Política de 1886, (fundamento del Decreto 1661) dispuesto por el artículo 380 de 
la naciente Carta Política de 1991. (Base de los decretos 1724 y 1336). Así 
mismo, se trata lo concerniente a la jerarquía normativa y el principio de seguridad 
jurídica.  
    
2.1. Tránsito Constitucional y Vigencia de la disposición normativa contenida en 
el Decreto 1661 de 1991.  
 
2.1.1. Sobre el tránsito constitucional 
 
A manera de contexto, se tiene que la Constitución Política de 1991 nace, entre 
otros, como consecuencia de los “diversos problemas en el país: unos de orden 
político; otros relacionados con la administración de justicia, el funcionamiento del 
congreso y las administraciones departamentales y municipales;…cambios y 
frecuentes alteraciones la vida económica y social…marchas campesinas, 
estímulos a las fuerzas subversivas y la acción del narcotráfico…así se llegó al 
año de 1990” Por lo anterior, las protestas no se hicieron esperar y “diversos 
sectores de la opinión pública, una de ellas incubada y protagonizada en las 
universidades…salieron a las calles a manifestar su descontento y proponer 
alternativas de reformas extra constitucionales como el plebiscito y el referéndum. 
Así surgió la idea de “séptima papeleta”“126. De esta forma, y previo a la 
convocatoria realizada a los diferentes líderes nacionales surge la idea de crear 
una asamblea nacional constituyente con miras a reformar la Constitución Política 
de 1886.  
 
                                                          
126 PÉREZ ESCOBAR, Jacobo. Derecho constitucional colombiano. Octava edición. Bogotá.: Temis. 2010. Pág. 229, 236.   
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Para empezar y en lo relacionado con la transición normativa de la Constitución 
de 1886 a 1991, “no estableció la Asamblea Nacional Constituyente un régimen 
de transición constitucional del artículo 380,…Tampoco definió de manera general 
sobre la transición respecto de la normatividad de carácter legal, lo cual ha dado 
lugar a algunas dificultades en su aplicación. …”127  
Entre tanto, y en consonancia con dispuesto anteriormente, se tiene que el 
adelanto sobre el tema de la transición normativa, tiene su desarrollo principal a 
través de la jurisprudencia, tal y como se expone a continuación:  
 
En este sentido, la Corte Constitucional, expone algunas ideas sobre el tránsito 
constitucional de la siguiente forma,    
 
1.”[I]nstaurado y en vigencia el nuevo Estatuto Constitucional, no pueden 
coexistir con él normas legales ni de otro nivel que lo contraríen….”2. “[L]a 
Corte no puede exigir la sujeción a unos preceptos que no habían entrado a 
regir,… [Por lo que] se hace imprescindible considerarlos con arreglo a la Carta 
Política que estaba en vigor…” 3. “La expedición de una nueva Constitución 
Política como la de 1991,…hace imperativa la derogatoria de la Carta vigente 
hasta entonces, como lo ordena el artículo 380 de la CP, amén de que ello se 
sujetaba al arbitrio del Constituyente.”4. “Otra cosa acontece con la legislación 
preconstitucional, la que conserva su vigencia pese a la derogatoria de las 
normas constitucionales a cuyo abrigo se expidieron, debiendo en todo caso 
conformarse en su interpretación y aplicación al nuevo orden constitucional. Es 
así como el artículo 4º de la CP ordena que, en caso de incompatibilidad entre la 
Carta y la ley u otra norma jurídica, prevalecen las disposiciones 
constitucionales, dado su carácter de norma superior…” 5.”En este orden,…sólo 
en la medida en que una norma sea incompatible con el nuevo orden 
constitucional, deviene contraria a la Carta, y debe entenderse derogada.” 
6. “…las disposiciones de la Constitución Política de 1991 se aplican 
retrospectivamente a aquellas situaciones jurídicas que estaban en curso al 
momento de entrada en vigencia de la nueva Carta.” 128 (Resaltado fuera del 
texto original). 
 
En el mismo sentido la Corte Suprema de Justicia, infiere que,  
 
...[C]uando se trate de una ley de facultades extraordinarias expedidas al amparo 
de la Constitución anterior…el decreto dictado al amparo de la Constitución 
derogada y que las desarrollaba debe ajustarse a sus prescripciones, que 
estuvieron consagradas en el numeral 12 del artículo 76 de la Carta de 1886. Es 
una solución lógica y coherente, ya que carecería de fundamento exigir el 
cumplimiento de contenidos normativos que no existían al momento de 
expedirse la ley de facultades extraordinarias y el decreto con fuerza de ley que 
las desarrolló. Hay que señalar también que si bajo la vigencia de la Carta de 
                                                          
127 VIDAL, Op, Cit., Pág. 25 
128 CC. Sentencia C-479 de 1991. M.P.: José Gregorio Hernández Galindo y Alejandro Martinez Caballero.  Sentencia C-486 de 1993. 
M.P.: Eduardo Cifuentes Muñoz. Sentencia C-335 de 1999. M.P.: Vladimiro Naranjo Mesa. Sentencia T-110 de 2011. M.P.: Luis Ernesto 
Vargas Silva. Reiterado igualmente en la Sentencia C-587/97. M.P.: Jorge Arango Mejía. 
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1991, estuviera corriendo todavía un término que otorgara facultades 
extraordinarias al Presidente sobre una materia prohibida por el nuevo 
ordenamiento jurídico, esas facultades no podrían ser ejercidas porque 
serían contrarias a la Constitución, y tal vicio se extendería obviamente al 
decreto que las desarrollara.129 (Resaltado fuera del texto original). 
 
Con base en lo expuesto, en resumen, se tiene que, una vez se ha instaurado en 
el ordenamiento nacional el nuevo estatuto constitucional, en este caso, el 
dispuesto en la Carta Política de 1991, no pueden ni deben coexistir normas con él 
que le sean contrarias. De esta forma, la legislación preconstitucional, es decir la 
que consagra la Constitución de 1886, conserva su vigencia, pese a la derogatoria 
(por el Artículo 380 de la C.N. de 1991) de las normas constitucionales a cuyo 
abrigo se expidieron, esto, siempre y cuando no sean contrarias a los mandatos 
dispuestos en el texto constitucional vigente. Así pues, únicamente en la medida 
en que las normas del texto preconstitucional sean incompatibles con el nuevo 
orden constitucional, deviene contraria a la Carta, y deben entenderse derogadas.  
 
En el mismo sentido si bajo la vigencia de la Carta de 1991, estuviera corriendo 
todavía un término (dispuesto C.N. de 1886) que otorga facultades extraordinarias 
al Presidente sobre una materia que se encuentra prohibida en el contenido del 
nuevo ordenamiento jurídico, esas facultades no podrían ser ejercidas porque son 
contrarias a la Constitución, y tal vicio se extendería al decreto que las desarrolla.  
 
Entre tanto, el tránsito constitucional que deviene de la disposición normativa 
contenida en el Decreto 1661 de 1991 expedida en vigencia de la Constitución de 
1886, resulta efectivo, en la medida de que dicha disposición no contraríe ni sea 
incompatible con las disposiciones contenida en el texto constitucional vigente de 
la Carta Política de 1991. Disposiciones que parten de la premisa de que 
Colombia es un Estado Social de Derecho, “concepto esencial, de inmediata y 
directa aplicación, con valor jurídico de plena validez, que viene a convertirse en la 
columna vertebral de cualquier interpretación de la Ley Fundamental y de los 
diferentes subsistemas o perspectivas de análisis que sobre ella se requieran.”130 
 
2.1.2. Sobre la vigencia normativa 
 
Respecto a la vigencia de las normas en el tiempo, se infiere que la misma hace 
referencia a, “su capacidad [y]…aptitud para regular las situaciones que caigan 
bajo su condición de aplicación…Esto significa que una norma regula cuantas 
situaciones se produzcan mientras la misma está en vigor y, en consecuencia, que 
la norma podrá ser usada por los jueces para justificar su decisión cuando tengan 
que resolver conflictos referentes a dichas situaciones.”131  
                                                          
129 CSJ. Sentencia No. 107, del 12 de septiembre de 1991. M.P.: Fabio Morón Díaz. Citado por: Sentencia C-587/97. M.P.: Jorge Arango 
Mejía.  
130 CORREA HENAO, Magdalena. Libertad de empresa en el Estado Social de Derecho. Bogotá.: Universidad Externado de Colombia. 
2008. Pág. 101 
131 BETEGÓN, Jerónimo. et al. Lecciones de teoría del derecho. McGraw Hill. España. 1997. Pág.249. 
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De igual forma, se explica que “las normas dejan de estar en vigor bien por el 
transcurso de su plazo de vigencia, bien por la derogación.”, “la derogación afecta 
a la vigencia de las normas limitando o constriñendo en el tiempo su aplicabilidad 
o capacidad regulativa.” 132 En igual sentido, la vigencia normativa supone que, “1. 
La norma o ley superior prima sobre la de inferior categoría. 2. La ley posterior 
prima sobre la ley anterior, [en atención a] los siguientes eventos: a) Por la 
subrogación de la norma: b) Por la derogación de la norma y, c) Por la abrogación 
de la norma;…3. La norma de carácter especial prima sobre la de carácter 
general; 4. La norma más favorable al trabajador debe aplicarse de preferencia; 5. 
[Por] inexistencia de norma exactamente aplicable al caso controvertido. …”133 
 
Por lo anterior, bien se puede afirmar, que las disposiciones normativas 
contenidas en los decretos 1661, 1724 y 1336 respectivamente tienen las 
siguientes connotaciones de vigencia en el tiempo:  
 
1. El Decreto 1661 de 1991 se encuentra vigente, en la medida en que y con 
ocasión del tránsito constitucional es una norma aceptada dentro del sistema 
constitucional dispuesto por la Carta Política de 1991. De igual forma, esta 
norma se encuentra disponible para regular los temas referentes a la Prima 
Técnica de los funcionarios públicos en Colombia. Este Decreto ha sufrido una 
modificación, por parte del Artículo 1 del Decreto 1724 de 1997. 
2. Por su parte, el Decreto 1724 de 1997, tiene una variante con respecto al 
anterior, en el sentido de que, no obstante que su creación se produce bajo la 
actual Constitución Política de 1991, sus efectos se detienen en el tiempo a 
partir del momento en que su contenido es derogado por el Artículo 6 del 
Decreto 1336 de 2003. De esta forma, el Decreto 1724, actualmente no se 
encuentra vigente en el ordenamiento normativo. 
3. Sumando a lo anterior, el Decreto 1336 de 2003, que, en principio, se 
encuentra vigente en el ordenamiento nacional, tiene una modificación que en 
nada altera su vigencia dispuesta por el Decreto 2177 de 2006. 
 
En correlación con lo anterior, de igual forma bien se puede afirmar que,  
 
a. El Decreto 1661 de 1991 es superior jerárquicamente que el Decreto 1336 de 
2003 
b. Del Decreto posterior, esto es, el 1336 de 2003 quizá podría afirmarse que 
una vez deroga al D.1724, "automáticamente" está derogando la modificación 
que este Decreto (1724)  realizó respecto del D.1661.  
c. El Decreto 1661 de 1991, resulta en su aplicación más favorable al trabajador 
respecto de la disposición normativa contenida en el Decreto 1336 de 2003.  
 
 
                                                          
132 Ibíd., Págs. 255, 259. 
133 FAJARDO, Op., Cit. Pág.87.  
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2.2. Análisis de validez y legalidad de los decretos 1661 de 1991, 1724 de 1997 
y 1336 de 2003 
 
Para el desarrollo de esta sección, se toma en cuenta el contenido dispuesto en el 
Capítulo 1, en el sentido que aquí la idea consiste en decantar la información 
teórica ya expuesta y aplicarla al caso concreto de los decretos objeto de estudio.  
 
2.2.1. Análisis de validez  
 
Bajo este análisis, es viable indicar que el Decreto 1661 de 1991 es una norma 
válida desde su creación y posterior ejecución. Esto por cuanto y como ya se 
mencionó líneas atrás, se crea bajo el contexto de la Constitución Política de 
1886, la cual a través del tránsito constitucional ya analizado, se constituye en una 
norma vigente dentro del actual ordenamiento dispuesto por la Constitución 
Política de 1991 y, así mismo se considera una norma válida por cuanto se 
encuentra en directa armonía con los preceptos constitucionales, no afecta ni 
lesiona ningún tipo de derecho, al contrario, propende por el favorecimiento de los 
trabajadores, al otorgar a los diferentes niveles de ocupación en el sector público, 
el reconocimiento de la Prima Técnica.         
 
Caso contrario, se presenta con las disposiciones normativas contenidas en  los 
decretos 1724 de 1997 y 1336 de 2003, cuya validez normativa es objeto de 
discusión en el sentido que:   
 
 La expedición de los decretos 1724 y 1336, carecen, en amplio sentido, de 
concordancia con las disposiciones normativas señalas en el derecho vigente 
al momento de su creación, esto es la Constitución Política de 1991. (Estado 
Social de Derecho, principio de Seguridad Jurídica y confianza legítima). 
 Si bien, su creación parte de la Constitución Política de 1991,  el problema  de 
su validez jurídica radica, cuando estas normas entran en competencia directa 
con una norma jerárquicamente superior.   
 Estas dos normas no participan de la unidad del sistema, pues suprimen 
discrecionalmente al nivel profesional respecto a la posibilidad de 
reconocimiento de la Prima Técnica  
 Si bien, el Decreto 1724, se expide en atención a las facultades legislativas 
otorgadas por el Congreso al Presidente, esto supone, que dicha norma fue 
expedida por el órgano competente. No obstante, el contenido de tal 
disposición lesiona dos principios fundamentales a saber: La seguridad 
jurídica y la confianza legítima.  
 De igual forma, estos decretos, bien puede decirse que, desde su creación 
carecen de corrección material, en el sentido que y en particular, el Decreto 
1724 nace con la clara intención de restringir a una parte de la población 
laboral del sector público el acceso al reconocimiento de la Prima Técnica. Y, 
el Decreto 1336, nace con la finalidad de derogar lo dispuesto en el 1724 pero 
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con la clara intención de mantener dicha restricción de suprimir al nivel 
profesional del reconocimiento de la Prima Técnica.  
 
2.2.2. Análisis de legalidad 
 
Desde esta perspectiva, puede concluirse entonces que el Decreto 1661 de 1991 
es una norma legalmente constituida, en tanto su contenido proviene de la fuente 
constitucional directa, esto es la Constitución de 1886, la cual, otorga al Presidente 
de la República facultades extraordinarias para legislar. Y que en virtud del tránsito 
constitucional ya estudiado se encuentra vigente en la Carta Política de 1991.  
 
Ahora bien, desde la perspectiva de los decretos 1724 y 1336, cuya conformación 
denota un carácter que no obedece a los preceptos de legalidad, por lo siguiente:  
 
 Pese a que son disposiciones normativas dispuestas por la Constitución Política 
de 1991, el contenido de los decretos 1724 y 1336 sobrepasa las facultades 
explícitamente señaladas por dicha Constitución, al disponer autónomamente la 
potestad para legislar sobre temas que no avala el texto constitucional.  
 Así mismo, y en consonancia con el punto anterior, estos dos decretos 
extralimitan las facultades otorgadas por la Ley 4 de 1992, en el sentido que 
legislan sobre temas que competen exclusivamente al Congreso de la 
República. (La Ley 4 de 1992 faculta exclusivamente al presidente para fijar y 
regular lo correspondiente al régimen salarial, no incluye esto modificaciones a 
los niveles de empleo para fijar régimen salarial). 
 Es deber de la administración, en este caso del Presidente de la República, de 
sujetarse al ordenamiento constitucional vigente, en tanto, y con fundamento en 
la expedición de los decretos 1724 y 1336, dicho agente vulnera los principios 
de seguridad jurídica y confianza legítima.  
 Tal y como se menciona, el avance del Poder Ejecutivo sobre funciones o 
ámbitos de competencia, en este caso del Congreso, conduce a realizar un 
examen por demás riguroso respecto a la interpretación y armonización de las 
normas constitucionales con el objetivo de determinar su legalidad134.  
 El ejercicio de la función pública, bajo ninguna circunstancia, puede desligarse o 
perder de vista el deber de cumplimiento de la Ley Suprema135, enmarcado 
sobre el postulado de que Colombia, es un Estado social de derecho,…fundada 
en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las 
personas que la integran y en la prevalencia del interés general.136 
 En términos generales, puede indicarse que los decretos 1724 y 1336 vulneran 
el principio de legalidad, en el sentido que la administración, en este caso el 
Presidente de la República legisla creando normas por demás arbitrarias y 
contrarias al ordenamiento constitucional.  
                                                          
134 ROTA. Pág.9 (Parafraseado). 
135 ROTA. Pág.10 (Parafraseado). 
136 C.N. Artículo 1.  
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3. JERARQUÍA NORMATIVA, PRINCIPIO DE SEGURIDAD Y CONFIANZA 
LEGÍTIMA 
 
3.1. Jerarquía normativa 
 
En este punto, vale la pena retomar el tema de la jerarquía normativa ya expuesto 
en el Capítulo 1, en el sentido de que la misma fundamenta y explica el por qué 
los Decretos 1724 de 1997 y 1336 de 2003 han vulnerado los principios de validez 
y legalidad constitucionales.  
 
Para empezar, el concepto de jerarquía normativa hace referencia a:  
 
La "ordenación jerarquía o escalonada de las normas jurídicas de modo que las 
normas de rango inferior no pueden contradecir ni vulnerar lo establecido por 
una norma de rango superior que tiene mucho valor… [Así mismo dicho 
concepto hace referencia a la] superioridad de la ley y de las normas con rango 
de ley sobre las normas administrativas. A su vez las disposiciones 
administrativas se encuentran jerarquizadas según el siguiente orden: decretos, 
órdenes de las comisiones delegadas del Gobierno, órdenes ministeriales y 
disposiciones de las demás autoridades y órganos inferiores según el orden de 
su respectiva jerarquía"137.   
 
De lo anterior, resulta viable analizar, en primer lugar, las clases de leyes en 
Colombia y si existe o no jerarquía normativa entre ellas. Luego, y en segundo 
lugar se entra a analizar la jerarquía entre las disposiciones normativas contenidas 
en los decretos que se expiden con fundamento, particularmente de las Leyes de 
facultades extraordinarias y de las leyes Cuadro o Marco.  
 
En Colombia se tienen, principalmente, cuatro tipos de leyes que son: a) Leyes 
estatutarias; b) Leyes orgánicas; c) Leyes ordinarias; y d) Leyes cuadro o marco. 
La definición de cada una de ellas se expone a continuación:  
 
a) Leyes Estatutarias: Son aquellas que "tienen una categoría superior a las 
demás clases de leyes y se establece un trámite especial para su expedición por 
su importancia jurídica.  Para su aprobación requiere mayoría absoluta y revisión 
previa por parte de la Corte Constitucional"138. 
 
b) Leyes Orgánicas: Se definen como aquellas que "le siguen en jerarquía a las 
leyes estatutarias y se establece un trámite especial para su expedición por su 
importancia jurídica"139.  
                                                          
137 ESPASA. Diccionario Jurídico Espasa. Madrid.: Editorial Espasa Calpe S.A. 2001.  
138 CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Definición de Ley Estatutaria. [Citado el 21-12-2015]. Disponible en: 
http://www.camara.gov.co/portal2011/preguntas-frecuentes/166-ique-son-las-leyes-estatutarias. 
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c) Leyes ordinarias: Este tipo de Ley hace referencia a aquellas que "se concretan 
por deducción excluyente, al no ser las orgánicas ni las otras modalidades 
legislativas…Son así la expresión ordinaria del poder legislativo, quedando 
sujetas, como las restantes, a la promulgación y publicación"140.  
 
d) Leyes Cuadro o Marco: Se definen como "aquellas que establecen las normas 
generales y señalan los criterios y objetivos a los que debe sujetarse el gobierno 
con relación a determinados asuntos establecidos en la Constitución"141. Se 
encuentran definidas en el numeral 19 del artículo 150 de la Constitución Política 
de Colombia.  
 
De lo dispuesto, se indica además que la Corte Constitucional ha expresado lo 
siguiente:   
 
La Constitución Política consagra, además, una jerarquía entre distintas clases 
de leyes. En efecto, de su texto se desprende entre otras, la existencia de leyes 
estatutarias, orgánicas, marco y ordinarias, dándose entre estas categorías,  
cierta relación de subordinación. Así, las leyes estatutarias a las que se refiere el 
artículo 152 superior, requieren para su expedición un trámite más exigente que 
el de las leyes ordinarias, por razón de su contenido material, y aparte de ser 
objeto de un control previo de constitucionalidad, solo pueden ser modificadas, 
reformadas o derogadas por otras del mismo rango, tal como con lo establece el 
artículo 153 de la Constitución, lo que revela su supremacía frente a las leyes 
ordinarias. 
  
En cuanto a la subordinación de las leyes ordinarias respecto de las orgánicas, 
la misma ha sido expresamente reconocida por esta Corporación, que, al 
respecto, señala: ¨una ley ordinaria tiene entonces que respetar los mandatos de 
la legislación orgánica; no puede entonces una ley ordinaria derogar una ley 
orgánica, ni tampoco invadir su órbita de competencia.”142 143 
 
Adicional a lo anterior, vale la pena resaltar la Ley de facultades extraordinarias, 
que se encuentra definida en el numeral 10 del artículo 150 de la Constitución 
nacional de 1991 y hace referencia a lo siguiente: "el Congreso de la República, a 
solicitud expresa del Gobierno, puede revestir, hasta por seis meses, al Presidente 
de la República de precisas facultades extraordinarias, para expedir normas con 
fuerza de ley cuando la necesidad lo exija o la conveniencia pública lo aconseje. 
Tales facultades deberán ser solicitadas expresamente por el Gobierno y su 
aprobación requerirá la mayoría absoluta de los miembros de una y otra Cámara". 
 
                                                          
140 OSSORIO, Op., Cit. Pág. 572  
141 CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Definición de Ley Estatutaria. [Citado el 21-12-2015]. Disponible en: 
http://www.camara.gov.co/portal2011/preguntas-frecuentes/168-ique-son-las-leyes-cuadro-o-marco. 
142 CC. Sentencia C-600A de 1995. M.P.: Alejandro Martínez Caballero 
143 CC. Sentencia C-037/00. M.P.: Vladimiro Naranjo Mesa 
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Así mismo, la Corte Constitucional en Sentencia C-366 de 2012 hace referencia a 
que las facultades extraordinarias, disponen de una serie de requisitos y 
prerrogativas precisas que derivan en lo siguiente,    
 
1. El concepto de precisión al cual hace alusión el numeral 10 del artículo 150 de 
la Carta Política, se refiere a la claridad en cuanto a la delimitación de la materia 
pero no al grado de amplitud de dicha ley… “el hecho de que la materia sobre la 
cual se otorgan las atribuciones sea amplia y haya sido adscrita a través de una 
formulación general y no detallada o taxativa, no permite afirmar que las 
facultades carezcan de precisión. Como se señaló, basta con que los límites en 
el ejercicio de las facultades sean claros, sin importar que las facultades sean 
generales…2. No obstante, la claridad en el objeto, como presupuesto del 
requisito de precisión, no comporta la delimitación exhaustiva, que implique una 
minuciosa o detallada relación de las materias que pueden ser objeto de 
regulación, basta con que claramente se determine y delimite la materia, los 
objetivos y fines de las facultades… 3. La precisión en las facultades 
extraordinarias exige así mismo que han de ser  necesarias e indispensables 
para el logro de determinado fin.”. 
 
A través del requisito de precisión se impone a los órganos que intervienen en el 
proceso de habilitación legislativa - el Congreso y el Gobierno -, obligaciones 
recíprocas cuya inobservancia conlleva la declaratoria de inconstitucionalidad de 
las facultades otorgadas o de las medidas que por esa vía fueron expedidas144.  
 
De acuerdo con lo expuesto, efectivamente, sí existe jerarquía normativa entre las 
leyes la cual, en términos generales, se expone de la siguiente forma:  
 
NIVEL CLASE GÉNERO 
1ro LEY Estatutaria 
2do LEY Orgánica 
3ro LEY Ordinaria - Cuadro/Marco - Facultades Extraordinarias 
 
Ahora bien, en el caso objeto de estudio se tiene que los decretos 1661 de 1990 y 
1724 de 1997 fueron expedidos con fundamento en la Ley 60 de 1990 (Ley de 
facultades extraordinarias) y la Ley 4 de 1992 (Ley Cuadro o Marco) 
respectivamente. Lo que supone que, tanto la Ley 60 de 1990 como la Ley 4 de 
1992 se encuentran en un mismo nivel jerárquico. No obstante, la diferencia radica 
en los actos administrativos que con fundamento en ellas se expiden y que 
brevemente se relacionan a continuación:  
 
LEY DECRETO 
Ley de facultades extraordinarias Decreto con fuerza de Ley 
Ley Cuadro / Marco Decreto Reglamentario / administrativo 
 
                                                          
144 CC. Sentencia C-366 de 2012. M.P.: Luis Ernesto Vargas Silva. 
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En este sentido, la Corte Constitucional en la Sentencia C-569 de 2003, ha hecho 
las siguientes precisiones:  
 
En principio, la circunstancia de que el Decreto 1661 de 1991 haya sido 
expedido en ejercicio de facultades extraordinarias confiere competencia a la 
Corte para emitir pronunciamiento de fondo respecto de la exequibilidad de sus 
normas. Esto en virtud de lo establecido en el artículo 241-5 de la Carta Política. 
  
De conformidad con la jurisprudencia constitucional, los decretos expedidos por 
el Ejecutivo en desarrollo de las previsiones contenidas en una ley marco no son 
decretos con fuerza de ley ni son susceptibles de control constitucional por vía 
de acción de inconstitucionalidad. 
 
"La expedición de toda ley marco implica entonces una distribución de poderes y 
facultades legislativas entre el Congreso de la República y el Gobierno Nacional. 
En efecto, el Congreso consagra los preceptos generales y el Presidente expide 
los denominados decretos ejecutivos, destinados a reglamentar, en forma por 
demás amplia,   los asuntos a que se refiere la ley,  decretos éstos que, por 
cierto, no tienen la misma jerarquía de la ley de la cual se derivan, pese a tener 
su misma generalidad y obligatoriedad"145.  
 
"Ha de precisarse que los decretos que expide el Presidente de la República en 
desarrollo de las leyes marco previstas en el artículo 150, numeral 19, no 
gozan…de fuerza material de ley. Ellos tienen por límite el texto de la 
correspondiente ley general, que fija pautas y criterios al Ejecutivo, y no pueden 
modificarla ni cambiar las reglas que establece. Son decretos típicamente 
administrativos, y más exactamente reglamentarios, aunque con un ámbito más 
amplio que el señalado en la Constitución para los decretos expedidos en 
desarrollo del artículo 189, numeral 11, de la Constitución. De allí que la Corte 
Constitucional no sea el tribunal competente para resolver acerca de su 
constitucionalidad. Según resulta de las expresas normas contenidas en los 
artículos 237, numeral 2, y 241 de la Carta Política"146. 147 
 
De lo anterior, se determina entonces que un decreto expedido con fundamento en 
una ley de facultades extraordinarias se encuentra al mismo nivel de la Ley por la 
cual fue expedido. Entre tanto, aquellos decretos expedidos con fundamento en 
una Ley Marco / Cuadro se encuentran en un nivel jerárquico inferior a los 
decretos con fuerza de ley y se consideran decretos reglamentarios y/o 
administrativos.  
 
Ahora bien, para dar respuesta al cuestionamiento planteado en la sección 1.1., 
anteriormente expuesto, y relacionados con lo siguiente: ¿Puede un decreto 
reglamentario modificar, derogar, suprimir, entre otros, un decreto con fuerza de 
ley? Se parte, en primer lugar de la posición que ha planteado el Consejo de 
                                                          
145 SENTENCIA C-133 de 1993. Op., Cit. 66. 
146 CC. Sentencia C-129 de 1998. M.P.: José Gregorio Hernández Galindo. 
147 CC. Sentencia C-569 de 2003. M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra. 
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Estado para luego y, en segundo lugar aportar algunas conclusiones sobre el 
particular.  
 
Así pues, en la Sentencia del 27 de julio de 2000, el Consejo de Estado expresó, 
al resolver sobre la acción de nulidad contra la totalidad del Decreto 1724 de 1997 
lo siguiente:  
  
"[L]a norma acusada no quebrantaba el régimen de prima técnica de los 
empleados del Estado, pues el Presidente de la República podía variar dicha 
remuneración habiéndolo hecho en este caso sin vulnerar el derecho a la 
igualdad…[pues estos] no tienen derecho a un régimen salarial específico sino 
que se sujetan al que expida el Gobierno Nacional, y que la determinación de 
ciertos niveles de empleos para la asignación de prima técnica no vulnera el 
derecho a la igualdad…[Así mismo] no desconoce la Sala que los antecedentes 
legislativos de la prima técnica permiten concluir que ella busca atraer y/o 
mantener en el servicio a personas con conocimientos altamente especializados, 
y que los niveles profesional y técnico exigen la aplicación de conocimientos 
propios de una carrera universitaria o la aplicación de los procedimientos y 
recursos indispensables para ejercitar una ciencia o un arte…pero lo anterior no 
inhibe ni condiciona la facultad del Gobierno Nacional para determinar en qué 
niveles requiere atraer o mantener funcionarios con conocimientos altamente 
especializados según las necesidades del servicio y generar para ellos la 
expectativa de asignación de una suma adicional al salario a título de prima 
técnica…al señalarse en el decreto 1724 de 1994, los niveles de empleos que 
podrían ser objeto de asignación de prima técnica, no se violaron las 
disposiciones legales y constitucionales citadas en la demanda...podía el 
Gobierno Nacional variar las condiciones de asignación de prima técnica siempre 
que ello estuviera dentro de los marcos establecidos por la Ley.”148 
 
De acuerdo con lo expuesto, y con la lectura de esta sentencia y con las 
siguientes que le confirmaron en su apreciación como lo fueron las sentencias 
con expedientes 398-2000 C.P.: Alejandro Ordóñez Maldonado y 2944-00, 
C.P.: Ana Margarita Olaya Forero., se puede afirmar que el Consejo de 
Estado no tuvo en cuenta la jerarquía normativa del Decreto 1724 de 1997 
respecto al 1661 de 1991, sino que limito sus decisiones a la vulneración del 
principio de igualdad en todos y cada uno de los casos analizados.  
 
Por lo anterior, y en respuesta al interrogante planteado queda claro 
entonces que las disposiciones normativas contenidas en el Decreto 
Reglamentario 1724 de 1997 no contaban con las facultades legales ni 
con el nivel jerárquico para modificar un Decreto Ley que es 




                                                          
148 CE2. Sentencia del 27 de julio de 2000. C.P.: Alberto Arango Mantilla. Exp. (216-98). 
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En otro orden de la discusión, el control de legalidad para los Decretos con fuerza 
de Ley como para los Decretos reglamentarios suponen lo siguiente:  
 
Tal y como lo expone la Corte Constitucional, respecto a un Decreto con fuerza de 
Ley, corresponde, en atención “al artículo 241 de la Carta Política [el cual] le 
confía a la Corte Constitucional “la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución”. En cumplimiento de tal propósito,…le asigna a dicho órgano la 
función de ejercer el control de constitucionalidad de las normas jurídicas, 
otorgándole plena competencia para decidir sobre las demandas de 
inconstitucionalidad…contra las leyes y decretos con fuerza de ley, “tanto por su 
contenido material como por vicios de procedimiento en su formación”.149 
Por su parte, y en relación a los decretos reglamentarios, estos “se expiden 
invocando la facultad constitucional y solo requieren la firma del Presidente de la 
República y de los ministros o directores de departamentos administrativos del 
ramo. Como no tienen fuerza de ley, entran en el control de legalidad que ejerce el 
Consejo de Estado. (…) En el fondo es difícil visualizar el campo que cubren: si 
bien no se desprende de una ley, están rodeados de leyes…150. 
 
3.2. Principio de Seguridad Jurídica y confianza legítima 
 
El principio de seguridad jurídica hace referencia a la "cualidad del ordenamiento 
que produce certeza y confianza en el ciudadano sobre lo que es Derecho en cada 
momento y sobre lo que, previsiblemente lo será en el futuro. La seguridad 
jurídica…supone el conocimiento de las normas vigentes, pero también una cierta 
estabilidad del ordenamiento"151.  
 
Por su parte, la Corte Constitucional, en reiterada jurisprudencial ha hecho 
referencia al principio de seguridad jurídica, indicando lo que brevemente se 
expone a continuación:  
 
La falta de seguridad jurídica de una comunidad conduce a la anarquía y al 
desorden social, porque los ciudadanos no pueden conocer el contenido de sus 
derechos y de sus obligaciones…En su aspecto subjetivo, la seguridad jurídica 
está relacionada con la buena fe…a partir del principio de la confianza legítima… 
La confianza legítima no se garantiza con la sola publicidad del texto de la ley, ni 
se agota en la simple adscripción nominal del principio de legalidad.  Comprende 
además la protección a las expectativas legítimas de las personas de que la 
interpretación y aplicación de la ley por parte de los jueces va a ser razonable, 
consistente y uniforme152. 
 
La seguridad jurídica… en términos generales supone una garantía de certeza. 
Así, la seguridad jurídica no puede invocarse de manera autónoma para 
                                                          
149 CC. Sentencia C-426 de 2002. M.P.: Rodrigo Escobar Gil 
150 VIDAL, Op., cit. 31 p.  
151 ESPASA., Op., Cit. Pág.1302. 
152 CC. Sentencia C-836 de 2001. M.P.: Rodrigo Escobar Gil. 
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desconocer la jerarquía normativa, en particular frente a la garantía de la 
efectividad de los derechos constitucionales y humanos de las personas. En 
materia de competencias, la seguridad jurídica opera en una doble dimensión. 
De una parte, estabiliza (sin lo cual no existe certeza) las competencias de la 
administración, el legislador o los jueces, de manera que los ciudadanos no se 
vean sorprendidos por cambios de competencia. Por otra parte, otorga certeza 
sobre el momento en el cual ocurrirá la solución del asunto sometido a 
consideración del Estado. El principio de seguridad jurídica, que es caro al 
Estado de derecho, no puede explicarse de manera atemporal. La certeza 
únicamente puede entenderse respecto de un momento histórico. Únicamente 
en dicho momento puede una persona tener seguridad sobre las normas que 
regulan una situación jurídica determinada. La vinculación entre certeza y el 
tiempo supone la necesidad de delimitar dicho tiempo.153 
 
Súmese a lo anterior, que el respeto a los principios de seguridad jurídica y 
confianza legítima, no supone la inmutabilidad de la jurisprudencia, comoquiera 
que su aplicación en el ejercicio jurisdiccional, si se quiere ser preciso, se orienta 
a garantizar que bajo supuestos fácticos y jurídicos similares, los jueces diriman 
las controversias en el mismo sentido en que se hizo en providencias anteriores, 
cuando éstas constituyan un precedente vigente.154 
 
En correlación con lo expuesto, el principio de confianza legítima de igual forma, 
juega un papel fundamental en la garantía constitucional normativa para los 
ciudadanos, y en este caso para los trabajadores del nivel profesional de la 
administración pública después de la entrada en vigencia del Decreto 1724 de 
1997.  
 
Vale la pena aclarar que la confianza legítima es antepuesta a la figura del 
derecho adquirido, en el sentido que aquél como su nombre lo indica versa sobre 
derechos consolidados, que ya ingresaron al patrimonio de la persona, mientras 
que la confianza legítima trata sobre expectativas ciertas y que se espera, puedan 
cumplirse. 
 
Es importante hacer mención a este principio, pues con la modificación impuesta 
por el Decreto 1724 de 1997 al suprimir al nivel profesional de los funcionarios 
públicos para el reconocimiento de la Prima Técnica, vulneró,  para aquellos 
empleados o futuros empleados que ostentaran o llegasen a ostentar dicho nivel 
profesional, la expectativa legítima de obtener el reconocimiento de la Prima 
Técnica, que a la postre quizá podría llegar a configurar un derecho adquirido. 
Pues es claro que para esta categoría de trabajadores del sector público, es decir, 
para aquellos aspirantes que ingresaron después de la entrada en vigencia del 
citado Decreto 1724 o para los que cumplieron los requisitos para acceder a este 
reconocimiento posterior a dicha entrada en vigencia, quedaron automáticamente 
por fuera toda expectativa de acceder a esta prestación económica.   
                                                          
153 CC. Sentencia T-502 de 2002. M.P.: Eduardo Montealegre Lynett: 
154 CE4. Sentencia del 21 de mayo de 2014. C.P.: Jorge Octavio Ramírez Ramírez. Exp.: (19765). 
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Así pues, la Confianza Legítima hace referencia, tal y como lo indica la Corte 
Constitucional, principalmente a siguiente:  
 
Este principio “pretende proteger al administrado y al ciudadano frente a cambios 
bruscos e intempestivos efectuados por las autoridades…si [el administrado] 
tiene razones objetivas para confiar en la durabilidad de la regulación, y el 
cambio súbito de la misma altera de manera sensible su situación, entonces el 
principio de la confianza legítima la protege.”155 
 
[U]na serie de presupuestos cimientan el principio de confianza legítima. Estos 
son: “en primer lugar, la necesidad de preservar de manera perentoria el interés 
público; en segundo lugar, una desestabilización cierta, razonable y evidente en 
la relación entre la administración y los administrados; por último, la necesidad 
de adoptar medidas por un período transitorio que adecuen la actual situación a 
la nueva realidad.”156 De esta forma, el postulado de la confianza legítima obliga 
a la administración a guardar coherencia con sus actuaciones, impidiendo que 
un acto intempestivo de las autoridades modifique sustancialmente la situación 
de un particular sin tener en cuenta las consecuencias que dicha modificación 
conlleva; obligándolas a tomar medidas que faciliten la transición.157 
 
Es éste un principio que debe permear el derecho administrativo, el cual, si bien 
se deriva directamente de los principios de seguridad jurídica y buena fe, 
adquiere una identidad propia en virtud de las especiales reglas que se imponen 
en la relación entre administración y administrado. Es por ello que la confianza 
en la administración no sólo es éticamente deseable sino jurídicamente exigible. 
Este principio se aplica como mecanismo para conciliar el conflicto entre los 
intereses público y privado, cuando la administración ha creado expectativas 
favorables para el administrado y lo sorprende al eliminar súbitamente esas 
condiciones. Por lo tanto, la confianza que el administrado deposita en la 
estabilidad de la actuación de la administración, es digna de protección y debe 
respetarse.158  
 
La confianza legítima ha de entenderse como la expectativa cierta de que una 
situación jurídica o material, abordada de cierta forma en el pasado, no sea 
tratada de modo extremadamente desigual en otro periodo, salvo que exista una 
causa constitucionalmente aceptable que legitime su variación. En este sentido, 
“el administrado no es titular de un derecho adquirido sino que simplemente tiene 
una mera expectativa en que una determinada situación de hecho o regulación 
jurídica no serán modificadas intempestivamente, y en consecuencia su situación 
jurídica puede ser modificada por la Administración.” Como elemento 
incorporado al de buena fe, la confianza legítima puede proyectarse en el hecho 
de que se espere la perpetuación de específicas condiciones regulativas de una 
situación, o la posibilidad de que no se apliquen exigencias más gravosas de las 
                                                          
155 Sentencia C-478 de 1998. Op., Cit. 118 
156 Ibíd.  
157 CC. Sentencia T-578A de 2011. M.P.: Mauricio Gonzalez Cuervo.  
158 CC. Sentencia T-084 de 2000. M.P.: Alejandro Martínez Caballero 
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ya requeridas para la realización de un fin, salvo que existan razones 
constitucionalmente válidas para ello.159 
 
Recuérdese, que en virtud del principio de confianza legítima, no puede 
ofrecerse “…una garantía genérica de estabilidad del ordenamiento jurídico, 
pues con frecuencia el interés general torna inevitable la modificación de las 
normas vigentes, afectando intereses individuales. En esas condiciones, [este 
principio] no supone la petrificación de las reglas de derecho en pro de conservar 
expectativas particulares.160 
 
De lo anterior se desprende la conclusión general de que la seguridad jurídica 
ha sido vulnerada. Esto, a partir del momento en que el Gobierno Nacional 
expide el Decreto 1724 de 1997, sin tener en consideración que el mismo 
como ya se indicó líneas atrás, es un Decreto que por sus características 
resulta ser inferior jerárquicamente al Decreto 1661 de 1991, que por su 
contenido vulnera la confianza legítima hacia la administración en el sentido 
que eliminó toda expectativa de acceder al reconocimiento de la Prima 
Técnica para el nivel profesional de los funcionarios públicos en Colombia. 
Que, de igual forma, y previo al cumplimiento de las condiciones y requisitos 
dispuestos para tal fin, suprimió para el nivel profesional la posibilidad quizá 
de adquirir el derecho al reconocimiento de la Prima Técnica. Lo anterior 
arrojando como consecuencia lógica la desmotivación para un gran sector de 
la población laboralmente activa de pertenecer o mantenerse al servicio de la 
función pública.  
 
4. ANÁLISIS ECONÓMICO DEL DERECHO DE PRIMA TÉCNICA   
 
Tomando como punto de partida la definición de Prima Técnica que el Decreto 
1661 de 1991 indica, en el sentido de que es un “reconocimiento económico para 
atraer o mantener en el servicio del Estado a funcionarios o empleados altamente 
calificados que se requieran para el desempeño de cargos cuyas funciones 
demanden la aplicación de conocimientos técnicos o científicos especializados o la 
realización de labores de dirección o de especial responsabilidad”, se entra a 
analizar la Prima Técnica desde el punto de vista económico. 
 
Lo primero que se puede observar es que, la Prima Técnica, en estricto sentido, 
se considera un “reconocimiento económico”. Reconocimiento, que bien puede 
referirse a gratitud, la cual a su vez significa “Sentimiento que nos obliga a estimar 
el beneficio o favor que se nos ha hecho o ha querido hacer, y a corresponder a él 
de alguna manera”161. Dicho lo anterior, la Prima Técnica tiene un origen, 
encaminado claramente a beneficiar o premiar a los servidores públicos que 
toman el desafío de trabajar para el Estado y que poseen un conocimiento 
                                                          
159 CC. Sentencia T-308 de 2011. M.P:: Humberto Antonio Sierra Porto 
160 CE. Sentencia del 12 de marzo de 2015. C.P.: Jorge Octavio Ramírez Ramírez. Exp.: (20550). 
161 REAL ACADEMIA DE LA LENGUA ESPAÑOLA –RAE. [Online]. Madrid. 2015. [Citado 01-10-2015]. Disponible en: 
http://dle.rae.es/?w=reconocimiento&o=h/ Búsqueda de la siguiente palabra: gratitud. 
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superior, especial o diferenciador y, desde ese punto de vista es un incentivo 
adicional al salario que percibe el trabajador.   
 
Sin embargo, desde el punto de vista de la economía, la Prima Técnica forma 
parte del salario, ya que esta ciencia no hace diferencia de si se trata de un factor 
salarial o no. El salario162 se define como una “remuneración monetaria o en 
especie que recibe un trabajador por sus prestaciones en la producción de bienes 
y servicios.163 Por lo tanto, si se trata de una remuneración económica, como es el 
caso de la Prima Técnica, cumple desde el punto de vista económico, con las 
condiciones para ser considerado como salario, independiente de si es adicional o 
no. Y por tanto, para efectos de este análisis se trata a la Prima Técnica como 
salario. 
 
El otro elemento que compone la definición de Prima Técnica lo constituye su 
razón de ser, es decir que ésta se constituye para “atraer o mantener” a los 
distintos servidores del Estado que cumplan con la condición de tener 
“conocimientos técnicos o científicos especializados”. 
 
Desde este punto de vista, resulta importante ver que este aspecto está 
relacionado con la capacitación adicional que tiene un trabajador para acceder a 
una remuneración superior y adicional bajo la forma de Prima Técnica, con el fin 
de que le resulte más interesante su permanencia y continuidad al servicio del 
Estado.  
 
La economía también se ha ocupado, por su parte, del aspecto de la 
remuneración salarial inferior o superior dependiendo de la educación y de las 
habilidades propias y excluyentes de los trabajadores; lo que indiscutiblemente 
lleva al campo del concepto de capital humano. Éste se define como el “conjunto 
de recursos humanos que posee una empresa o sector. Se denomina así debido a 
que sus conocimientos y aprendizaje posibilitan la obtención de una renta o unos 
ingresos para la empresa.”164. 
 
Así mismo resulta preciso indicar que el “Capital Humano capta el conjunto de 
calificaciones y conocimientos adquiridos por los trabajadores que aumentan su 
productividad en comparación con el trabajador sin ninguna clase de preparación. 
Aunque…está íntimamente relacionado con la educación que se obtiene de 
manera intencional o directa en escuelas o universidades, también puede 
adquirirse acumulando experiencia en el trabajo.”165 
                                                          
162 BANCO DE LA REPÚBLICA. Introducción al análisis económico. El caso colombiano. 2 Ed. Bogotá.: Siglo del Hombre Editores. 
1998. Pág. 217. Salario visto también desde la perspectiva de gastos de corrientes del sector público. Por orden de prioridad, el gobierno 
gasta, en primer lugar, para cubrir los costos de funcionamiento, o sea, para cubrir el costo de los factores o recursos de producción que 
utiliza para funcionar. Estos son gastos ordinarios o regulares que se conocen como corrientes y en términos generales corresponden a: 
Remuneración de factores de producción utilizados, tales como: salarios, intereses, rentas… 
163 ANDERSEN, Arthur. Diccionario de Economía y Negocios. España.: Ed. Espasa Calpe, 1998. Pág. 603 
164 Ibíd. Pág. 73 
165 CÁRDENAS, Mauricio. Introducción a la economía colombiana. 3 ed. Bogotá.: Ed. Alfaomega. 2013. Pág. 77 
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Por lo tanto, se puede concluir que el plus que deriva del capital humano supone 
formación académica (especializaciones, capacitaciones) y, así mismo la 
adquisición de experiencia laboral, situación que por demás hace que los 
servidores públicos con estas connotaciones sean apreciados y valorados para su 
desempeño en la función pública. 
 
Ahora bien, visto que la Prima Técnica para la economía, es una remuneración  
que hace parte del salario; consecuencia de la obtención de capital humano, dicha 
referencia configura el punto de partida para el presente análisis. 
 
En primer lugar, debe tenerse en cuenta que el salario, por ser una retribución 
correspondiente a un trabajo realizado, (y si a ello se le agrega que no todos los 
trabajos son iguales), supone entonces que no todos deben recibir el mismo 
salarios; por cuanto no todas las personas tienen las mismas habilidades o la 
misma formación académica y capacitación. 
 
De esta forma, resulta conveniente entrar a analizar que desde el punto de vista 
de la economía, “las diferencias salariales compensan en alguna medida a los 
trabajadores por los atributos de los puestos de trabajo. Manteniéndose todo lo 
demás constante, los salarios de los trabajos duros y desagradables son más altos 
que los salarios de los trabajos fáciles y agradables.”166  
 
Así pues, una conclusión preliminar sobre este aspecto, es que el incentivo salarial 
de la Prima Técnica denota que el trabajo al servicio del Estado es duro y 
desagradable, ya que estamos hablando de un beneficio para personal altamente 
capacitado, con la finalidad de que se mantenga al servicio estatal, en el entendido 
que dichos trabajadores, por supuesto, pueden llegar a conseguir trabajos con 
mejor remuneración en el sector privado. Aquí, vale la pena recordar lo 
mencionado en el capítulo inmediatamente anterior relacionado con que la misión 
Currie en 1952 encontró, dentro de sus conclusiones, que los servidores públicos 
no eran bien remunerados y además con poca estabilidad laboral, lo que impulsó 
al gobierno de la época a crear la Prima Técnica como un mecanismo para evitar 
la salida de funcionarios altamente calificados. Por ello es fácil deducir, que el 
trabajo que se desarrolla en la función pública no se encuentra bien remunerado y, 
que la Prima Técnica constituye, por demás, un incentivo para compensar tal 
situación. 
 
El segundo aspecto a analizar está relacionado con el capital humano, el cual se 
encuentra directamente relacionado y, constituye factor fundamental de la Prima 
Técnica. Debido a que dicha Prima Técnica, se otorga, de manera exclusiva a 
servidores públicos con conocimientos especializados, resulta lógico que a mayor 
especialidad, mayor la retribución salarial. Por consiguiente, la diferencia salarial 
resulta plenamente válida, toda vez que no se concibe que un trabajador sin 
                                                          
166 MANKIW, N. Gregory. Principios de Economía. 4 Edición, Thompson. 2011. Pág. 294 
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estudios adicionales, pueda percibir el mismo salario que un trabajador con 
estudios especializados. 
 
De esto se desprende, que esta Prima constituye una herramienta de impulso del 
capital humano, especialmente en la educación. En consonancia, bien puede 
decirse que el Estado premia a quienes invierten en su formación académica, 
siendo un incentivo que genera capital humano y por ende esto se tendría que ver 
reflejado en una productividad laboral eficiente. Sobre el particular, a continuación 
se presenta un esquema que resume esta afirmación, así,  
 




Fuente: Texto: Cómo mejorar el rendimiento de sus empleados167  
 
Lo anterior, lleva de plano a realizar una breve referencia sobre la productividad 
laboral, en el sentido que,   
 
Una de las dificultades de la relación laboral es la correspondencia entre el 
rendimiento del trabajador y el salario que recibe. Desde la teoría económica 
esta relación ha sido estudiada desde el modelo del principal-agente, donde el 
trabajador (o el agente) recibe un salario a cambio de una actividad que satisface 
los intereses del empleador (el principal). Debido a que el agente es un individuo 
racional, solo actuará en favor de los intereses del principal cuando le 
convenga…También se ha estudiado la relación entre las alternativas que tienen 
los trabajadores en el mercado laboral y el aumento de salario necesario para 
que se tengan incentivos para esforzarse en el trabajo…168 
 
Como puede observarse, la economía considera que el rendimiento de un 
empleado está directamente ligado con la remuneración recibida. Para el caso en 
estudio, si la Prima Técnica es un incremento en la remuneración otorgado por 
experticia en un determinado campo, el efecto inmediato será un incremento en el 




                                                          
167 HARRISON., Op. Cit. Pág.28  
168 RUBIO, Mauricio. Economía Jurídica. Ed. Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2007. Pág.  662-663 
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Ahora bien, retomando el hecho de que un trabajador sin estudios especializados 
no recibiría el mismo salario que uno que posea dichos estudios, resulta evidente 
que, al no tener la asignación del porcentaje de la Prima Técnica (por falta de 
requisitos), está condición debería generar el efecto positivo (motivador) de 
buscarla, y la única forma de obtenerla es a través de la efectiva realización de 
estudios y, con la experiencia profesional, por lo cual, además de ser un incentivo 
económico esto generaría automáticamente fuerza de trabajo con sentido de 
capital humano. 
 
Por supuesto que en la medida en que se mantenga el incentivo de la Prima 
Técnica, se mantendrá el deseo no solo de adquirirla sino de mantenerla, 
cumpliendo con su cometido de “atraer y mantener” a los servidores públicos. 
 
 Es por ello que, a modo de conclusión, desde el punto de vista económico, se 
puede observar como la Prima Técnica se ha convertido no solo en un incentivo 
monetario que atrae y mantiene a los trabajadores al servicio del Estado, sino que 
a su vez se configura como un agente motivador para la generación de capital 
humano en los trabajadores, que a su vez, se constituye como un instrumento 

































Decantación: Análisis respecto a la contextualización y fundamentación  
de la validez y legalidad de los decretos 1661 de 1991, 1724 de 1997 y  
1336 de 2003 
 
1. Alcance de la Constitución de 1886 frente a la Constitución de 1991. 
Vulneración a los principios de seguridad jurídica y confianza legítima.  
 
Resulta quizá paradójico, que el objeto de estudio del presente trabajo se enfoque 
en una norma expedida bajo la Constitución de 1886, en contraposición, de dos 
normas expedidas en vigencia de la actual Constitución Política de 1991. Esto por 
cuanto y, en estricto sentido la Constitución Política de 1886 no se caracteriza por 
contener disposiciones normativas garantistas o proteccionistas como si ocurre 
con la actual Constitución de 1991.    
 
Pues bien, de texto normativo contenido en la Constitución de 1886 se resalta el 
ordinal 12 del artículo 76, el cual confiere al Presidente de la República facultades 
extraordinarias. En virtud de dichas facultades, nace la Ley 60 de 1990 la cual, 
otorga al Presidente potestades para: 1. Establecer un sistema de estímulos y, 2. 
Para modificar el régimen de la prima técnica.  
 
De esta forma y, con base en la Ley 60 de 1990 nace el Decreto 1661 de 1991, el 
cual señala, en su artículo 3, que ¨para tener derecho al disfrute de Prima 
Técnica…, se requiere estar desempeñando un cargo en los niveles profesional, 
ejecutivo, asesor o directivo…¨ Esto de antemano supone la consolidación de una 
expectativa legítima para aquellos funcionarios públicos que desempeñan un 
cargo permanente dentro del nivel profesional.   
 
La relevancia de este Decreto 1661, recae en el hecho de que genera, para el 
nivel profesional, la expectativa legítima y la confianza en la administración de que 
si se cumplen con las condiciones y requisitos exigidos por ley, se puede acceder 
al reconocimiento de la Prima Técnica. Lo que significa un aumento considerable  
del salario, llegando a obtener incluso un 50% adicional, lo que supone una gran 
motivación para ingresar y permanecer en la función pública. 
 
Ahora bien, en este punto resulta necesario hacer referencia al tránsito 
constitucional que se da, como consecuencia del nacimiento de la Constitución 
Política de 1991, la cual a través de su artículo 380 deroga las disposiciones 
contenida en la Constitución de 1886.  
 
Sobre el particular, la Corte Constitucional en las Sentencias C-479 de 1992, C-
486 de 1993, y C-335 de 1999, referidas en el Capítulo 2, exponen, en términos 
generales, que siempre y cuando las normas preconstitucionales o expedidas en 
vigencia de la Constitución anterior, esto es la Constitución Política de 1886, no 
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contraríen, o sean incompatibles respecto al nuevo orden constitucional 
establecido por la Carta Política de 1991 no hay razón para su derogatoria. Por tal 
razón, las disposiciones contenidas en el Decreto 1661 de 1991 se encuentran 
imperantes en la actualidad, por cuanto no contravienen en ninguna forma, a la 
Carta Política de 1991.  
   
En el mismo sentido, el punto de discusión se detiene un momento para resaltar 
que de aquí en adelante y a partir de la creación de la Constitución Política de 
1991 se asienta un nuevo orden en Colombia. Un orden que establece el Estado 
Social de Derecho, y con él una serie de garantías constitucionales para toda la 
población que habita y hace parte del territorio colombiano.   
 
Sin embargo, no bastan las suficientes garantías constitucionales que protege la 
Constitución de 1991 para que, a través del Decreto 1724 de 1997, fundado sobre 
la base de las disposiciones normativas contenidas en la Ley 4 de 1992 (ley Marco 
o Cuadro), se suprima del ordenamiento legal, el disfrute y asignación de la prima 
técnica para el nivel profesional de los funcionarios públicos en nuestro país.  
 
Resulta difícil de comprender que un decreto de menor rango jerárquico, como lo 
es un Decreto ejecutivo o reglamentario 1724 pueda suprimir el contenido de un 
Decreto con fuerza de ley, como lo es el que se desprende del contenido del 
Decreto  1661. No obstante, el problema no termina allí, pues surge en escena un 
tercer decreto, que al igual que el 1724 de 1997, nace sobre la base de la Ley 
Marco/ Cuadro 4ta de 1992, esto es el Decreto 1336 de 2003 que además de 
derogar el Decreto 1724 de 1997 restringe en mayor medida el disfrute de la prima 
técnica, en términos generales.   
 
Acto seguido, el artículo 2 de la Ley 4 de 1992 indica lineamientos concretos y 
específicos sobre los que el Presidente de la República, tiene potestad para entrar 
a legislar. De esta forma, y tal como se indica en el Capítulo 1, del contenido literal 
de la Ley 4 de 1992 no se desprende facultad alguna al Presidente de la 
República para modificar los niveles de cargos para la asignación de la prima 
técnica.  
 
De otro lado y bajo la convicción de que la Prima Técnica es un derecho Social,  
sobre el particular, se encuentra que en  los Arts.16 y 17 de la Constitución de 
1886 y el Capitulo II y el párrafo 9° del Art.215 de la Constitución de 1991 
establecen breve referencia sobre el tema objeto de estudio.   
 
Pues bien, tal y como lo señalan los profesores Abramovich y Courtis: la adopción 
de normas constitucionales o de tratados internacionales que consagran 
derechos…sociales…genera obligaciones concretas al Estado, obligaciones que 
en su gran mayoría resultan exigibles judicialmente y bajo las cuales el Estado no 
puede rehusar en su aplicación. Así, es dable indicar que lo que califica la 
existencia de un derecho social como derecho pleno es la existencia de algún 
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medio que permita respaldar al titular del derecho en caso de incumplimiento de la 
obligación debida.  
 
Por último y, aunque no se trató en ninguno de los capítulos precedentes, resulta  
conveniente realizar un breve análisis sobre la retroactividad de la ley.  Pues para 
efectos prácticos, dicha facultad de la ley opera en el presente caso.  
 
De esta forma, la retroactividad de la ley, actualmente no se encuentra permitida 
en el contexto del derecho laboral, no obstante, la doctrina en general coincide al 
señalar que dicha particularidad de la ley procede en los siguientes casos: 1. 
Cuando la nueva ley desconoce la validez de hechos jurídicos constituidos bajo el 
imperio de la ley derogada; 2. Cuando la nueva ley desconoce derechos, estados 
o relaciones jurídicas válidamente formados bajo la ley antigua. 
 
En los términos referidos, bien puede operar la retroactividad de la Ley respecto al 
Decretos 1661 de 1991 (ley antigua) y el Decreto 1724 de 1997, derogado por el 
1336 de 2003 (ley nueva), entre tanto, que el Decreto 1336 de 2003 ha 
desconocido ipso facto, tanto los derechos sociales, como los principios que 
delimitan la seguridad jurídica y la confianza legítima, al suprimir el disfrute de la 
Prima Técnica para el nivel profesional de los funcionarios públicos en Colombia.   
 
Por su parte, la expedición del Decreto 1724 de 1997 consolida sin lugar a dudas 
el punto de quiebre con relación al Decreto 1661 de 1991, respecto a la supresión 
del nivel profesional frente al reconocimiento y asignación de la prima técnica. En 
estricto sentido, dicha supresión no tiene una fundamentación de peso, un criterio 
razonado, y una justificación comprensible. De esta forma, bien podría indicarse 
que se trata de un acto administrativo arbitrario, el cual, afecta a un número 
considerable de trabajadores en el sector público.  
 
Así pues, al considerar que el Decreto 1724 de 1997 es un acto administrativo 
arbitrario y, en igual sentido, el Decreto 1336 de 2003 que deroga el Decreto 1724 
de 1997, que nace con el propósito de ratificar lo dispuesto por el Decreto que 
deroga. Posición incomprensible a la luz del derecho. Se asume entonces que 
dicho Decreto 1336 al igual que su predecesor se limita a, nuevamente aclarar 
que el nivel profesional de los funcionarios públicos no hace parte del grupo para 
optar a la prima técnica. Sin razones, sin fundamentos y sin justificación sobre la 
directriz que imparte.  
 
2. Validez y legalidad constitucional de los decretos 1661 de 1991, 1724 de 1997 
y 1336 de 2003. 
 
Para empezar, el estudio sobre la validez y legalidad de los decretos 1661, 1724 y 
1336 debe realizarse en forma separada. Sobre este punto de partida, el estudio 
comienza con la disposición normativa contenida en el  Decreto 1661 de 1991, 
teniendo en cuenta para ello lo siguiente:   
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 El artículo 3, del Decreto 1661 de 1991 reconoce para el nivel Profesional, 
Ejecutivo, Asesor y Directivo la prestación económica de Prima Técnica. Esto 
en vigencia de la Constitución Política de 1886. 
 Luego, con la entrada en vigencia de la Constitución Política de 1991 y en 
virtud del denominado tránsito constitucional, es como dicho Decreto 1661 
puede hacer parte viva dentro del ordenamiento constitucional recién 
establecido 
 De esta forma, se puede afirmar que el Decreto 1661 de 1991 es una norma 
válida y legal dentro del ordenamiento jurídico colombiano actual.  
 
Ahora bien, respecto a la validez y legalidad del Decreto 1724 de 1997, es preciso 
tener en cuenta que, i) El Decreto 1724 fue expedido con fundamento en la Ley 4 
de 1992, a través de la cual el Congreso otorga facultades precisas al Presidente 
de la República para legislar en lo que concierne a la fijación del salario y 
prestaciones sociales de los empleados del sector público; ii) una restricción tan 
precisa como la que el legislador estipula al Presidente, suscita para este, una 
facultad legislativa más que reglada, en la cual no puede disponer a su arbitrio del 
orden normativo; iii) en la misma línea, el ejecutivo, en cabeza del Presidente de la 
República, tiene  el deber, cuando le son otorgadas facultades para legislar, de 
cuidado y vigilancia de la estructura normativa dispuesta por la Constitución 
Política, esto es la vigilancia respecto de la jerarquía normativa y de los límites que 
tiene la facultad legislativa en cabeza del ejecutivo; iv) de igual forma, el contenido 
del Decreto 1724 de 1997 va en directa contravía con los preceptos 
constitucionales de la Carta de 1991; v) El presidente de la República incurre en 
una vulneración legislativa, al extralimitar las facultades legislativas otorgadas por 
medio de la Ley 4 de 1992; Este Decreto vulnera los principios de seguridad 
jurídica y confianza legítima; vii) Desentona con el Estado Social de Derecho, al 
modificar uno de los niveles de empleo para el reconocimiento de la Prima 
Técnica, vulnerando de esta forma los principios constitucionales dispuestos en 
los artículos 1 y 53 superior; viii) en estricto sentido, un Decreto Reglamentario , 
como es el 1724, no tiene facultad para modificar, derogar, subrogar, entre otros, 
un Decreto jerárquicamente superior, como es el que constituye el Decreto 1661 
de 1991. Con base en lo expuesto se puede indicar entonces que el Decreto 1724 
de 1997 es un Decreto No Válido, No Legal y No Vigente.  
 
Respecto del Decreto 1336 de 2003 se tiene en consideración los siguientes 
aspectos: que al igual que el Decreto 1724 este proviene de una fuente normativa 
constitucional, (Ley 4 de 1992), no obstante se diferencia de aquél, en el sentido 
que este si tiene la facultad para modificar, derogar, subrogar, entre otros al 
Decreto 1724 de 1997, por cuanto se encuentran al mismo nivel jerárquico; esto 
es, de los decretos reglamentarios. Sin embargo, para lo que no está facultado 
este Decreto 1336, es para vulnerar el principio de seguridad jurídica, que 
efectivamente vulneró. Entonces, en resumen se indica que si bien el Decreto 
1336 aparentemente resulta ser un Decreto dispuesto conforme la Ley, está 
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vulnerando dos puntos esenciales, al igual que el Decreto 1724 que derogó: 1. El 
principio de seguridad jurídica, 2. El principio de confianza legítima y, 3. Incurre en 
la extralimitación de facultades legislativas otorgadas por el Congreso de la 
República. Así pues, el Decreto 1336 pese a ser una norma vigente en el 
ordenamiento nacional, carece de validez y legalidad en consonancia con las 
disposiciones constitucionales.  
 
Con base en lo anteriormente expuesto, no se comprende cómo, en un Estado 
Social de Derecho, sobre el cual forja sus bases la Carta Política de 1991, y en el 
cual prima, entre otros, el respeto por la seguridad jurídica, los derechos 
fundamentales y  también de los derechos laborales, pueden expedirse estas 
normas tan carentes de sentido social, que vulneran desde los principio básicos de 
jerarquía normativa, hasta los principios mínimos de observancia legislativa. De 
igual forma, se cuestiona dicho proceder, por parte del ejecutivo, sobre la forma a 
través de la cual dispone el Presidente de la República de las facultades 
legislativas que le son otorgadas; entre tanto que pareciera que dichas facultades, 
lo que permiten, entre otros, es ampliar el margen de discrecionalidad de la 
administración sin contracambio de una sanción o reprenda social o económica.  
 
Baste aclarar entonces, que si las potestades otorgadas por parte del legislativo a 
cada uno de las ramas del poder público se ejecutaran en debida forma, bien 
podríamos hablar de un Estado Social de Derecho pleno, con respecto a las 
garantías mínimas y derechos consagrados en la Constitución Política de 1991.    
 
3. Esquema de teoría de juegos en el desarrollo jurídico normativo de los 
Decretos 1661 de 1991, 1724 de 1997 y 1336 de 2003.  
 
La Teoría de Juegos, puede aplicarse al contexto de las normas jurídicas en la 
medida en que esta teoría, ¨se ha convertido en un instrumento importante para 
clarificar la lógica subyacente de un cierto número de problemas paradigmáticos169 
Para efectos del presente trabajo, ¿Cómo podría trabajarse una teoría de juegos 
con normas jurídicas? ¨paradójicamente, cuanto menos desarrolladas están las 
habilidades intelectivas de un organismo, tanto mejor tiende a funcionar la 
teoría…Si la conducta investigada es instintiva, entonces está codificada en los 
genes del organismo. Podemos pensar en los genes como una parte del hardware 
de un ordenador natural: la parte donde se almacenan los programas del 
ordenador. Los programas que nos interesan aquí son aquellos que eligen 
estrategias para el organismo en un juego determinado. Al aplicar la teoría de 
juegos, estos programas deben ser considerados los jugadores.170  
 
Para efectos del tema objeto de estudio, en una versión muy sencilla para el 
efecto académico que se propone, se tienen en cuenta los siguientes aspectos:  
                                                          
169 BINMORE, Ken. Teoría de Juegos. Madrid. McGraw-Hill. 1992. Pág.15, 16. 
170 Ibid. Pág.403 
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a) Problemas de negociación de Nash: Matemáticamente, un problema de 
negociación de Nash es simplemente un par (X, d). X representa el conjunto de 
pares de pagos factibles y d es un punto en X que representa las consecuencias 
del desacuerdo. El problema de negociación en este caso, consiste en determinar 
si los decretos 1724 de 1997 y 1336 de 2003 son válidos y legales a la luz de la 
Constitución Política de 1991, a suprimir el reconocimiento de la Prima Técnica al 
nivel profesional de los funcionarios públicos en Colombia, dispuesto por el 
Decreto 1661 de 1991.  
 
b) Equilibrios de Nash: El par (s, t). s debe ser una elección óptima para un 
jugador I que sabe que la jugadora II elegirá t; simultáneamente t debe ser una 
elección óptima para una jugadora II que sabe que el jugador I elegirá s. En otras 
palabras, cada una de las estrategias puras del par (s, t) debe ser una respuesta 
óptima a la otra. 
 
Los pares R, S.: Reconocimiento (R) y Supresión (S)  
Jugador No.1 (J1): Decreto 1661 de 1991  
Jugador No.2 (J2): Decretos 1724 de 1997 y 1336 de 2003.  
 
J1 sabe que J2 elegirá S 
S es una elección óptima (más no válida ni legal) para J2 
J2 sabe que J1 elegirá R 
R es una elección óptima (Válida y legal) para J1 
 
c) Los axiomas de Nash: 1. Resultado final no debería depender de cómo 
están calibradas las escalas de utilidad de los jugadores; 2. El par de pagos 
acordado siempre debería pertenecer al conjunto de negociación; 3. Si los 
jugadores a veces se ponen de acuerdo en el par de pagos (S) cuando (T) es 
factible, entonces nunca se ponen de acuerdo en y cuando (S) es factible; 4. En 
situaciones simétricas, ambos jugadores obtienen lo mismo. En el caso objeto de 
estudio no se cumple con ninguno de los cuatro axiomas propuestos de Nash, en 
el sentido que en este esquema de juego normativo no existe intensión de 
acuerdo, ni de negociación. 
 
d) Juegos cooperativos y no cooperativos: 1. Juegos no cooperativos: 
Requieren la descripción completa de las reglas de juego, para que las 
estrategias disponibles a los jugadores puedan ser estudiadas en detalle. El 
objetivo es, encontrar un par adecuado de estrategias de equilibrio; (solución del 
juego). 2. Juegos cooperativos: Situaciones en que jugadores pueden negociar 
antes de empezar el juego. (Cómo desarrollarlo). Prima estructura de preferencias 
de juego. 
 
Juego Cooperativo: El que presenta el Decreto 1661 de 1991 al reconocer la 
Prima Técnica, en el sentido que es un decreto producto del consenso del 
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ejecutivo con el legislativo y, en el cual existe respecto por las disposiciones 
contenidas en la Carta Política de 1886.   
 
Juego No Cooperativo: El que desarrolla el Decreto 1724 de 1997 y el 1336 de 
2003, en el sentido que su expedición no tiene en cuenta los lineamientos 
dispuestos por la Constitución Política de 1991 y, de igual forma, no existe 
correlación entre la facultad otorgada por el legislativo y el procedimiento que 
lleva a cabo el ejecutivo.  
 
e) Juego de pájaros: Dos pájaros, de la misma especie, compiten por un 
territorio V. Cada pájaro puede adoptar una estrategia de Halcón (H) o de Paloma 
(P) en un juego de jugada simultánea. Si uno se comporta como (P) y el otro 
como (H), (H) se queda con el territorio. Si uno se comporta como (P) y el otro 
como (H), (H) se queda con el territorio. Si ambos de comportan como (H), se 
produce una lucha. La adaptación evolutiva de un pájaro que tiene que luchar es 
W. Se supone normalmente que todos los pájaros tienen la misma probabilidad de 
vencer y así quedarse con el territorio. Sin embargo, una lucha tiene sus costes, 
porque hay riesgos de daños. Así pues, W = ½ C- C, donde C representa el coste 
de luchar. 
 
Pájaro No.1 (P1): Decreto 1661 de 1991 
Pájaro No.2 (P2): Decretos 1724 de 1997 y 1336 de 2003. 
Territorio: Escoger niveles de empleo público para reconocimiento de la Prima 
Técnica 
 
P1: comportamiento P1R: Reconocimiento (R) 
P2: comportamiento P2S: Supresión (S) 
 
Si P1 se comporta como P1R y P2 se comporta como P2S, P2S se queda con el 
territorio 
Si P1 se comporta como P1S y P2 se comporta como P2R, P1S se queda con el 
territorio 
Si P1 y P2 se comportan como PR se produce tensión normativa 
 
f) El dilema del prisionero: Ambos jugadores prometen jugar Paloma en el 
dilema del prisionero. La teoría de juegos dice que es irracional que cualquiera de 
los dos jugadores cumpla su promesa porque halcón domina fuertemente a 
paloma. Pero si ambos rompen sus promesas, resulta que a ambos les va peor de 
los que les hubiera ido si ambos las hubieran cumplido. El resultado (1, 1) que se 
obtiene al jugar (halcón, halcón) es claramente el peor resultado posible del juego 
 
Promesas R, S.: Reconocimiento (R) y Supresión (S). S domina a R  
Jugador No.1 (J1): Decreto 1661 de 1991  
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J1 y J2 prometen R 
Si J1 cumple R - J2 no cumple R: Ventaja para J2 
Si J1 no cumple R pero J2 si cumple: Ventaja para J1 
Si J1 cumple R y J2 también: Ventaja para J1 y J2 
Si J1 no cumple R y J2 tampoco: Desventaja para J1 y J2 
 
g) Hombres de negocios: Dos hombres de negocios, conducen coches que se 
acercan frontalmente en una calle que es demasiado estrecha para que ambos 
puedan pasar sin riesgo de chocar, excepto si reducen la velocidad. Si uno de los 
jugadores se espanta y reduce su velocidad mientras el otro mantiene la 
velocidad, el jugador que la ha reducido pierde autoestima, mientras que el otro la 
gana. Si ambos reducen, sus niveles iniciales de autoestima quedan inalterados. 
Si ninguno reduce, las consecuencias son desagradables para los dos. 171 
 
Coche 1: (C1) Reconocimiento 
Coche 2: (C2) Supresión 
Hombre de negocios No.1 (HN1): Decreto 1661 de 1991  
Hombre de negocios No.2 (HN2): Decretos 1724 de 1997 y 1336 de 2003.  
Calle: Prima Técnica 
 
Si HN1C1 y HN2C2 bajan velocidad: Ambos se benefician 
Si HN1C1 baja velocidad, pero HN2C2 la aumenta: HN1 se perjudica 
Si HN1C1 no baja la velocidad, pero HN2C2 baja la velocidad: HN2 se perjudica 
Si HN1C1 y HN2C2 no bajan la velocidad: Ambos se perjudican 
 
De los diferentes esquemas de teoría de juegos expuesto, se traduce que el 
dilema que se suscita entre la aplicación normativa del Decreto Ley 1661 de 1991 
y los decretos 1724 de 1997 y 1336 de 2003 se torna en el sentido de la validez y 
legalidad de cada uno de ellos respecto de la Constitución Política de 1991, bajo 
las siguientes premisas:   
 
1. El D.L.1661/91: por tratarse de un Decreto Ley, se encuentra al mismo nivel 
que la disposición normativa que le origina. En este sentido, consolida el 
derecho adquirido y social del disfrute de la prima técnica para el nivel 
profesional de los funcionarios públicos en Colombia. 
 
2. El D.L. 1661/91, es un decreto valido, legal y vigente conforme a las 
disposiciones normativas contenidas en la Constitución Política de 1991 
 
3. El D.1724/97 suprime el derecho adquirido y social, al disponer en su artículo 
1°, que únicamente el nivel ejecutivo, asesor y directivo tendrán derecho al 
reconocimiento y asignación de la prima técnica. 
 
                                                          
171 Ibíd. Págs.178, 182, 183, 193, 276, 277, 302 
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4. El D.1724/97 vulnera la Constitución Política de 1991 al sobrepasar facultades 
para legislar, vulnerar disposiciones normativas de rango superior.  
 
5. El D.1724/97, resulta ser un decreto No valido, No Legal y No Vigente 
 
6. El D.1336/03 al derogar el D.1724/97 es un decreto incluso más restrictivo en 
el reconocimiento y asignación de la prima técnica 
 




















En términos generales y con base en los argumentos expuestos dentro del 
desarrollo del presente trabajo, las conclusiones que se pueden extraer del mismo 
son las siguientes:  
 
Primera conclusión: La Prima Técnica, se crea, en atención a las observaciones 
presentadas por la Misión Currie, al indicar que el nivel de salario en el sector 
público es demasiado bajo para atraer y conservar personal con capacidades 
académicas y laborales excepcionales. Esta Misión está convencida de que un 
aumento del salario eleva los estándares de personal que ingresa y que se 
mantiene en la función pública. Así pues, a través del Decreto 2285 de 1968 se 
crea una prestación económica con la denominación de Prima Técnica con la 
finalidad de atraer y mantener personal altamente calificado para cargos de 
especial responsabilidad o superior especialización técnica.  
 
Segunda conclusión: Dentro de las clases de Prima Técnica, se tiene aquella que 
se otorga con base en la formación académica y la experiencia profesional. La 
cual en principio se otorga con base en el 50% del salario percibido por el 
trabajador, pero sobre la cual dicho trabajador tiene la posibilidad de aumentar en 
un 20% adicional al 50% inicial, si, además de los estudios que presentó para el 
reconocimiento inicial, acredita nueva formación académica o la publicación de 
sus escritos en medios escritos a nivel nacional o internacional.  
 
Tercera conclusión: Una vez se ha instaurado en el ordenamiento nacional el 
nuevo estatuto constitucional, en este caso, el dispuesto en la Carta Política de 
1991, no pueden ni deben coexistir normas con él que le sean contrarias. De esta 
forma, la legislación preconstitucional, es decir la que consagra la Constitución de 
1886, conserva su vigencia, pese a la derogatoria (por el Artículo 380 de la C.N. 
de 1991) de las normas constitucionales a cuyo abrigo se expidieron, esto, 
siempre y cuando no sean contrarias a los mandatos dispuestos en el texto 
constitucional vigente. Así pues, únicamente en la medida en que las normas del 
texto preconstitucional sean incompatibles con el nuevo orden constitucional, 
deviene contraria a la Carta, y deben entenderse derogadas. Entre tanto, el 
tránsito constitucional que deviene de la disposición normativa contenida en el 
Decreto 1661 de 1991 expedida en vigencia de la Constitución Política de 1886, 
resulta efectivo, en la medida de que dicha disposición no contraríe ni sea 
incompatible con las disposiciones contenida en el texto constitucional vigente de 
la Carta Política de 1991. 
 
Cuarta conclusión: El Decreto Ley 1661 de 1991, al ser un decreto expedido con 
base en la Ley 60 de 1990 que otorga al Presidente de la República Facultades 
Extraordinarias, se cataloga como un Decreto con fuerza de Ley, situación está 
que le da la connotación de encontrarse jerárquicamente al mismo nivel de la 
norma que le expide. Entretanto, el Decreto reglamentario 1724 de 1997, 
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derogado por el Art. 6 del Decreto 1336 de 2003, ambos expedidos con 
fundamento en la Ley 4 de 1992 (Ley Marco/Cuadro del régimen salarial de los 
empleados públicos), son disposiciones normativas jerárquicamente inferiores al 
Decreto Ley 1661 de 1991.   
 
Quinta conclusión: El Decreto con fuerza de Ley 1661 de 1991 establece para el 
nivel profesional de los empleados públicos en Colombia, la expectativa legítima 
de que si se cumple con una serie de condiciones y requisitos establecidos por 
Ley, el trabajador puede acceder al reconocimiento de la Prima Técnica. Por lo 
anterior y en consonancia con los argumentos expuestos; bien puede considerarse 
que el derecho a adquirir al reconocimiento de la Prima Técnica por parte de los 
empleados que ostentan el nivel profesional en el sector público, nace únicamente 
cuando se cumple con los requisitos y condiciones dispuestas por Ley y no solo 
cuando el legislador confiere facultades extraordinarias al Presidente de la 
República y este, a su vez, legisla y expide el Decreto con fuerza de Ley 1661 de 
1991. Así pues, se tiene claro que con la expedición del Decreto Ley 1661 de 1991 
nace el derecho al reconocimiento de la Prima Técnica al nivel profesional de los 
empleados públicos en Colombia, no obstante, aún no ha nacido el derecho como 
derecho adquirido, pues este parte de la premisa del cumplimiento efectivo de las 
condiciones y requisitos estipulados por Ley.  
 
Sexta conclusión: El desarrollo y el concepto del otorgamiento y asignación de 
prima técnica que se ha presentado a lo largo de este escrito, es diametralmente 
opuesto a la postura que ha venido manejando el Consejo de Estado. En algunos 
pronunciamientos jurisprudenciales, es evidente que el Alto Tribunal considera que 
la facultad de variar el régimen de prima técnica por parte del Presidente y excluir 
al nivel profesional es completamente legal. Asimismo, la línea jurisprudencial de 
sus pronunciamientos se encamina, en función de la diferenciación que se hace 
entre los servidores públicos con prima técnica asignada y quienes tenían el 
derecho pero no se le asignó; sin embargo siempre se habla de servidores que 
ingresaron a carrera administrativa antes de 1997, y nunca se ha hecho referencia 
a los que ingresaron después de dicho año. Esta situación, tal como se ha 
expuesto, es absolutamente contraria al ordenamiento jurídico colombiano. Lo 
anterior,  demuestra sin lugar a dudas es que el Consejo de Estado ha optado por 
decidir de manera política y no en justicia, en detrimento de varios miles de 
servidores públicos que han ingresado al servicio después de la entrada en 
vigencia del Decreto 1724 de 1997. Por su parte, la Corte Constitucional, si bien 
ha desarrollado a través de sentencias de tutela el tema de la asignación a 
discreción de la administración de la Prima Técnica, en términos generales, no se 
ha dado un verdadero desarrollo del tema, suponiendo que es a causa de la 
naturaleza administrativa de la prima técnica y que su reglamentación es objeto de 
control del Consejo de Estado. 
 
Séptima conclusión: Con la expedición de los Decreto 1724 de 1997 y 1336 de 
2003 la seguridad jurídica ha sido vulnerada. Esto en razón a que el Gobierno 
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Nacional no tuvo en consideración que estos decretos, por sus características 
resultan ser inferiores jerárquicamente al Decreto 1661 de 1991, con lo cual, 
además se vulnera la confianza legítima hacia la administración en el sentido que 
eliminó toda expectativa de acceder al reconocimiento de la Prima Técnica para el 
nivel profesional de los funcionarios públicos en Colombia. Que, de igual forma, y 
previo al cumplimiento de las condiciones y requisitos dispuestos para tal fin, 
suprimió para el nivel profesional la posibilidad quizá de adquirir el derecho al 
reconocimiento de la Prima Técnica. Lo anterior arrojando como consecuencia 
lógica la desmotivación para un gran sector de la población laboralmente activa de 
pertenecer o mantenerse al servicio de la función pública. La relevancia de este 
Decreto 1661, recae en el hecho de que genera, para el nivel profesional, la 
expectativa legítima y la confianza en la administración de que si se cumplen con 
las condiciones y requisitos exigidos por ley, se puede acceder al reconocimiento 
de la Prima Técnica. Lo que significa un aumento considerable  del salario, 
llegando a obtener incluso un 50% adicional, lo que supone una gran motivación 
para ingresar y permanecer en la función pública. 
 
Octava conclusión: No se comprende cómo, en un Estado Social de Derecho, 
sobre el cual forja sus bases la Carta Política de 1991, y en el cual prima, entre 
otros, el respeto por la seguridad jurídica, los derechos fundamentales y  también 
de los derechos laborales, pueden expedirse estas normas tan carentes de 
sentido social, que vulneran desde los principio básicos de jerarquía normativa, 
hasta los principios mínimos de observancia legislativa. De igual forma, se 
cuestiona dicho proceder, por parte del ejecutivo, sobre la forma a través de la 
cual dispone el Presidente de la República de las facultades legislativas que le son 
otorgadas; entre tanto que pareciera que dichas facultades, lo que permiten, entre 
otros, es ampliar el margen de discrecionalidad de la administración sin 
contracambio de una sanción o reprenda social o económica.  
 
Novena conclusión: El Decreto 1661 de 1991 es una norma válida desde su 
creación y posterior ejecución. Esto por cuanto se crea bajo el contexto de la 
Constitución Política de 1886, la cual a través del tránsito constitucional, se 
constituye en una norma vigente dentro del actual ordenamiento dispuesto por la 
Constitución Política de 1991 y, así mismo se considera una norma válida por 
cuanto se encuentra en directa armonía con los preceptos constitucionales, no 
afecta ni lesiona ningún tipo de derecho, al contrario, propende por el 
favorecimiento de los trabajadores, al otorgar a los diferentes niveles de ocupación 
en el sector público, el reconocimiento de la Prima Técnica.  Caso contrario, se 
presenta con las disposiciones normativas contenidas en  los decretos 1724 de 
1997 y 1336 de 2003, cuya validez normativa, carece, en amplio sentido, de 
concordancia con las disposiciones normativas señalas en el derecho vigente al 
momento de su creación, esto es la Constitución Política de 1991. Así mismo, 
estos dos decretos no participan de la unidad del sistema, pues al modificar uno 
de los niveles (nivel profesional) dispuestos para el reconocimiento de la Prima 
Técnica, generan tensión normativa. Si bien, el Decreto 1724, se expide en 
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atención a las facultades legislativas otorgadas por el Congreso al Presidente, lo 
que supone, que dicha norma fue expedida por el órgano competente. No 
obstante, el contenido de tal disposición lesiona derechos reconocidos en una 
norma de rango superior; al modificar y con ello suprimir el derecho adquirido al  
reconocimiento de la Prima Técnica para el nivel profesional de los funcionarios 
públicos en Colombia. Acto seguido, el Decreto 1336 continua con la lesión al 
derecho adquirido para el nivel profesional y restringe aún más el reconocimiento 
de la Prima Técnica. 
 
Décima conclusión: Desde el estudio de la legalidad de los tres decretos objeto de 
estudio, puede indicarse entonces que el Decreto 1661 de 1991 es una norma 
legalmente constituida, en tanto su contenido proviene de la fuente constitucional 
directa, esto es la Constitución de 1886, la cual, otorga al Presidente de la 
República facultades extraordinarias para legislar. Entre tanto, no ocurre lo mismo 
con los decretos 1724 y 1336, cuya conformación denota un carácter que no 
obedece a los preceptos de legalidad, por cuanto, pese a que son disposiciones 
normativas dispuestas por la Constitución Política de 1991. El contenido de los 
decretos 1724 y 1336 sobrepasa las facultades explícitamente señaladas por 
dicha Constitución, al disponer autónomamente la potestad para legislar sobre 
temas que no han sido previamente autorizados. Así mismo, estos dos decretos 
extralimitan las facultades otorgadas por la Ley 4 de 1992, en el sentido que 
legislan sobre temas que competen exclusivamente al Congreso de la República.  
 
Décima primera conclusión: Tanto el Decreto 1724 de 1997 como el 1336 de 2003 
desincentivan a los trabajadores, en general, para hacer parte de la función 
pública. El ingreso al sector público resulta más ágil a un cargo de nivel 
profesional, que en un cargo ejecutivo, asesor o directivo. Y, así mismo, la 
remuneración no resulta tan atractiva al no tener la posibilidad de acceder a una 
prestación económica adicional en razón al nivel de cargo que se ocupa. De igual 
forma, estos dos decretos desincentivan a los funcionarios públicos que ostentan 
el nivel profesional a construir y fortalecer su formación académica.  
 
Décima segunda conclusión: Tanto el Decreto 1724 de 1997 como el 1336 de 
2003 han contribuido a aumentar la burocracia en el reconocimiento y asignación 
de la prima técnica. Pues en lugar de establecerse dicho reconocimiento y 
asignación por principios de meritocracia, pareciera ser que la misma hace parte 
de un staff de lobby político frente a quien ostente la mejor ¨condición¨ para ser 
directivo o asesor de determinados sectores. 
 
Décima tercera conclusión: En la actualidad, y dada la organización de la 
jurisdicción contencioso administrativa en Colombia, el único mecanismo viable 
para que el nivel profesional vuelva a ser considerado como nivel apreciable para 
el reconocimiento de prima técnica supone acciones encaminadas a la 
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Décima cuarta conclusión: Un efecto colateral que ha generado el no existir 
claridad ni un criterio unificado respecto del reconocimiento de la prima técnica al 
nivel profesional en Colombia, es que muchos de los servidores públicos que 
tenían el derecho a la prima técnica pero que nunca les fue otorgada, deben 
acudir a la jurisdicción contencioso administrativa a efectos de conseguir dicho 
reconocimiento, toda vez que las diferentes entidades públicas niegan o guardan 
silencio sistemáticamente al momento en el que el servidor solicita o solicitó tal 
reconocimiento. Esto ocasiona traumatismos a la rama judicial y elevada 
congestión judicial, pues cada funcionario debe impetrar una demanda de nulidad 
y restablecimiento del derecho a fin de que se le reconozca ese derecho, 
generando desgaste administrativo tanto de las entidades que deben defenderse 
en los estrados judiciales como de los mismos juzgados. 
 
Décima quinta conclusión: Así pues, resulta que el incentivo salarial de la Prima 
Técnica denota que el trabajo al servicio del Estado es duro y desagradable, ya 
que estamos hablando de un beneficio para personal altamente capacitado, con la 
finalidad de que se mantenga al servicio estatal, en el entendido que dichos 
trabajadores, por supuesto, pueden llegar a conseguir trabajos con mejor 
remuneración en el sector privado. Aquí, vale la pena recordar lo mencionado en 
el capítulo inmediatamente anterior relacionado con que la misión Currie en 1952 
encontró, dentro de sus conclusiones, que los servidores públicos no eran bien 
remunerados y además con poca estabilidad laboral, lo que impulsó al gobierno de 
la época a crear la Prima Técnica como un mecanismo para evitar la salida de 
funcionarios altamente calificados. Por ello es fácil deducir, que el trabajo que se 
desarrolla en la función pública no se encuentra bien remunerado y, que la Prima 
Técnica constituye, por demás, un incentivo para compensar tal situación. 
 
Décima sexta conclusión: De esta forma, y en correlación a lo expuesto, resulta 
jurídicamente viable el restablecimiento de la prima técnica para el nivel 
profesional de los funcionarios públicos en Colombia. Teniendo en cuenta, que las 
normas contenidas en los decretos 1724 de 1997 y 1336 de 2003 modifican y 
suprimen el reconocimiento de la Prima Técnica al nivel profesional de los 
funcionarios públicos en Colombia. En razón a lo anterior, se comprueba entonces 
que dichas normas carecen de validez y legalidad en concordancia con la 
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